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6 DE MARZO DE 2001 


REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 


DE LA 


CAMARA DE SENADORES 


SEGUNDO PERIODO ORDINARIO DE LA XLV LEGISLATURA 


1* SESION ORDINARIA 


PRESIDEN EL SEÑOR LUIS HIERRO LOPEZ Y EL SEÑOR SENADOR REINALDO GARGANO 


(Presidente) 


La señora Senadora Xavier solicita se curse un 
pedido de informes al Ministerio de Economía 
y Finanzas, relacionado con la forma de elec- 
ción de empresas a fiscalizar y criterios para 
inspeccionar de la Dirección General Impositiva. 


El señor Senador Fernández Huidobro solicita 
se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Defensa Nacional relacionado con la potencia y 
el área de cobertura de varias emisoras de la 
ciudad de Rivera. 


El señor Senador Atchugarry solicita se curse 
un pedido de informes al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas con destino a la Dirección Na- 
cional de Aduanas y a la Dirección General 
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(Primer Vicepresidente) 


Impositiva, relacionado con las compras de di- 
versos productos en el exterior, remitidos por 
vía postal. 


El señor Senador Gargano solicita se curse un 
pedido de informes al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio ambiente, con 
destino a la Administración de las Obras Sanita- 
rias del Estado, relacionado con los planes de 
saneamiento previstos para el departamento de 
Salto para el presente año. 


Oportunamente fueron tramitados. 


9 y 17) Solicitudes de licencia ........omoomomoosoroo. 7, 


Las formulan los señores Senadores Couriel, Sin- 
ger, Fernández Huidobro, Millor y Michelini. 


Concedidas. 


6, 8, 10 y 18) Integración del Cuerpo .....cmomomomommomos 8, 


Notas de desistimiento. Las presentan los seño- 
res Representantes Nacionales Bayardi, Perco- 


ACTUAN EN SECRETARIA LOS TITULARES SEÑOR MARIO FARACHIO Y ARQ. HUGO RODRIGUEZ FILIPPINI 


Páginas 
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vich, Bentancor y Ponce de León, el doctor Lago, 
el escribano Stirling, el doctor Bustos, los seño- 
res Notaro y Hackenbruch, la economista Trile- 
sinsky y el doctor Pérez Piera comunicando que, 
por esta vez, no aceptan la convocatoria de que 
han sido objeto. 


Reglamento de gestión de las escuelas agrarias ... 
- Manifestaciones del señor Senador Larrañaga. 


- Por moción del propio señor Senador el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de lo ex- 
presado en Sala al CODICEN, a UTU y a las 26 
Escuelas Agrarias del país. 


Supresión definitiva de la pena de muerte .......... 


- Manifestaciones del señor Senador Correa Frei- 
tas. 


- Por moción del propio señor Senador el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de lo ex- 
presado en Sala a la Facultad de Derecho, a la 
Universidad Católica y al Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores. 


Funcionamiento del MERCOSUR ......... 


eorcccrcccnos 


- Manifestaciones del señor Senador Brause. 


- Por moción del propio señor Senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de lo ex- 
presado en Sala a los Ministerios de Industria, 
Energía y Minería y de Relaciones Exteriores y 
al Directorio del Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay. 


Deficiencias en el local del liceo “Celia Pomoli” 
de la ciudad de Rivera .........ooomooooomoo atianicdaciaios 


- Manifestaciones del señor Senador Riesgo. 


- Por moción del propio señor Senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de lo ex- 
presado en Sala al CODICEN, al Consejo de 
Enseñanza Secundaria y a la Junta Departamen- 
tal de Rivera. 


Forma de operar de las agencias concesionarias 
del Hipódromo de MaroÑaS ..omcoconcnoncooronoroasones 


- Manifestaciones del señor Senador Garat. 


- Por moción del propio señor Senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de lo ex- 
presado en Sala al Poder Ejecutivo, al Ministe- 
rio de Educación y Cultura, a la Dirección Na- 
cional de Casinos y a la Comisión respectiva del 
Senado. 
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Vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo ......... 
- Manifestaciones del señor Senador Korzeniak. 


- Por moción del propio señor Senador, el Sena- 
do resuelve enviar la versión taquigráfica de lo 
expresado en Sala a la Suprema Corte de Justi- 
cia, a la Facultad de Derecho y al Poder Ejecu- 
tivo. 


Numerales primero, segundo y tercero del orden 
del día. Postergación ........ooommomossoooos cobetiScóe se 


- Por moción del señor Senador Sanabria el sena- 
do resuelve postergar la consideración de estos 
numerales. 


Misión de Mantenimiento de la Paz de las Na- 
ciones Unidas ........ooomocmossm 


cocrcrcrcrrcrrrcrcccccccco.. 


- Proyecto de ley por el que se autoriza la salida 
de efectivos individuales y de unidades del Ejér- 
cito y Armada Nacional y de la Fuerza Aérea 
Uruguaya para participar en el mantenimiento 
de la paz en el Congo. 


- Por moción del señor Senador Fau el Senado 
declara la urgencia de este tema y su considera- 
ción inmediata. 


- En consideración. Aprobado. Se comunicará a 
la Cámara de Representantes. 


Incremento en el precio de los combustibles ...... 


- Por moción de varios señores Senadores el Se- 
nado resuelve invitar al señor Ministro de Eco- 
nomía y Finanzas para que brinde información 
sobre este tema. 


Publicación de la obra de Pedro Figari sobre la 
pena de muerte .occcoonccnncoonnnonnnonacoonononaronoconnnonncnons ... 


- Moción del señor Senador Correa Freitas para 
que el Senado disponga la publicación de dicha 
obra y su distribución en las Universidades pú- 
blicas y privadas, en los establecimientos públi- 
cos y privados de Enseñanza Media y en las 
bibliotecas públicas de todo el país. 


- Ala Comisión de Asuntos Administrativos. 
Sesión extraordinaria ............. EN dinsraiacanns 


- Por moción de varios señores Senadores el Se- 
nado resuelve celebrar sesión extraordinaria el 
próximo martes 13 a la hora 15 para considerar 
la crisis que vive el departamento de Artigas 
como consecuencia del brote de aftosa. 


6 de Marzo de 2001 
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24) 


Rebaja del Impuesto al Patrimonio y Contribu- 
ción Inmobiliaria Rural para el sector agrope- 
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- Proyecto de ley por el que se procede a su apro- 
bación. 


C.S.-3 


cuario del departamento de Artigas .......oomomooo.o 21 
- En consideración. Aprobado. Se comunicará a 
- Proyecto de ley por el que se procede en ese la Cámara de Representantes. 
sentido. 
27) Convención Interamericana sobre Conflicto de 
- Por moción del señor Senador Sanabria el Sena- Leyes en Materia de Adopción de Menores ....... 40 
do declara la urgencia de este tema y su consi- 
deración inmediata. - Proyecto de ley por el que se procede a su apro- 
bación. 
- En consideración. 
- Por moción del señor Senador Sanabria el Sena- 
- Por moción del señor Senador Atchugarry el Se- do resuelve postergar la consideración de este 
nado resuelve remitir este proyecto de ley a tema y remitirlo nuevamente a la Comisión co- 
estudio de la Comisión de Hacienda. rrespondiente. 
25) Acuerdo entre el Gobierno de la República Orien- 28) Llamado a Sala al señor Ministro de Economía y 
tal del Uruguay y el Gobierno del Estado de Is- FinManzaS ..ccocoononnonocnoninoncnicnnonocncnnccncononncnncononccnono ros 60 
rael para la Promoción y Protección Recíprocas 
de Inversiones y su Protocolo .........oommmmsmmms 28 - Manifestaciones del señor Presidente informan- 
do que se ha acordado que el señor Ministro 
- Proyecto de ley por el que se procede a su apro- comparezca el próximo martes 13 a la hora 16 y 
bación. 30. 
- En consideración. 29) Convenio Internacional del Trabajo N” 182 so- 
bre las Peores Formas de Trabajo Infantil......... 60 
- Por moción del señor Senador Sanabria el Sena- 
do resuelve postergar la consideración de este - Proyecto de ley por el que se procede a su ratifi- 
tema. cación. 
26) Convenio entre el Gobierno de la República y el - En consideración. Sancionado. Se comunicará 
Gobierno de la República de Rumania sobre Co- al Poder Ejecutivo. 
operación en el Campo Sanitario-Veterinario ... 35 
30) Se levanta la SesióN ..coommmmmmmmmssmmm*”s”. 70 
1) TEXTO DE LA CITACION 4%) por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 


«Montevideo, 2 de marzo de 2001. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 


sión ordinaria, el próximo martes 6, a la hora 16, a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 


19) 


2) 


3%) 


ORDEN DEL DIA 
Elección de Vicepresidentes. 
Elección de miembros de la Comisión Permanente 
del Poder Legislativo (artículo 127 de la Constitu- 
ción). 


Elección de miembros de la Comisión Administra- 
tiva del Poder Legislativo. 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 


yectos de ley: 


6%) 


de la República Oriental del Uruguay y el Gobier- 
no del Estado de Israel para la Promoción y Pro- 
tección Recíprocas de Inversiones, 


(Carp. N* 1142/98 - Rep. N* 158/00) 


por el que se aprueba el Convenio entre el Gobier- 
no de la República Oriental del Uruguay y el Go- 
bierno de Rumania sobre Cooperación en el Cam- 
po Sanitario-Veterinario, 


(Carp. N* 1233/98 - Rep. N* 159/00) 


por el que se aprueba la Convención Interamerica- 
na sobre Conflictos de Leyes en Materia de Adop- 
ción de Menores, suscrita por la República en la 
Tercera Conferencia Especializada Interamericana 
sobre Derecho Internacional Privado, 


(Carp. N* 159/00 - Rep. N* 160/00) 


4-C.S. CAMARA DE SENADORES 


7%) por el que se ratifica el Convenio Internacional de 
Trabajo N* 182 sobre las Peores Formas de Traba- 
jo Infantil. 


(Carp. N* 273/00 - Rep. N* 161/00) 


Hugo Rodríguez Filippini Mario Farachio 
Secretario Secretario.» 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abelenda, Arismendi, 
Astori, Atchugarry, Bonilla, Borsari, Brause, Cid, Correa 
Freitas, de Boismenu, Fau, Gallinal, Garat, Goiriena, He- 
ber, Korzeniak, Larrañaga, Michelini, Mujica, Nin Novoa, 
Núñez, Pereyra, Pou, Riesgo, Rubio, Sanabria, Scarpa, Vir- 
gili y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Couriel, Fer- 
nández Huidobro, García Costa, Millor y Singer. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 11 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


«La Presidencia de la Asamblea General destina va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


por el que se aprueba el Memorando de Entendi- 

miento entre los Gobiernos de los Estados del Gru- 

po de Acción Financiera de Sudamérica contra el 

Lavado de Activos (GAFISUD), suscrito en la ciu- 

dad de Cartagena de Indias; 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 


por el que se establecen disposiciones relativas al 
pago del Impuesto al Patrimonio y de la Contribu- 
ción Inmobiliaria Rural para el Ejercicio 2001 en el 
departamento de Artigas; 

-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


por el que se autoriza la salida del país de efectivos 
pertenecientes al Ejército, Armada y Fuerza Aérea, 
a fin de participar en las Operaciones de Manteni- 
miento de la Paz de la Organización de las Naciones 
Unidas en la República Democrática del Congo; 

-A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


por el que se autoriza el ingreso al territorio nacio- 
nal de efectivos de los Estados Unidos de América a 


efectos de realizar Ejercicios Bilaterales con perso- 
nal de nuestras Fuerzas Armadas entre el 7 de mayo 
y el 18 de junio de 2001; 

-A LA COMISION DE DEFENSA NACIONAL. 


por el que se autoriza la salida del territorio nacio- 
nal del Buque Escuela “Capitán Miranda” y su tri- 
pulación a fin de realizar el XXI Viaje de Instruc- 
ción, a partir del 2 de junio de 2001. 

-A LA COMISION DE DEFENSA NACIONAL. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje solicitando venia 
para conferir los ascensos al grado de Capitán de Navío 
de la Armada Nacional a varios Capitanes de Fragata. 

-A LA COMISION DE DEFENSA NACIONAL. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite la in- 
formación solicitada: 


por la señora Senadora María Julia Pou referente a 

la situación económico-financiera del frigorífico In- 

dustrial PANDO; 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA A LA 
SEÑORA SENADORA MARIA JULIA POU. 


por el señor Senador Francisco Gallinal, relativo a 

modificaciones del Decreto N” 474/968 referente a 

la Reglamentación de la Profesión de Optico y el 

Comercio; 

-OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL 
SEÑOR SENADOR FRANCISCO GALLINAL. 


por el señor Senador Walter Riesgo relacionada con 
el asalto de un vehículo remesero en el departamen- 
to de Rivera y posterior captura de los delincuentes; 
y referente a las acciones de fiscalización previstas 
por la Dirección General Impositiva para verificar el 
cumplimiento de obligaciones fiscales por parte de 
empresarios y trabajadores durante la zafra de es- 
quila, especialmente en el Departamento de Rivera; 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL 

SEÑOR SENADOR WALTER RIESGO. 


por el señor Senador Carlos Julio Pereyra referente 
a la adquisición del ex -frigorífico CODESA por 
parte del Frigorífico Fernández - JUVENCOR S.A.; 
-OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL 
SEÑOR SENADOR CARLOS JULIO PEREYRA. 


de los señores Senadores José Mujica y Eleuterio 
Fernández Huidobro relacionadas: con la reconver- 
sión del Establecimiento “El Espinillar”.; con los 
fondos para la reconversión del Establecimiento “El 
Espinillar” y con posibles pagarés pendientes de co- 
bro por parte del Banco Central del Uruguay, resul- 
tantes del Convenio de Pagos y Créditos Recíprocos 
de ALADI; 
- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA A LOS 
SEÑORES SENADORES JOSE MUJICA Y ELEUTE- 
RIO FERNANDEZ HUIDOBRO. 
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por el señor Senador Jorge Larrañaga relacionada 
con la administración de la cuenta del Banco de la 
República Oriental del Uruguay destinada a la vi- 
vienda de Jubilados y Pensionistas; 
“OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL 
SEÑOR SENADOR JORGE LARRAÑAGA. 


por el señor Senador Reinaldo Gargano relacionada 

con los prestamos concedidos a la Sociedad Anóni- 

ma “Mi Granja”; 

“OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL 
SEÑOR SENADOR REINALDO GARGANO. 


por el señor Senador José Korzeniak relacionada con 

el Juego denominado “5 de Oro”; 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL 
SEÑOR SENADOR JOSE KORZENIAK. 


por los señores Senadores José Korzeniak y Reinal- 

do Gargano relacionada con maniobras de evasión 

fiscal . 

“OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA A LOS 
SEÑORES SENADORES JOSE KORZENIAK Y REINAL- 
DO GARGANO. 


El Ministerio de Vivienda Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente remite la información solicitada por: 


la señora Senadora Margarita Percovich relacionada 

con la licitación de la construcción a nivel nacional 

de una planta de tratamiento de residuos sólidos hos- 

pitalarios, 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA A LA 
SEÑORA SENADORA PERCOVICH. 


y el señor Senador Jorge Larrañaga relacionada con 

las de viviendas para jubilados y pensionistas. 

“OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL 
SEÑOR SENADOR JORGE LARRAÑAGA. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite nota 
en respuesta a la consulta formulada por la Comisión de 
Hacienda en relación al proyecto de ley a estudio por el 
que se modifica el articuló 94 del Decreto-Ley N* 14.306 
(sanciones por mora). 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA A LA 
COMISIÓN DE HACIENDA. 


El Ministerio de Defensa Nacional remite la infor- 
mación solicitada por el señor Senador Rafael Micheli- 
ni, relacionada con el Acta N* 13 y el anexo ALFA del 
libro de actas de la Junta de Oficiales Almirantes de la 
Armada Nacional. 

-OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL 
SEÑOR SENADOR RAFAEL MICHELINI. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite 
la información solicitada por el señor Senador Francis- 
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co Gallinal, relacionada con la publicidad en distintos 
medios de difusión referida a la compra de artículos 
electrodomésticos cuyo precio financiado se incluiría en 
la factura de consumo eléctrico. 

-OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL 
SEÑOR SENADOR FRANCISCO GALLINAL. 


El Ministerio de Turismo remite la información soli- 
citada por la señora Senadora Mónica Xavier relaciona- 
da con la Resolución N* 082-2000 de la Dirección Ge- 
neral de Aviación Civil referente a la fijación de comi- 
siones por venta de pasajes aéreos a las agencias de 
viaje. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA A LA 
SEÑORA SENADORA MONICA XAVIER. 


El Ministerio de Defensa Nacional remite la infor- 
mación solicitada por el señor Senador Walter Riesgo, 
relacionada con la evolución de la telefonía rural en 
varios departamentos de la República. 

-OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL 
SEÑOR SENADOR WALTER RIESGO. 


La Cámara de Representantes remite nota comuni- 
cando la sanción del proyecto de ley por el que se aprue- 
ba la Enmienda al Acuerdo de Transporte Aéreo Co- 
mercial entre la República Oriental del Uruguay y el 
Reino de España. 

-TENGASE PRESENTE Y AGREGUESE A SUS AN- 
TECEDENTES. 


La Comisión Permanente remite: 


con destino a la Comisión de Ganadería, Agricultura 

y Pesca, la resolución de fecha 19 de febrero de 

2001 y los antecedentes relacionados con la refor- 

mulación del Instituto Nacional de Carnes; 

-A LA COMISIÓN DE GANADERIA, AGRICULTU- 
RA Y PESCA. 


con destino a la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social, la versión taquigráfica y del me- 
morándum de la Asociación de Trabajadores de la 
Seguridad Social entregados a los señores Legisla- 
dores miembros de la Comisión Especial designada 
a tales efectos. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 

SEGURIDAD SOCIAL.» 


PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varios pedidos de 
informes. 


(Se da de los siguientes:) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo 
118 de la Constitución se cursan los siguientes pedidos 
de informes: 
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de la señora Senadora Mónica Xavier al Ministerio 
de Economía y Finanzas solicitando aclaración de la 
respuesta enviada, relacionada con la forma de se- 
lección de empresas a fiscalizar y criterios para ins- 
pecciones de la Dirección General Impositiva; 


del señor Senador Eleuterio Fernández Huidobro al 
Ministerio de Defensa con destino a la Dirección 
Nacional de Comunicaciones relacionado con la po- 
tencia y el área de cobertura de varias emisoras de 
la ciudad de Rivera; 


del señor Senador Alejandro Atchugarry al Ministe- 
rio de Economía y Finanzas, con destino a la Direc- 
ción Nacional de Aduanas y a la Dirección General 
Impositiva, relacionado con las compras de diversos 
productos en el exterior remitidas por envío postal; 


del señor Senador Reinaldo Gargano al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente con destino a la Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado, relacionado con los planes de sa- 
neamiento previstos para el presente año en el departa- 
mento de Salto. 
- OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS.” 


(Texto de los pedidos de informes:) 
«Montevideo, 13 de febrero de 2001. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo establecido por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicito a usted envíe al 
Sr. Ministro de Economía y Finanzas, el siguiente pedi- 
do de aclaración de la respuesta al pedido de informes 
de fecha 21 de noviembre de 2000, respondido el 29 de 
enero de 2001. 


1.- En cuanto a la primera respuesta a la primer pregun- 
ta: - sin violar el secreto de actuación- explicitar: 


a) ¿cuáles son las políticas fiscales de la Dirección 
General? 


b) ¿con qué criterio se elabora el plan anual a que 
se refiere? 


2.- ¿Cuál es -contemplando el mismo principio señala- 
do en la pregunta anterior- la metodología utilizada 
al asignar las actuaciones a los equipos para garanti- 
zar el factor sorpresa referido a la pregunta N* 2 en 
la página 4? 


3.- En el cuadro “Anexo 1-1.2 ACTUACIONES CON 
RECAUDACION CONTRIBUYENTES CEDE”, en 
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valores constantes, años 1990 y 1991, en la columna 
“ACUERDO”, ¿Las cifras allí indicadas surgen de 
errores de tipeo u obedecen a otra razón? 


4.- En el Anexo N* 1- 1.2 *'ACTUACION” CON RE- 
CAUDACION CONTRIBUYENTES CEDE, colum- 
na “OFICIO”: 


a)- ¿los valores de esta columna, corresponden a in- 
gresos efectivos? Si no fuese así: 


b)- ¿existe una estimación de cuánto efectivamente 
se cobró? 


c)- ¿comprenden exclusivamente el impuesto o al- 
canza a las sanciones por mora, multas y recar- 
gos? 


5.- Alcance del concepto de *ACTUACIONES” en el 
anexo N* 1- 1.3: 


a).-¿se refieren a los contribuyentes de CEDE exclu- 
sivamente o a todos los contribuyentes de la DGI? 


6.- En el anexo N* 1- 1.3 en lo que respecta a *'DETER- 
MINACION PROVISORIA DE IMPUESTOS DE 
ESTABLECIMIENTOS DE TEMPORADA” a).- 
¿Cuál es el alcance del término *Provisoria”? 


b).- Sírvase explicitar si se refiere a valores recau- 
dados efectivamente 


b.1).-De no ser afirmativa ¿cuánto se recaudó? 


7.- Con respecto a la respuesta a la pregunta N* 5, (Anexo 
N* 2 CONVENIOS CON ORIGEN EN FISCALTI- 
ZACION), deseamos se nos aclare el alcance de los 
conceptos: ACTIVOS”; “PAGADOS”; 'REFINAN- 
CIADOS”. 


a).- Las cantidades allí mencionadas, ¿son a valores 
corrientes o constantes? 


b).- En el anexo N* 2, ¿a que corresponden los da- 
tos incluidos en la columna “DEUDA ORIGI- 
NAL? y en la columna *RECAUDADO”?. 

Dra. Mónica Xavier. Senadora.» 


«Montevideo, 21 de febrero de 2001. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración: 
Amparado por las facultades que me confiere el Art. 


118 de la Constitución vengo a solicitarle se sirva cur- 
sar el siguiente pedido de informes al Ministerio de 
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Defensa Nacional y por su intermedio a la Dirección 
Nacional de Comunicaciones: 


Solicito se me informe la potencia autorizada y el 
área de cobertura de las siguientes emisoras: 


100.3 FM 
94.5 FA 
89.9 FM 


De la ciudad de Rivera (Departamento de Rivera) 


De la misma manera solicito se me informe potencia 
autorizada y área de cobertura de la frecuencia 107.3 
FM de la ciudad Tranqueras (Dpto. de Rivera) 


Sin otro particular, saludo a Ud. atentamente. 
Eleuterio Fernández Huidobro. Senador.» 
«Montevideo, 28 de febrero de 2001. 


Señor Presidente del Senado 
Don Luis A. Hierro López 


De mi mayor consideración: 


En relación al ingreso de mercadería vía postal sin 
el pago de impuestos, al amparo de lo previsto en el 
artículo 118 de la Constitución de la República, solicito 
a usted se sirva disponer que se curse el siguiente pedi- 
do de informes al Ministerio de Economía y Finanzas 
con destino a la Dirección Nacional de Aduanas y a la 
Dirección General Impositiva: 


El asunto que nos ocupa es la compra en el exterior 
remitida por envío postal (tanto encargada por Internet, 
Fax o simple carta), que actualmente entra al Uruguay 
exonerada de todo impuesto, incluyendo IVA e IMESI, 
según afirman las numerosas publicaciones, e-mail y 
cartas que suscitó una anterior iniciativa del Poder Eje- 
cutivo en ocasión del Presupuesto Quinquenal. A vía 
de ejemplo se mencionan cámaras digitales, artículos 
de computación, ropa, CD musicales, repuestos, y otros 
adquiridos a comercios y en general en forma reiterada 
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Ruego premura y claridad en la respuesta, conside- 
rando que cuando se pensó en regular la materia, se 
encuentra que en rigor el decreto citado es irreprocha- 
ble, si es que se aplicara sin modificaciones ni interpre- 
taciones diferentes a la que surge de sus claras expre- 
siones. 


Hago propicia la oportunidad para saludar al Sr. Pre- 
sidente con mi mayor consideración. 


Dr. Alejandro Atchugarry. Senador.» 
«Montevideo, 1” de marzo de 2001. 


Presidente del Senado de la República 
Sr. Luis Hierro López 
Presente 


De mi mayor consideración: 


En conformidad con el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la República solicito se tramite ante el Ministe- 
rio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente y por su intermedio a Obras Sanitarias del Estado 
(OSE) el siguiente pedido de informes: 


1 - Los Planes de Saneamiento previstos para el 
presente año en el Departamento de Salto. 


2 - Si dentro de los mismos se encuentra la realiza- 
ción de obras, en la zona Sur de la ciudad de Salto, 
comprendiendo barrios carenciados, según Convenio y 
financiación del Banco Mundial. 


3 - Si es correcto que hace 10 años se tramita el 
préstamo mencionado. 


4 - En caso afirmativo a las preguntas de los puntos 
2 y 3, si se exige a los beneficiarios en forma previa a la 
realización de las obras, una Tasa de Garantía del orden 
de los $ 1500 a 2000. 


Sin otro particular saluda a Ud. atentamente 


Reinaldo Gargano. Senador.» 


C.S.-7 


por los compradores. 5) SOLICITUD DE LICENCIA 


Considerando lo dispuesto por el artículo 68 del De- SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
creto N* 220/98 podrá observarse que sólo autoriza in- licencia. 


gresar obsequios familiares, equipaje y similares. En 
especial excluye expresamente que el remitente y el des- 
tinatario usen esta vía en forma reiterada. Por tanto el 
envío comercial, claramente no está exonerado de im- 
puestos. 


En consecuencia se desea conocer las normas que se 
aplican para posibilitar la importación al menudeo que 
las citadas publicaciones reconocen y aún reivindican. 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor Senador Couriel solicita licencia desde el 
día 5 al 9 de marzo.” 


-Léase. 


(Se lee:) 
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«Montevideo, 5 de marzo de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia desde el día 3 de 
marzo hasta el día 9 de marzo inclusive para asistir a la 
Reunión Inaugural del Foro Interparlamentario de las 
Américas (FIPA) a realizarse en Ottawa los días 7 y 8 
de marzo de 2001. 


Solicito dicha licencia al amparo del literal b) del 
artículo 1? de la Ley N” 10.618 en la redacción dada 
por la Ley N* 16.456. 


Sin otro particular, saluda atentamente 
Alberto Couriel. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
6) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de varios desistimien- 
tos a la convocatoria. 


(Se da de los siguientes:) 


“Los Representantes Nacionales José Bayardi, Mar- 
garita Percovich, Juan José Bentancor y Martín Ponce 
de León comunican que, por esta única vez, no aceptan 
la convocatoria de que han sido objeto.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se convoca al señor Senador Fe- 
lipe Goiriena quien ya ha prestado el juramento de estilo por lo 
que, si se encontrara en Antesala, se le invita a pasar al Hemi- 
ciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Goiriena) 
7) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Singer solicita licencia desde el 
día 6 al 13 de marzo.” 


-Léase. 


(Se lee:) 
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«Montevideo, 28 de febrero de 2001. 


Señor Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente 


Señor Presidente: 


Habiendo sido designado para representar a nuestro 
Parlamento en la reunión de instalación del Foro Inter- 
parlamentario de las Américas (FIPA) a realizarse en 
Ottawa, Canadá, los días 7 y 8 de marzo próximos, 
vengo a solicitar licencia entre los días 6 y 13 inclusive, 
del mes de marzo. 


Me valgo de esta ocasión para reiterarle las seguri- 
dades de mi particular estimación. 


Juan Adolfo Singer. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
8) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una nota de desis- 
timiento. 


(Se da de la siguiente:) 


“El doctor Raúl Lago comunica que, en esta oportu- 
nidad, no acepta la convocatoria como suplente del se- 
ñor Senador Juan Adolfo Singer.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda convocado el doctor Con- 
rado Bonilla, quien ya ha prestado el juramento de estilo por lo 
que, si se encontrare en Antesala, se le invita a pasar al Hemi- 
ciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Conrado Bonilla) 
9) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 

“El señor Senador Fernández Huidobro solicita li- 
cencia desde el día 6 de marzo al 13 de marzo de 2001 
inclusive”. 


-Léase. 


(Se lee:) 
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«Montevideo, 5 de marzo de 2001. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
De mi mayor consideración: 

Por la presente, solicito a usted tenga a bien gestio- 
nar licencia por razones personales desde el día 6 de 
marzo al día 13 de marzo de 2001 inclusive. 

Sin otro particular, le saluda atentamente: 


Eleuterio Fernández Huidobro. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda convocado el señor Senador Marcos Abelenda, quien 
ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontra- 
re en Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Marcos Abelenda) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Pablo Millor solicita licencia des- 
de el 6 al 15 de marzo inclusive, por motivos persona- 


” 


les. 
-Léase. 
(Se lee:) 

«Montevideo, 3 de marzo de 2001. 
Señor Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi consideración: 


Por la presente solicito licencia desde el 6 al 15 de 
marzo inclusive, por motivos personales. 


Sin otro particular le saluda atentamente 
Dr. Pablo Millor. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
10) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varias notas de 
desistimiento. 


(Se da de las siguientes:) 


“El escribano Guillermo Stirling, el doctor Raúl Bus- 
tos y los señores Juan Notaro y Tabaré Hackenbruch 
comunican que, en esta oportunidad, no aceptan la con- 
vocatoria como suplente del señor Senador Millor.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda convocado, pues, el señor 
Senador Roberto Scarpa quien ya ha prestado el juramento de 
estilo por lo que, si se encontrare en Antesala, se le invita a 
pasar el Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Scarpa) 


11) REGLAMENTO DE GESTION DE LAS ESCUELAS 
AGRARIAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora pre- 
via. 


Tiene la palabra el señor Senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: en esta instan- 
cia queremos ocuparnos de un tema importante que vincula a 
las escuelas agrarias que dependen de la Universidad del Tra- 
bajo del Uruguay. Son 26 en todo el país, de las cuales depen- 
den educativamente alrededor de 2.000 estudiantes matricula- 
dos en ellas. 


Dependencias de la Universidad del Trabajo del Uruguay 
pretenden llevar adelante un nuevo reglamento de gestión de 
esas residencias estudiantiles en las que, en principio, las fami- 
lias deberían realizar aportes financieros para la alimentación y 
hospedaje que se le brinda a sus hijos. 


La implementación de ese nuevo reglamento tiene como 
objetivo, al parecer, la mejora de las condiciones de vida de 
los estudiantes que residen en esas 26 escuelas agrarias a tra- 
vés de la formación de Comisiones de Fomento que se encar- 
guen, junto a la Dirección de las instituciones, de la adminis- 
tración de los gastos ajenos a la educación. La nueva regla- 
mentación propone un sistema de aportes familiares que se 
ajusten a los gastos particulares de cada escuela, de manera 
que la administración de esos fondos pueda ser llevada adelan- 
te por las propias Comisiones de Fomento integrada por los 
padres de los alumnos, con la cooperación de los Directores de 
las propias instituciones. 


Cabe aclarar que en el Acta N* 9 del 12 de octubre de 2000 
se aprobó el proyecto de reglamento para gestión de la resi- 
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dencia estudiantil en las escuelas agrarias que administran in- 
ternados. En el artículo 1” se dice que la residencia estudiantil 
en las escuelas agrarias abarca los servicios vinculados a la 
vivienda y al comedor estudiantil. Después expresa que la va- 
lorización monetaria de los gastos inherentes a la residencia 
estudiantil será efectuada, para cada año lectivo, por la Direc- 
ción de cada centro docente, la cual establecerá un preventivo 
en ese sentido. 


Luego, en su artículo 5%, la reglamentación indica que la 
Dirección escolar discriminará, para cada uno de los conceptos 
mencionados en el artículo anterior y por año, los aportes del 
Estado y establecerá un preventivo anual de dichos aportes 
para la residencia estudiantil, que se denominará “aporte esta- 
tal para residencia estudiantil”. 


Ese tema está más aclarado en el artículo 6* de la propia 
reglamentación que estamos pretendiendo examinar, donde se 
expresa que si existiera diferencia entre el preventivo de gasto 
y el aporte estatal para la residencia estudiantil, su financia- 
miento deberá ser proporcionado por el aporte mensual e indi- 
vidual de las familias interesadas, de la organización de bene- 
ficios o cualquier otro mecanismo que establezca la Comisión 
de Fomento escolar. 


En el artículo 7? se indica que, a los efectos del cálculo del 
aporte mensual individual, la Dirección escolar realizará una 
proyección de matrícula y definirá los conceptos mencionados 
en los artículos 4” a 6”. Esto significa, en buen romance, que 
las familias de los alumnos matriculados en las distintas escue- 
las rurales de todo el país y dependientes de UTU van a tener 
que aportar, a través de una matrícula, de beneficios o de cual- 
quier otro instrumento. 


Nos permitimos llamar a reflexión sobre esta reglamenta- 
ción dado que, del propio análisis del perfil socio económico y 
cultural del alumnado de las escuelas agrarias en todo el país, 
algo así como el 48.7% de los ingresos de los hogares a que 
pertenecen los alumnos son inferiores a $ 5.000. 


Esto va de la mano, también, con la presentación de este 
tema porque, lamentablemente, en la prensa se ha estado divul- 
gando como que la reglamentación va a suponer un cobro de 
matrícula para costear los gastos de residencia y alimentación 
de los alumnos que concurran a esas escuelas de alternancia. 
Además, según nuestra información, debemos señalar que se 
está suministrando alrededor de $ 160 mensuales por alumno, 
lo que es un exiguo aporte que el Estado realiza por alumno en 
este tipo de enseñanza. 


Creemos que, por la reglamentación que se pretende apli- 
car, no es necesario ningún reglamento para que en las escue- 
las rurales del interior de la República los padres estén prestos 
para colaborar. Además, queremos reflexionar: ¿es éste el mo- 
mento para llevar adelante una reglamentación de esta natura- 
leza pretendiendo pedírsele a los padres de los alumnos que 
tienen ingresos menores a $ 5.000 mensuales una nueva apor- 
tación que, a nuestro juicio, contraría el principio constitucio- 
nal de la enseñanza pública y gratuita en el país? 
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¿Es éste el momento para aplicar una reglamentación, cuan- 
do hay una situación económica realmente de empobrecimien- 
to en el interior de la República, basada, fundamentalmente, en 
el empobrecimiento del sector agropecuario de nuestro país? 


Nosotros no queremos -lo decimos como un mensaje, un 
pedido o una petición- que se retaceen recursos del Estado 
para inversiones en la educación pública y, principalmente, en 
el medio rural del Uruguay. Lo señalamos con el mejor espíri- 
tu constructivo y buscando que la implementación de este tipo 
de medidas y de reglamentaciones asegure el perfeccionamien- 
to de las condiciones de vida de estudiantes que, según el 
estamento socio-económico de los hogares a los que pertene- 
cen los alumnos que concurren a las escuelas rurales de nues- 
tro país, tienen muy bajos ingresos. 


Por lo expuesto, solicitamos que la versión taquigráfica de 
nuestras palabras sea enviada al CODICEN, a UTU y a las 26 
escuelas agrarias del interior del país. Vamos a suministrar la 
nómina de las mismas para que se pueda cursar el pedido 
correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 
-25 en 26. Afirmativa. 


12) SUPRESION DEFINITIVA DE LA PENA DE MUER- 
TE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Correa Freitas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: pocos días 
después de haberme incorporado definitivamente al Senado de 
la República, tuve el honor de haber sido invitado a la presen- 
tación de un libro sobre “Derechos Humanos en el Uruguay”, 
editado por la Cámara de Representantes, ceremonia que se 
llevó a cabo el 17 de julio de 2000. En dicha ocasión hice un 
planteo sobre la pena de muerte, tema sobre el cual nuestro 
país tiene una larga tradición abolicionista y una de las fórmu- 
las constitucionales más prístinas, dado que el artículo 26 de la 
Constitución de la República prescribe que “A nadie se aplica- 
rá la pena de muerte”. 


Concretamente expresé que nuestro país debería realizar 
una intensa campaña internacional para abolir definitivamente 
de la faz de la tierra este “castigo cafre”, como lo calificaba el 
doctor Pedro Figari, dado que hay países que se arrogan la 
facultad de calificar a los demás sobre la vigencia de los dere- 
chos humanos y sin embargo aplican la pena de muerte, con 
toda la crueldad que ello supone. 


Recientemente, en un editorial del diario “El País”, se in- 
siste con el tema, expresándose la preocupación por el hecho 
de que según encuestas del año 2000, el cuarenta por ciento de 
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la población uruguaya es partidaria de la aplicación de la pena 
de muerte, motivada fundamentalmente por las atrocidades de 
algunos delitos. 


Por ello, estimo importante que el Senado se ocupe de esta 
cuestión, porque no bastan fórmulas jurídicas, sino que hay 
que crear una conciencia en la sociedad sobre la crueldad y la 
injusticia de la pena de muerte, porque plantear a esta altura de 
la civilización, a comienzos del Siglo XXI, la aplicación de la 
pena de muerte, es lo mismo que querer establecer la “ley del 
talión” para resolver los conflictos entre los particulares, o 
pretender imponer el totalitarismo y la dictadura como los re- 
gímenes políticos por excelencia para el bien de los pueblos. 
La humanidad ha sufrido mucho a lo largo del Siglo XX, con 
verdaderas atrocidades cometidas por regímenes políticos de 
derecha y de izquierda, que en una y otra parte del mundo han 
matado, han torturado, han encarcelado injustamente a inocen- 
tes, por problemas de conciencia o de sus convicciones políti- 
cas, religiosas y morales, para que nuevamente se plantee la 
discusión, O al menos la duda, que a veces es más peligroso, 
sobre un tema que todos creíamos abolido, superado y olvida- 
do definitivamente. 


En nuestro país, el Senador Dámaso Antonio Larrañaga 
presentó el 4 de febrero de 1831, un proyecto de ley aboliendo 
la pena de muerte, habiendo pronunciado un elocuente discur- 
so en defensa de su tesis. 


El 23 de abril de 1894, afirmaba José Batlle y Ordóñez, en 
un editorial del diario “El Día”, que “la pena de muerte es la 
más brutal de las instituciones antiguas que están en pie en los 
tiempos modernos y su conservación debe atribuirse al senti- 
miento irreflexivo de horror y odio que inspira el delincuente y 
no, de ninguna manera, a la influencia que ha podido ejercer 
en la legislación un conjunto de ideas sistemáticamente im- 
puestas a la inteligencia del hombre por su evidencia y vigor 
lógico”. 


El 27 de junio de 1905, el Poder Ejecutivo remitió un 
Mensaje y proyecto de ley, proponiendo al Poder Legislativo 
la abolición de la pena de muerte, la que fue aprobada por la 
Ley N* 3.238 de fecha 23 de setiembre de 1907, estableciendo 
en el artículo 1%: “Queda abolida la pena de muerte que esta- 
blece el Código Penal”. La Constitución de 1918 incorporó en 
el artículo 163, la fórmula que llega hasta nuestros días en el 
ya citado artículo 26 de la Constitución vigente. 


Según expresa Figari en su libro sobre “La pena de muer- 
te”, antes de que nuestro país aboliera la pena capital, otros 
países de América Latina y de Europa lo habían hecho, tales 
como Venezuela en 1864, Costa Rica en 1880, Portugal en 
1846, Holanda en 1870 y Rumania en 1886. 


En el Derecho Comparado, diversas Constituciones han abo- 
lido la pena de muerte, como es el ejemplo de la Constitución 
italiana de 1947, la Constitución portuguesa de 1976 y la Cons- 
titución española de 1978. 
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A nivel internacional, tanto la Declaración Universal de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas en 1948, como la 
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, 
aprobada en Bogotá en 1948, y la Convención Americana so- 
bre Derechos Humanos, conocida como el “Pacto de San José 
de Costa Rica” de 1969, reconocen expresamente “el derecho 
a la vida”, aunque no consagran definitivamente la abolición 
de la pena de muerte, tal como lo propuso la delegación uru- 
guaya presidida por el doctor Justino Jiménez de Aréchaga 
ante la Asamblea General de las Naciones Unidas. 


El Uruguay, por Ley N* 16.461, de fecha 31 de diciembre 
de 1993, aprobó el Protocolo a la Convención Americana so- 
bre Derechos Humanos Relativo a la Abolición de la Pena de 
Muerte, aprobado el 8 de junio de 1990, durante el vigésimo 
Período Ordinario de sesiones de la Asamblea General de la 
Organización de los Estados Americanos. 


En nuestro país, entre mayo y junio de 1905, se produjo 
una interesante polémica en el diario “El Siglo”, entre el doc- 
tor Pedro Figari, que defendía la abolición de la pena de muer- 
te, y los doctores José Irureta Goyena y José Salgado que 
sostenían el mantenimiento de la pena capital. La colección de 
los artículos periodísticos de Figari fueron publicados por la 
Cámara de Representantes en un libro, cuyo título es “La pena 
de muerte”. 


Entre otros argumentos a favor de la pena de muerte, se 
citaba el hecho de que es un castigo ejemplarizante. Refuta esa 
tesis Figari, expresando que las ejecuciones se hacían como 
verdaderas fiestas, con carreras de caballos, baile, juego de 
tabas, asado con cuero y que el asesino terminaba siendo con- 
sagrado como un héroe o como un mártir, agregando que mu- 
chos de los que presenciaban las escenas de ejecución, termi- 
naban siendo asesinos. En otro pasaje de su libro, afirma Figa- 
ri que: “Si se hicieran frecuentes las ejecuciones públicas pron- 
to nos acostumbraríamos a ver agonías humanas y hasta a pro- 
curarnos con ellas una emoción tal vez grata, como ocurrió en 
Francia, cuando la guillotina funcionaba a destajo. No sólo se 
habían acostumbrado a ver morir, sino a morir también. Iban al 
cadalso cantando la Marsellesa”. 


Figari fue una notable personalidad, a quien todos recorda- 
mos por su labor como pintor, por sus famosos candombes. 
Pero esa labor artística de Figari fue la segunda etapa de su 
vida, a partir de 1920, cuando se radicó en la República Ar- 
gentina y después en Francia. La primera etapa de la vida de 
Figari, que va desde 1890 hasta 1917, nos muestra a un desta- 
cado jurista, abogado del Banco de la República, el mejor 
penalista de su época, que tuvo a su cargo la defensa del Alfé- 
rez Enrique Almeida, a quien logró que la Justicia lo declarara 
inocente, después de 13 años de que fuera acusado de dar 
muerte a un militante del Partido Nacional, el joven Butler. 
Figari fue parlamentario, desempeñándose como Representan- 
te Nacional por los departamentos de Rocha y Lavalleja. 


El libro de Figari sobre “La pena de muerte” es un verda- 
dero alegato a favor de la vida, del respeto a la persona, de la 
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dignidad del ser humano. En estos tiempos en que lamentable- 
mente hay quienes creen que la solución de los crímenes, por 
más bárbaros y crueles que puedan ser, es la pena de muerte, 
considero señor Presidente, que el Senado de la República 
tiene que hacer oír su voz en defensa de los valores esenciales 
de nuestro sistema democrático, generando esa conciencia en- 
tre la ciudadanía, para suprimir definitivamente la pena de muer- 
te. El Uruguay es un pequeño país, que se ha caracterizado, a 
lo largo de su historia, por su acendrada vocación de libertad y 
defensa de los derechos humanos, que debe defender en los 
organismos internacionales la definitiva eliminación de la pena 
de muerte de la faz de la tierra. Parafraseando al Papa Juan 
Pablo IL, en su Encíclica “Centesimus Annus”, debemos luchar 
por una cultura de la vida y desterrar la cultura de la muerte. 


Por esas razones, señor Presidente, mociono para que el 
Senado disponga la publicación de la obra de Pedro Figari 
sobre “La pena de muerte”, distribuyéndola en las Universida- 
des públicas y privadas, en los establecimientos públicos y 
privados de Enseñanza Media y en las bibliotecas de todo el 
país, a fin de que se promueva la lectura por parte de las 
nuevas generaciones de una tesis en favor de la vida y de la 
dignidad humana. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras pase a 
las Facultades de Derecho de la Universidad de la República, 
de la Universidad Católica, de la Universidad de Montevideo y 
de la Universidad de la Empresa, y al Ministerio de Relaciones 
Exteriores para ser remitidas a las delegaciones uruguayas ante 
las Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos 
y la UNESCO. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


Posteriormente el Senado considerará la moción a que hace 
referencia el señor Senador Correa Freitas, cuando ésta llegue 
por escrito. 


(Se vota:) 


-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
13) FUNCIONAMIENTO DEL MERCOSUR 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- La presente intervención tiene como 
propósito llamar la atención del Senado de la República sobre 
una situación puntual que se agrega a los obstáculos que traban 
el comercio en la región, en esta llamada unión aduanera irre- 
gular, que es el MERCOSUR. 


A los casos de notoriedad conocidos por todos, como por 
ejemplo el de las bicicletas, se suma otro más reciente, menos 
difundido, que es la exportación de calzado a la República 
Argentina. En efecto, en forma inesperada y contrariando los 
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procedimientos de rigor en casos de inobservancia a las nor- 
mas de origen establecidas en la materia, la Cámara de la 
Industria del Calzado de Argentina denunció “supuestas irre- 
gularidades en el origen del calzado proveniente de Uruguay”. 
A partir de esa denuncia, la Secretaría de Comercio de la Re- 
pública Argentina resolvió exigir a los importadores en aquel 
país garantías para la importación de calzado proveniente de 
Uruguay. Esta garantía, como se podrán imaginar los señores 
Senadores, significó un incremento en el costo de la importa- 
ción, lo que representó, en forma clara y por demás elocuente, 
la inviabilidad de la importación, con el consiguiente perjuicio 
para la industria nacional. Esto afecta, sin duda, a toda la in- 
dustria nacional, porque es un aspecto que advertimos va tra- 
bando el comercio con los países vecinos en distintas activida- 
des. Pero ahora, en este momento y en forma especial, afecta a 
la industria del calzado que se dedica a la exportación de este 
producto y, en particular -quiero señalarlo- dentro de esta in- 
dustria afecta especialmente la producción de una cooperativa 
de trabajadores de la ciudad de Santa Lucía. Esta cooperativa 
tiene origen en el personal que pertenecía a la firma J. H. 
Molaguero S.A., pionera en exportaciones del calzado a la 
República Argentina desde 1982. 


Quisiera compartir con el Senado de la República algunos 
datos que surgen de una nota que se me hiciera llegar y que 
son muy elocuentes, tales como que el personal agrupado en 
esta cooperativa en la planta industrial, como así también toda 
la maquinaria existente, pertenecían a la firma mencionada, 
cuyo comercio con la República Argentina data, reitero, en 
forma permanente, de 1982. En esta nota se menciona el enor- 
me esfuerzo realizado en la gestión comercial en los últimos 
cinco años, así como el notable avance en la productividad, 
puesto de manifiesto por los trabajadores agrupados en dicha 
cooperativa y las inversiones realizadas en capacitación al per- 
sonal y en los nuevos equipos adquiridos, que le han permitido 
avanzar enormemente en la calidad y en los costos. 


Para referir o dar un dato de lo que han significado en 
los últimos tiempos estas exportaciones, señalamos que en 
el año 2000 se exportaron 302.000 pares, por un valor de 
U$S 2:790.000, además de contar ya con ventas confirmadas 
para el primer semestre de 2001 por U$S 1:900.000. Esta coo- 
perativa de trabajadores agrupa actualmente a 120 personas, y 
tanto ellas, como la administración, el departamento comer- 
cial, los proveedores de plaza y los propios clientes importado- 
res, se encuentran sumamente preocupados ante la eventuali- 
dad de la prosecución de dichas medidas, porque esto signifi- 
caría, dada la estacionalidad de los productos a exportar, la 
pérdida total y el cierre definitivo de la planta industrial y 
anexos, ya que los clientes les han informado que por lo peren- 
torio de los tiempos se verían obligados a transferir inmediata- 
mente sus Órdenes de producción al Brasil. Puede advertirse, 
entonces, la gravedad de la situación planteada, que hace im- 
prescindible que el Gobierno exija el inmediato levantamiento 
de las medidas adoptadas por la Secretaría de Comercio del 
Gobierno de la República Argentina, sin perjuicio, desde lue- 
go, de que se cumpla con las verificaciones de rigor a que se 
tenga derecho. 
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Señor Presidente: solicito que la versión taquigráfica de 
mis palabras sea enviada a los Ministerios de Industria, Ener- 
gía y Minería y de Relaciones Exteriores, ante los cuales, ade- 
lanto, hemos hecho gestiones, encontrando, por cierto, exce- 
lente receptividad. Asimismo, solicitamos que la referida ver- 
sión taquigráfica sea enviada al Directorio del Banco de la 
República, debido a que la cooperativa a la que hacíamos refe- 
rencia mantiene una deuda importante con dicha Institución, 
cuyo repago se va a ver seriamente afectado como consecuen- 
cia de la imposibilidad de realizar la exportación de calzado a 
la República Argentina. 


Es cuanto quería manifestar, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador Brause. 


(Se vota:) 
-25 en 26. Afirmativa. 


14) DEFICIENCIAS EN EL LOCAL DEL LICEO “CE- 
LIA POMOLT” DE LA CIUDAD DE RIVERA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Riesgo. 


SEÑOR RIESGO.- Señor Presidente: este tema ya lo ha- 
bíamos planteado el año anterior; inclusive -nobleza obliga 
decirlo- todos los sectores políticos del departamento de Rive- 
ra, por medio de sus representantes, también habían trabajado 
en torno a él, en virtud de que era una preocupación general. 


Se trata de que en el Liceo Celia Pomoli del departamento 
de Rivera se llovían los salones y había problemas en su insta- 
lación eléctrica. Fue por ello que se hicieron las gestiones 
necesarias ante Enseñanza Secundaria para que todo eso se 
solucionara, Posteriormente, se retiraron todas las tejas y se 
procedió a realizar una impermeabilización con una pintura 
asfáltica aluminizada, que serviría de base para la recolocación 
de tejas u otro tipo de cobertura. Ahora bien, esto último no se 
hizo, y cuando la planchada comenzó a secar, nuevamente apa- 
recieron rajaduras por donde el agua se volvió a filtrar, llegan- 
do a chorrear una vez más en los salones. Esto sucedió antes 
del verano y, ante reclamaciones de la Dirección, los responsa- 
bles del trabajo procedieron a colocar tela asfáltica sobre los 
lugares donde ocurrían estas filtraciones. 


Esta solución parcial no hizo otra cosa que paliar algunas 
situaciones puntuales. Con la llegada del verano, el proceso de 
dilatación y contracción térmica de los techos hizo que apare- 
cieran muchas otras rajaduras, de forma que con las últimas 
lluvias de verano, en enero y febrero, se han notado infiltracio- 
nes importantes en prácticamente todos los salones. 


Esta situación puede generar graves problemas si el invier- 
no que se aproxima es lluvioso, puesto que en esta estación la 
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velocidad de secado no es tan rápida como en el verano. Este 
problema está ocasionando, además de la preocupación natural 
que tiene la Dirección, trastornos en la planificación de los 
trabajos de mantenimiento, esto es, pintura, renovación de pi- 
zarrones, carteleras, etcétera, que se realizarían antes de iniciar 
las clases con recursos propios aportados por amigos y padres 
del Liceo. 


La verdad, señor Presidente, es que nos gustaría saber quién 
es el responsable de esta obra que realizó el CODICEN; qué 
garantía tiene sobre el trabajo; cuánto costó; por qué no se 
realizó la tarea en forma; y, por último, si antes del invierno se 
solucionará esta situación, que va de la mano de la parte eléc- 
trica, que tuvo un costo aproximado de U$S 20.000 y que 
continúa dando problemas en forma constante, puesto que cada 
tres o cuatro días algún sector deja de funcionar. En este senti- 
do, debemos decir que según los informes técnicos, todo fue 
hecho con material de segunda y no de la manera que corres- 
pondía. 


Aquí las preguntas son, pues, similares a las anteriores. 
Inclusive, de pronto habría que hacer una investigación admi- 
nistrativa para dilucidar claramente este hecho. 


Por otra parte, conviene dejar claro que esta obra ha sido 
presupuestada. Estaba previsto que el arreglo total del liceo se 
iniciara en el 2001. Con esto queremos, no refrescarle la me- 
moria al CODICEN, porque no hace falta, sino dejar claro que 
estamos a la espera de que las obras comiencen urgentemente. 


Aquí hay también otro grave problema. Este Liceo N* 1 
Celía Pomoli es el único que cuenta con liceo nocturno. El año 
pasado, éste funcionó con aproximadamente 1.600 alumnos. 
Estamos hablando de un instituto que tiene una capacidad 
aproximada de 840 alumnos por turno. Esto ocasionó, enton- 
ces, una serie de problemas, entre ellos, clases superpobladas, 
algunas con más de 60 alumnos, deterioro inevitable del local. 
Por ejemplo, cuando faltaban bancos en un salón y se arrastra- 
ban hacia otros, se deterioraban revoques, pinturas y los pro- 
pios bancos. Hubo, por otra parte, mucha deserción por falta 
de estímulo provocado por un ambiente pedagógico inadecua- 
do. 


Conviene recordar que al nocturno concurren alumnos con 
extraedad, que no pueden asistir a otros turnos, puesto que 
básicamente se trata de personas que trabajan durante el día y 
hacen un esfuerzo para concluir sus estudios secundarios. Ante 
esto, la Dirección adoptó una política desde mi punto de vista 
correcta, ya que limitó las inscripciones a 45 alumnos por gru- 
po, priorizando a los buenos estudiantes y a los que pueden 
justificar que realmente trabajan. Esta medida necesaria traerá 
como consecuencia que unos 800 alumnos queden sin poder 
concurrir a sus clases. Se pueden manejar dos soluciones que, 
con voluntad política, podrían instrumentarse fácilmente. Una 
de ellas, la creación de un anexo del liceo nocturno, con perso- 
nal propio y situado cerca del liceo; y, otra -quizás la más 
fácil- la creación de otro liceo nocturno en alguno de los otros 
tres institutos que posee el departamento de Rivera. 


14-C.S. CAMARA DE SENADORES 


A continuación, voy a leer textualmente un documento que 
me enviaron desde Rivera -aclaro que voy a suprimir algunas 
partes- que creo que es bueno que el Cuerpo lo conozca. Dice: 
“* Este Liceo funciona con 4 turnos, atendiendo Ciclo Básico y 
2* Ciclo. 


En el año 2000 presentó una matrícula de 3.400 alumnos, 
distribuidos en los siguientes turnos: Primer Turno, 540 alum- 
nos; Segundo Turno, 570 alumnos; Tercer Turno, 650 alum- 
nos; Cuarto Turno, 1.600 alumnos. 


El Primer y Segundo Turno atienden alumnos de Ciclo Bá- 
sico y primer año de Bachillerato Diversificado. 


El Tercer Turno atiende estudiantes de solamente segundo 
y tercero del Bachillerato Diversificado. 


El Cuarto Turno atiende estudiantes de Ciclo Básico y de 
Bachillerato Diversificado, totalizando un número de alumnos 
igual al de los distribuidos en los tres turnos del diurno. 


Mientras el Tercer Turno tiene 22 grupos, el Cuarto Turno 
presentaba, en el año 2000, 26 grupos, los que fueron dismi- 
nuidos para el 2001 a 24 grupos, distribuyendo en ellos 1.600 
alumnos. 


El Cuarto Turno atiende a alumnos que trabajan, pero tam- 
bién a alumnos extraedad. 


Los grupos del Cuarto Turno presentan un promedio de 65 
alumnos cada uno, cuando la capacidad máxima del salón, del 
aula, es de 45. Esta situación se ve agravada en el año 2001 al 
disminuir el número de grupos asignado para este turno, que es 
de 24. A título de ejemplo, se suprime un 3% de Bachillerato 
Diversificado, orientación biológica, opción medicina, del que 
se asignó un solo grupo para el año 2001. Eran dos grupos en 
el año 2000, con 70 alumnos cada uno. Por lo tanto, se conta- 
ría con un 3 de Bachillerato Diversificado en medicina, con 
140 alumnos aproximadamente. 


El Cuarto Turno ha presentado una deserción de, prome- 
dialmente, un 40%. Pero si analizamos por ciclo, se comprue- 
ba que el mayor índice se da en el Ciclo Básico, en donde 
predominan alumnos extraedad. 


Los problemas de desajustes de conducta, socioculturales y 
de rendimiento se han presentado, por lo general, en el primer 
ciclo, lo que también se justifica en gran parte por ser el ciclo 
que posee alumnos con un gran fracaso escolar, siendo consi- 
derados alumnos extraedad. 


Por ser un Cuarto Turno, los docentes interinos o los más 
jóvenes lo eligen, habiendo un número muy pequeño de docen- 
tes efectivos y con experiencia los que eligen su unidad docen- 
te en este Turno para atender una población estudiantil tan 
numerosa, lo cual lleva a una pérdida de calidad de enseñanza 
importante y a muchos alumnos a creer que los cursos del 
Cuarto Turno son más fáciles de aprobar, lo cual en cierta 
medida es real por las características señaladas. 
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Ante lo anteriormente expuesto, la Dirección ha tomado 
ciertas decisiones, las cuales expongo: no otorgar pases del 
diurno de este liceo o aceptar pases de otro liceo de la ciudad 
de Rivera para el Cuarto Turno; confeccionar una lista de es- 
pera con todos los interesados en cursar el Cuarto Turno de 
este Liceo, quedándose el adscripto con el comprobante de 
trabajo, fotocopia de la Cédula de Identidad, domicilio y telé- 
fono; formar grupos con alumnos que terminaron el año lectivo 
anterior, de forma que no superen 45 por grupo; en caso de 
que no llegaran a completarse los grupos con el número límite 
fijado, ir a la lista de espera, estudiando prioridades con la 
documentación presentada y por orden de anotación, si reúne 
las características señaladas y cumple con la Circular; al co- 
mienzo de las clases, llevar un control riguroso de las inasis- 
tencias y llamar por la lista de espera a otros alumnos a medida 
que surjan lugares vacantes; al transcurrir el curso, se conti- 
nuará llamando por la lista de referencia, cuando se produzcan 
deserciones. Estos alumnos asistirán con el carácter de oyentes 
y serán autorizados a rendir exámenes libres en el caso de que 
hayan excedido el límite de faltas, quedando automáticamente 
inscriptos para el año 2002, si aprueban el pasaje de grado. 


Tomando estas medidas, quedarían fuera del sistema, al 
inicio de clases, 600 alumnos aproximadamente. 


Fundamentación: creemos que estas medidas mejorarían la 
calidad de la enseñanza en este turno, disminuirían el índice de 
deserción de los que asistan y permitirían un mayor seguimien- 
to pedagógico por parte de Dirección, tanto de alumnos como 
de apoyo al docente. No podemos continuar con una población 
de 1.600 alumnos, cuando nuestra Institución tiene una capaci- 
dad de 650 alumnos por turno. Tampoco podemos atender 
demandas de alumnos extraedad, teniendo una matrícula tan 
numerosa y heterogénea. 


Ante esta realidad, la Dirección del Liceo N* 1, salvo me- 
jor opinión, propone: crear en la ciudad de Rivera un turno en 
otro local, que atienda solamente alumnos extraedad, para así 
solucionar mejor la problemática que presentan; en los meses 
de junio y julio, fue necesario recurrir a las instalaciones de las 
Escuelas Nos. 1 y 2 por falta de energía eléctrica en nuestro 
local liceal, las cuales se encuentran a pocos metros de nuestro 
Liceo; por lo tanto se podría comenzar como una experiencia, 
en este año 2001, con grupos de Ciclo Básico en uno de esos 
locales, con funcionarios que no pertenezcan al Liceo N* 1, 
pues no disponemos de ellos en número suficiente, y menos 
excedente. También la Dirección sería aparte, o como un Anexo 
del Liceo Departamental, pero con un encargado de Dirección 
que atienda solamente esa problemática. 


El Liceo N* 1, entonces, atendería solamente a los estu- 
diantes de 1%, 2* y 3” de Bachillerato Diversificado y se crea- 
rían algunos grupos más de estos niveles, disminuyendo así el 
número de estudiantes excluidos inicialmente y en la lista de 
espera, logrando de esta forma una calidad de enseñanza supe- 
rior a la actual”. 


Como verá, señor Presidente, este tema requiere una solu- 
ción urgente, y nosotros consideramos que la forma más inme- 
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diata de encontrarla es por medio de la habilitación, en los 
otros liceos, de cursos nocturnos. Posiblemente, el CODICEN 
tendrá que ir pensando en la construcción de un nuevo liceo en 
el departamento de Rivera. 


Queremos solicitar que la versión taquigráfica de estas pa- 
labras se pase al CODICEN, al Consejo de Enseñanza Secun- 
daria y a la Junta Departamental de Rivera. En tal sentido, 
pues, formulamos moción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da por el señor Senador Riesgo. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 


15) FORMA DE OPERAR DE LAS AGENCIAS CON- 
CESIONARIAS DEL HIPODROMO DE MAROÑAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Garat. 


SEÑOR GARAT.- Señor Presidente: aprovecho esta cir- 
cunstancia de la hora previa para tratar un tema que realmente 
me impactó y que, en realidad, no sabía qué trámite darle, pero 
sí entendía que tenía que ponerlo en conocimiento del Plena- 
rio. Lo cierto es, también, que de esta circunstancia que voy a 
exponer me enteré, no porque conozca el medio al que me 
referiré, sino por información que me han brindado personas 
que conocen más que yo el relacionamiento de la gente con 
esta cuestión. 


Estoy refiriéndome al Decreto N* 372 de diciembre de 2000, 
a través del cual se decreta la forma de operar de las agencias 
o concesionarios del Hipódromo Nacional de Maroñas y de las 
apuestas de juego referentes a ellas. Si bien no soy conocedor 
del tema de las carreras este decreto me ha impactado, porque 
analizando y escuchando a las personas idóneas, llegué a la 
conclusión de que a través de él se crea un monopolio nacional 
de apuestas de carreras de caballos y un monopolio nacional 
de recepción de apuestas de otros países. Concretamente dice 
-después me voy a referir al mismo- que se elimina la posibili- 
dad de que existan hipódromos -como hasta ahora, con basa- 
mento legal- que tengan sports o agencias de apuestas para 
llevar adelante la financiación de las carreras, como ocurre en 
todos los hipódromos del interior. Dicho de otra manera, este 
decreto le da el monopolio del juego a quienes vayan a explo- 
tar el Hipódromo de Maroñas con relación a todo el país y a 
todas las apuestas que se recepcionen en él. En el ámbito del 
juego internacional, esta sería la ambición de las grandes orga- 
nizaciones, por ejemplo, de Estados Unidos, como a veces 
vemos en las películas. Y en el Uruguay, se establece eso a 
través de un decreto. 


Personalmente, como Legislador que votó la ley que reha- 
bilitaba el Hipódromo Nacional de Maroñas -aclaro que no soy 
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especialista en temas legales; hay gente que sabe mucho más 
que yo en esa materia, y por ello lo planteo en el día de hoy- 
digo que este decreto es absolutamente contradictorio del espí- 
ritu de la ley que se aprobó. 


Para explicar esto, voy a decir que el artículo 3% de la Ley 
N* 17.006 dice: “En el plazo más breve posible, a partir del 
cumplimiento de las etapas del trámite expropiatorio del pre- 
dio y de su toma de posesión, la Dirección General de Casinos 
del Ministerio de Economía y Finanzas, llamará a licitación 
pública (Sección 2 del Capítulo III del Título I del TOCAF) 
para la explotación del juego de apuestas mutuas sobre el re- 
sultado de carreras de caballos en el “Hipódromo Nacional de 
Maroñas”, en todas sus modalidades, sea dicho juego recepcio- 
nado en el mismo o fuera de él, y para la tenencia y uso del 
inmueble expropiado”, etcétera. Hace referencia exclusiva al 
Hipódromo Nacional de Maroñas y da la concesión, que qui- 
zás pueda ser excesiva, para posibilitar el camino hacia la 
rehabilitación de las fuentes de trabajo y su funcionamiento. 
Sin embargo, algo más de dos años después de aprobada la 
ley, y luego de que la empresa a la que se le otorgó la conce- 
sión ni siquiera ha cumplido, se saca este decreto cuyo artículo 
2 dice: “Sólo podrán explotar Agencias (casas de sport) el 
concesionario del Hipódromo Nacional de Maroñas y los Go- 
biernos Departamentales e Instituciones sin fines de lucro con 
personería jurídica que patrocinen hipódromos del interior del 
país”. Esto es lo más contradictorio que he escuchado -por lo 
menos así lo pienso- y lo más atentatorio que hay para eliminar 
el funcionamiento de los hipódromos del interior. Si hubiera 
sabido que iba a ocurrir esto, no hubiera votado la ley, o lo 
hubiera hecho con salvedades claras. Este es un acto más con- 
tra el interior del país, porque allí hay hipódromos que están 
funcionando perfectamente bien y que dan fuente de trabajo a 
personas capacitadísimas, a técnicos que en estos días están 
desesperados. Y así es que me he enterado de la existencia de 
este decreto, o sea, por la gente que está angustiada y desespe- 
rada porque ve la posibilidad de perder su fuente de trabajo. 
Me refiero a los Hipódromos de Maldonado, Colonia, Río Ne- 
gro -creo que Paysandú- y San José, que tienen la vida limitada 
porque no se les permite seguir operando. 


Esto es inimaginable, y me pregunto por qué se dictó este 
decreto. Quisiera que alguien me lo contestara. No quiero dis- 
cutir en este momento acerca de las motivaciones legales que 
haya habido, pero entiendo que esto crea un gravísimo perjui- 
cio, porque todos tenemos clara conciencia de que perjudica a 
todo el interior del país. Además está agravado porque la em- 
presa concesionaria “Equs” no ha asumido las responsabilida- 
des de la concesión. Entonces, como no operan Maroñas, para- 
lizan el resto del país. 


No entiendo lo que está pasando. No me explico cómo en 
este país un decreto del Poder Ejecutivo da una concesión de 
monopolio general del juego de apuestas de carreras de caba- 
llos en todo el país con motivo de rehabilitar el Hipódromo de 
Maroñas. Estoy de acuerdo con que se rehabilite, pero no con 
el hecho de que se eliminen los hipódromos del interior, que 
venían operando con antecedentes legales suficientes. 
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Señor Presidente: creo que la cordura debe primar en este 
asunto, y por eso lo traigo al Parlamento. Creo que este decreto 
hay que modificarlo; no me sentiría orgulloso con la aprobación 
de un decreto de este tipo. Creo que hay que volver al régimen 
anterior o, por lo menos, respetar los hipódromos del interior. 
No se puede sacar un decreto retroactivo contra leyes que esta- 
ban autorizando el funcionamiento de éstos. Considero que se 
trata de algo totalmente violatorio de derechos ya adquiridos. 
Creo que todo esto debe haber sido producto de mala informa- 
ción, y pienso que hay que volver al régimen anterior, aunque 
estoy de acuerdo con que hay que hacer todo lo posible para que 
realmente funcione el Hipódromo Nacional de Maroñas. 


Lo primero que hay que hacer para ayudar al funciona- 
miento del Hipódromo de Maroñas es cambiar la empresa por 
otra que realmente cumpla, con la tremenda concesión que se 
le ha otorgado. 


Señor Presidente: llamo la atención sobre esto y solicito 
que la versión taquigráfica de mis palabras sea enviada al Po- 
der Ejecutivo -puesto que es el que ha firmado este Decreto- 
al Ministerio de Educación y Cultura y a la Dirección Na- 
cional de Casinos, que es la ejecutora de la ley. También 
solicito -aunque sé que es de estilo- que este tema sea enviado 
a la Comisión -no recuerdo si fue la de Hacienda- que ya 
estudió este proyecto de ley. Si no se adoptan medidas inme- 
diatas, el Parlamento debe actuar y decir cuál es la verdadera 
interpretación del alcance de la Ley N* 17.006. En mi humilde 
entender, por medio de este Decreto, se ha desvirtuado total- 
mente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 


16) VETOS INTERPUESTOS POR EL PODER EJECU- 
TIVO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: me voy a referir 
a un tema puramente técnico. Como se recordará, el procedi- 
miento de la última Ley de Presupuesto, aparte de sus peripe- 
cias procesales vinculadas al momento de la Fe de Erratas, a 
las hojas de ruta, culminó con lo que vulgarmente se denomina 
veto del Poder Ejecutivo y que, técnicamente, son objeciones u 
observaciones que éste interpone respecto de diversas normas 
de una ley. De paso, digamos que la palabra “veto” se utiliza 
en la Constitución solamente en el artículo 331, refiriéndose a 
las leyes constitucionales que, en realidad, no lo son, sino el 
nombre de un procedimiento de reforma de la Carta Magna. 
Allí se indica que no pueden ser vetadas. Comúnmente, se 
llama “veto” a las observaciones y objeciones que el Poder 
Ejecutivo hace a las leyes. 
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En oportunidad de recibir por parte del Poder Legislativo 
esas objeciones u observaciones, la Asamblea General remitió 
el estudio del tema de los vetos -de aquí en más vamos a usar 
esta terminología- a una Comisión, que resolvió escuchar opi- 
niones especializadas, técnicas, acerca de un asunto muy espe- 
cífico: si el Poder Ejecutivo en oportunidad de objetar u obser- 
var artículos de una ley, además, está facultado para proponer 
textos sustitutivos. Se trata de un viejo tema en el Derecho 
Público y también en la jurisprudencia parlamentaria; asimis- 
mo, se ha discutido más de una vez en ambas Cámaras. 


Tuvimos el honor de que esa Comisión nos consultara, no 
en nuestro carácter de Senador, sino como especialista en De- 
recho Público, junto con otros técnicos. Nos expedimos de 
acuerdo a la tesis que siempre hemos sostenido -que es la 
mayoritaria en la Doctrina uruguaya- es decir, que el Poder 
Ejecutivo puede objetar u observar, tal como se indica en la 
Constitución, pero que esto, en ningún caso, comprende propo- 
ner nuevos textos. En dicha ocasión, realizamos una extensa 
argumentación basados en la letra, el espíritu y la historia de 
las disposiciones. Aclaro que en este momento no voy a abu- 
rrir al Senado reiterando esos argumentos. Conozco opiniones 
discordantes con esta, que no son descalificables, pero que no 
comparto en absoluto. Pienso que el sentido natural y obvio de 
las palabras “observar” y “objetar” no comprende, en este caso, 
proponer nuevos textos. 


¿Qué ocurrió? En el momento en que se reunió la Asam- 
blea General para decidir acerca de los vetos, como se recor- 
dará, hubo 6 que fueron levantados por consenso de Legislado- 
res de todos los partidos políticos. Luego, se pasó a cuarto 
intermedio, quedando más de 30 vetos para analizar. Una vez 
finalizado dicho cuarto intermedio, la Asamblea General no 
tuvo número para seguir sesionando. Por consiguiente, vencie- 
ron los 30 días a los que se hace referencia en el artículo 139 
de la Constitución. Concretamente, allí se expresa: “Cuando un 
proyecto de ley fuese devuelto por el Poder Ejecutivo con 
objeciones u observaciones, totales o parciales, se convocará a 
la Asamblea General y se estará a lo que decidan los tres 
quintos de los miembros presentes de cada una de las Cámaras 
quienes podrán ajustarse a las observaciones o rechazarlas, 
manteniendo el proyecto sancionado.” 


En esas observaciones que se dieron por aceptadas por el 
vencimiento del plazo -podríamos hablar de una aceptación 
tácita por la Asamblea General- estaban comprendidos 23 tex- 
tos propuestos por el Poder Ejecutivo, es decir, sustitutivos de 
artículos de la ley; no eran objeciones ni observaciones. La 
comunicación que realizó el Poder Legislativo al Ejecutivo 
incluyó esos 23 textos, a fin de que se promulgaran por el 
vencimiento del plazo. 


Quiero dejar una constancia que me parece ineludible des- 
de el punto de vista técnico, sosteniendo una vieja tesis cono- 
cida con el nombre de Echegoyen pero que, en realidad, se ha 
sostenido en la Cátedra de Derecho Constitucional. Inclusive, 
se organizó un foro especial para dialogar sobre este tema. A 
mi juicio, el error de la tesis contraria -reitero que aunque no la 
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comparto, no la descalifico- consiste en confundir dos temas 
distintos: por un lado, la objeción u observación, que significa 
que el Poder Ejecutivo objeta u observa tal artículo o tal párra- 
fo y, por otro, los argumentos que usa éste para hacer las 
observaciones. Naturalmente que dicho Poder, al observar un 
artículo, puede decir que lo hace porque si estuviera redactado 
de otra manera sería un artículo saludable o ajustado a la Cons- 
titución; pero como no usa esa redacción, sino otra, lo veta. 
Pero lo que no puede hacer, a nuestro juicio -y también al de 
muchos- es proponer nuevos textos. Sin embargo, esos 23 nue- 
vos textos se consideran promulgados y se van a publicar. 
Pienso que adolecen de un vicio de forma, o sea, son normas 
inconstitucionales por razón de forma, tal como se establece en 
el artículo 256 de la Constitución que indica que las inconstitu- 
cionalidades pueden ser por razones de forma o de contenido. 
En este caso, se ha violado la forma: se dieron por aprobados 
textos propuestos por el Poder Ejecutivo que nunca se trataron 
en ninguna de ambas Cámaras ni en la Asamblea General. 


El único argumento no cierto pero por lo menos atendible 
por el cual se sostenía que la Asamblea General puede aprobar 
textos sustitutivos propuestos en oportunidad del veto, es una 
frase del artículo 138 de la Constitución que expresa que cuan- 
do el Poder Ejecutivo veta se estará a lo que resuelvan los tres 
quintos de los miembros presentes de cada una de las Cámaras. 
Entonces, estar a lo que resuelvan los tres quintos puede enten- 
derse, con un poco de generosidad -aunque habría un círculo 
vicioso de razonamiento- que si estos están de acuerdo con los 
nuevos textos propuestos, quedarían aprobados. Digo que hay 
un círculo vicioso porque el tema previo consiste en saber si el 
Poder Ejecutivo, al vetar, puede proponer nuevos textos. Por 
lo menos, desde el punto de vista práctico, tres quintos podrían 
hacerlo. Sin embargo, en este caso, ni siquiera la Asamblea 
General se reunió para decidir por tres quintos que estaba de 
acuerdo con eso. Lo que ocurrió, reitero, es que no hubo nú- 
mero en la Asamblea General, luego del cuarto intermedio. 


Creo, señor Presidente -lo lamento como miembro del Parla- 
mento- que esas normas son inconstitucionales. Incluso, una per- 
sona que esté afectada en su interés directo, personal y legítimo 
por cualquiera de esas normas tiene derecho a plantear la in- 
constitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia, y me atre- 
vo a afirmar que va a declarar la inconstitucionalidad. Inclusive, 
a ciertos impuestos la norma sustitutiva en algunos casos le 
cambiaba el destino, cuando el Parlamento le había dado otro. 


Si esta tesis -es decir, la contraria a la que estoy sostenien- 
do- se aceptara, podría ocurrir que con motivo de vetar una ley 
el Poder Ejecutivo enviara proyectos de ley que nunca fueron 
estudiados por el Parlamento, esto es, que sustituyera una ley 
por otra. Si la Asamblea General no se reúne -no estoy dicien- 
do que vaya a pasar en esta Legislatura, pero de todos modos 
podría suceder porque basta con que la coalición no entre a 
Sala para que la Asamblea General no sesione- a los 30 días 
quedaría aprobada una ley que no fue analizada por ninguna de 
las dos Cámaras ni por la propia Asamblea General, con lo 
cual se estaría distorsionando todo el sistema constitucional en 
materia de elaboración de las leyes. 
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En la única hipótesis en que la Asamblea General, por dos 
tercios de votos, puede aprobar una norma que no fue tratada 
por ninguna de las Cámaras, es cuando hay disidencia entre las 
Cámaras y no pueden ser dirimidas por acuerdo entre ellas. En 
ese caso, el artículo 135 establece que la Asamblea General 
dirimirá las diferencias o podrá aprobar un proyecto nuevo. 
Repito, es el único caso en que puede darse esta situación y 
está establecido a texto expreso. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada -porque puede ser un precedente muy grave- a la Su- 
prema Corte de Justicia, a la Facultad de Derecho y al Poder 
Ejecutivo en su manera de actuar en Consejo de Ministros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 
17) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Michelini solicita licencia los días 
12, 13, 14, 15 y 16 de marzo.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 5 de marzo de 2001. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración: 


Motiva la presente solicitar al Cuerpo que usted pre- 
side me autorice el goce de licencia al amparo de la Ley 
N* 10.618, en la redacción dada por la Ley N* 16.465, 
los días 12, 13, 14, 15 y 16 de marzo del corriente. Tal 
solicitud se debe a mi concurrencia a la reunión de polí- 
ticos latinoamericanos a realizarse en la ciudad de Bue- 
nos Aires, por lo cual requiero la correspondiente reso- 
lución de la Cámara autorizando la misma. 


Saludo a usted muy atentamente. 
Rafael Michelini. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


-25 en 26. Afirmativa. 
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18) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varias notas de 
desistimiento llegadas a la Mesa. 


(Se da de las siguientes: ) 
“La economista Fanny Trilesinsky y el doctor Héc- 
tor Pérez Piera comunican que por esta oportunidad no 


aceptan la convocatoria como suplentes del señor Sena- 
dor Michelini.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, queda convocado el 
señor Domingo Malladote, quien oportunamente prestará el 
juramento de estilo. 


19) NUMERALES PRIMERO, SEGUNDO Y TERCERO 
DEL ORDEN DEL DIA. Postergación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden del 
día. 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Solicito la postergación de los nu- 
merales 1%, 2” y 3” del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se va a votar. 
(Se vota:) 
-26 en 28. Afirmativa. 


20) MISION DE MANTENIMIENTO DE LA PAZ DE 
LAS NACIONES UNIDAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una moción llega- 
da a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 

“Mociono para que se declare urgente y se conside- 
re de inmediato el proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo mediante el cual se autoriza la participación 
de efectivos militares en la misión de mantenimiento de 
la paz de las Naciones Unidas en la República Demo- 
crática del Congo. Yamandú Fau. Senador.” 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota:) 


-26 en 27. Afirmativa. 
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Se pasa a considerar el proyecto de ley cuya urgencia se 
acaba de aprobar: “Proyecto de ley por el cual se autoriza la 
participación de efectivos militares en la misión de manteni- 
miento de la paz de las Naciones Unidas en la República De- 
mocrática del Congo. (Carp. N* 383/01)”. 


(Antecedentes:) 
«MENSAJE 


Ministerio de 
Defensa Nacional 
Ministerio del Interior 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 


Montevideo, 28 de febrero de 2001. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Don Luis Hierro López 


El Poder Ejecutivo tiene el agrado de remitir el ad- 
junto proyecto de ley, a efectos que ese Cuerpo conceda 
la autorización establecida en el numeral 12 del artículo 
85 de la Constitución de la República, para que efecti- 
vos integrados por Personal Superior y Subalterno, con 
sus equipos individuales y de la Unidad, pertenecientes 
al Ejército Nacional, Armada Nacional y la Fuerza Aé- 
rea Uruguaya, participen en la Misión de Mantenimien- 
to de la Paz de la Organización de las Naciones Unidas 
en la República Democrática del Congo, a partir del 8 
de marzo de 2001 y por un período aproximado de 
hasta nueve meses, previéndose su relevo antes de la 
mencionada fecha. 


Cabe señalar que los efectivos estarán conformados 
por: 


- 1 (una) Compañía de Fusileros, compuesta por 14 
Oficiales y 182 Personal Subalterno del Ejército Na- 
cional y 1 Oficial y 3 Personal Subalterno pertene- 
cientes a la Fuerza Aérea Uruguaya en Tareas de 
Observación y Seguridad Terrestre; totalizando 15 
Oficiales y 185 Personal Subalterno; 


- 1 (una) Compañía Fluvial de la Armada Nacional 
compuesta de 8 Oficiales y 102 Personal Subalter- 
no, integrando la misma un componente del Ejército 
Nacional en apoyo a la Seguridad y en las Tareas 
Logísticas (Nivel Sección de 5 Oficiales y 51 Perso- 
nal Subalterno) y 1 Oficial y 2 Personal Subalterno 
de la Fuerza Aérea Uruguaya; totalizando 14 Oficia- 
les y 155 Personal Subalterno; 


- 1 (un) Oficial Superior del Ejército Nacional como 
Jefe de Sector; 
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- 1 (un) Hospital Nivel 1 (compuesto por 2 médicos, 
2 paramédicos y 4 auxiliares de enfermería; 


- 7 (siete) Personal Subalterno (Comunicaciones y Ad- 
ministración). 


La fecha de salida del territorio Nacional de la Com- 
pañía de Fusileros del Ejército Nacional, Hospital Nivel 
1 y del Personal de Comunicaciones y Administrativo 
está prevista para el día 8 de marzo del corriente, estan- 
do dispuesto el despliegue en la Zona de Operaciones 
para el día 10 siguiente, previéndose que la Compañía 
Fluvial lo realice 30 días después. 


Se destaca que dicha participación se encuentra en 
consonancia con los principios que han guiado la políti- 
ca exterior del Estado uruguayo y dentro del marco del 
Capítulo VI de la Carta de las Naciones Unidas. 


Es así que cumpliendo los Objetivos del Estado e 
inspirados en el ideal de contribuir a la custodia y man- 
tenimiento de la Paz y Seguridad Internacional, las fuer- 
zas Armadas han participado con Contingentes de Tro- 
pas en Camboya, Mozambique y Angola y han empeña- 
do a más de 9.000 efectivos en Operaciones de Paz de 
las Naciones Unidas. 


La integración de nuestro Personal Militar en Misio- 
nes Operativas de Paz, representa una constante fuente 
de desafíos y motivaciones, contribuye a mantener en 
alto la moral y el espíritu profesional, así como desarro- 
lla el sentido de servicio de la comunidad. 


Se señala asimismo que la histórica participación en 
teatros de operaciones de alta conflictividad ha permiti- 
do el enaltecimiento de la consideración internacional 
de nuestro país y sus Fuerzas Armadas por su contribu- 
ción principista al Mantenimiento de la Paz y la Seguri- 
dad Internacionales. 


Por lo expuesto se solicita la atención de ese Cuerpo 
al proyecto de ley que se acompaña y cuya aprobación 
se encarece. 


Saluda con la mayor consideración 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Luis Brezzo, Guillermo Stir- 
ling, Didier Opertti. 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO UNICO.- Autorízase la salida del país 
de efectivos con sus equipos individuales y de la Uni- 
dad, pertenecientes al Ejército Nacional, la Armada Na- 
cional y Fuerza Aérea Uruguaya, conformados por: una 


CAMARA DE SENADORES C.s.-19 


Compañía de Fusileros compuesta por: 14 Oficiales y 
182 Personal Subalterno del Ejército Nacional y 1 Ofi- 
cial y 3 Personal Subalterno pertenecientes a la Fuerza 
Aérea Uruguaya en Tareas de Observación y Seguridad 
Terrestre; totalizando 15 Oficiales y 185 Personal Sub- 
alterno; una Compañía Fluvial de la Armada Nacional 
compuesta por 8 Oficiales y 102 Personal Subalterno, 
integrando la misma 1 componente del Ejército Nacio- 
nal en apoyo a la Seguridad y a las Tareas Logísticas 
(Nivel Sección de 5 Oficiales y 51 Personal Subalterno) 
y 1 Oficial y 2 Oficial Subalterno de la Fuerza Aérea 
uruguaya totalizando 14 Oficiales y 155 Personal Sub- 
altrno; 1 Oficial Superior del Ejército Nacional como 
Jefe de Sector, 1 Hospital Nivel I compuesto por 2 
médicos; 2 paramédicos y 4 auxiliares de enfermería y 
7 Personal Subalterno (Comunicaciones y Administra- 
ción), a fin de participar en las Operaciones de Mante- 
nimiento de la Paz de la Organización de las Naciones 
Unidas en la República Democrática del Congo, a partir 
del 8 de marzo de 2001 y por un período de hasta nueve 
meses, previéndose su relevo antes de la mencionada 
fecha. 


Luis Brezzo, Guillermo Stirling, Didier 
Opertti.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 

-En discusión general. 

SEÑOR FAU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FAU.- Señor Presidente: la urgencia que acaba de 
aprobar el Senado tiene que ver con el proyecto de ley que 
oportunamente remitió el Poder Ejecutivo para dar cumpli- 
miento a lo que establece el numeral 12 del artículo 85 de la 
Constitución de la República a fin de que efectivos de nuestras 
Fuerzas Armadas, con sus equipos individuales y los de la 
Unidad a la que pertenecen puedan participar en la misión de 
mantenimiento de la paz en la República Democrática del Congo 
dentro de las políticas que en esta materia desarrolla la Organi- 
zación de las Naciones Unidas. 


De recibir la autorización legal correspondiente, estos efec- 
tivos comenzarían sus acciones el 10 de marzo próximo, por 
un período aproximado de hasta nueve meses, previéndose tam- 
bién la posibilidad de que haya un relevo en parte de los efec- 
tivos antes de la fecha estimada para la finalización de estas 
Operaciones. 


Es bueno destacar que esta autorización que se solicita se 
enmarca en los antecedentes que tiene el país a través de una 
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política exterior de Estado de afirmación de la paz, de apoyo 
permanente a distintas instancias protagonizadas por las Na- 
ciones Unidas, que en este caso específico se refiere a un 
procedimiento vinculado al mantenimiento de la paz y no una 
imposición de la paz, como es la circunstancia que a veces se 
da en que, mediante la fuerza, las misiones de Naciones Uni- 
das imponen en determinadas áreas un sistema de convivencia 
pacífica. El Uruguay, cuando ha participado, lo ha hecho en 
acciones que se refieren al mantenimiento de la paz y en ese 
sentido las misiones que se han enviado contaron con el apoyo 
plural de los diferentes partidos, en la medida en que no sólo 
nuestro país ratifica una voluntad pacifista, que la expresa con 
la presencia de sus efectivos militares -en este caso de las tres 
Armas, ya que participarán efectivos de la Armada, del Ejérci- 
to y de la Fuerza Aérea- logrando ese objetivo superior al 
cumplir una obligación que siente el país en su política exte- 
rior de Estado, sino que también es un elemento de fortaleci- 
miento de la moral y de la profesionalización de los efectivos 
militares uruguayos cuando han tenido oportunidad de cumplir 
tareas realmente destacadas que expresamente fueron recono- 
cidas por las autoridades de la comunidad internacional. 


En ese sentido, estando individualizados en el Mensaje del 
Poder Ejecutivo que disponen los señores Senadores los efecti- 
vos que se van a movilizar, me abstengo de hacer una enume- 
ración individual pero, reitero, están referidos a efectivos de 
las tres Armas y dentro de cada una de ellas, a aquellas reparti- 
ciones que por su especialización se moverán con mayor pro- 
fesionalismo en los espacios geográficos en los que actuarán. 


SEÑORA POU..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA POU.- Quiero decir unas palabras, porque en el 
día de hoy estamos votando la salida de tropas de nuestro país 
para el cumplimiento, una vez más, de una misión de paz. 
Nuestro país ya ha participado en operaciones de estas caracte- 
rísticas en Camboya, Mozambique y Angola y es nuestro de- 
seo que esta representación de nuestras mejores tradiciones en 
el mantenimiento de la paz, tenga el mismo resultado que las 
anteriores. Estos efectivos vuelven a ser Capítulo VI, es decir, 
de mantenimiento de la paz. Van a partir el 8 de marzo, llegan- 
do al territorio designado dos días después. 


Creo que es importante destacar que allí habrá participa- 
ción de gente que no pertenece estrictamente a las Fuerzas 
Armadas, ya que estaremos concurriendo con hospitales de 
campaña. Esta misión va a tener la característica de muchas de 
ellas, ya que implicará un despliegue humanitario. Esta salida 
es importante para nuestras Fuerzas Armadas, así como para el 
propio país y pienso que en este año hemos retomado algo que 
es muy viejo ya en la historia de nuestras Fuerzas, pero que se 
había suspendido por algún tiempo. Creo que tanto desde el 
punto de vista profesional como desde el de las oportunidades 
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debemos apostar a ese futuro. No olvidemos que muchos paí- 
ses, detrás de estas misiones de paz, envían luego misiones 
comerciales, aspecto que significa para el país una posibilidad 
más de avance. Reitero que en este punto nosotros también 
tendremos que apostar a fin de no desperdiciar estas oportuni- 
dades. 


Muchas gracias. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Vamos a acompañar con nuestro 
voto esta autorización legal para la salida, si las cuentas no me 
fallan, de 380 efectivos militares, entre subalternos y Oficiales. 
No obstante ello, queremos dejar alguna constancia. En primer 
lugar, debo decir que se reitera la mala práctica, por parte del 
Poder Ejecutivo, de enviar solicitudes casi sobre el vencimien- 
to del plazo. Hoy es 6 de marzo y dentro de dos días parten 
dichas fuerzas. Pienso que el Poder Ejecutivo debería remitir 
estos pedidos con mayor antelación. A veces puede ocurrir, 
por la misma característica de la invitación o del trámite, que 
no haya posibilidad de que la solicitud se envíe con anticipa- 
ción, pero en ese caso, nos parece que haciendo uso de un 
mínimo de cortesía hacia el Parlamento mezclado con una bue- 
na administración, se puede explicar en una frase cuál es la 
razón por la que se pide la autorización legal con urgencia. 


De todas maneras, aclaro que estamos en condiciones de 
votar esta solicitud, porque se cumplen requisitos que nos pa- 
recen adecuados a efectos de auxiliar al Derecho Internacional 
que carece de coercibilidad y que depende de la fuerza de los 
países y porque conocíamos el tema desde la oportunidad en 
que lo estuvimos viendo con motivo del rechazo del pedido de 
salida de Fuerzas Armadas para Chipre, el que volvió a Comi- 
sión y sustancialmente quedó enterrado, ya que en esas condi- 
ciones no va a tener andamiento. Esta solicitud para el Congo 
reúne los requisitos necesarios. 


Finalmente, señor Presidente, desearía hacer una especie de 
sugerencia, la que fue acordada en la sesión que nuestra Ban- 
cada celebró el día de ayer. Sería bueno -lo hemos visto en 
otras oportunidades- que nuestro Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores instrumentara un mecanismo por el cual alguna perso- 
na o repartición se encargara del seguimiento de estas misio- 
nes, a fin de saber cómo funciona el operativo, por si ocurrie- 
ran cambios que pusieran en riesgo la seguridad o la manera en 
que prestan funciones nuestras tropas. 


Como ustedes saben, en el Congo no tenemos Embajada. 
Sabemos que la representación diplomática es más amplia en 
estos casos. Entonces, el Ministerio de Relaciones Exteriores 
podría tomar medidas a fin de que haya un seguimiento para 
saber, en forma simultánea con la parte militar, cómo se desen- 
vuelve el aspecto diplomático que incluiría, quizás, la conside- 
ración de alguna posible repercusión beneficiosa comercial, 
cosa a que hacía referencia la señora Senadora Pou. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

SEÑOR GARAT.- Mociono para que se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción del señor Senador. 


(Se vota:) 

-25 en 26. Afirmativa. 

En consideración el artículo único. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-24 en 26. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


21) INCREMENTO EN EL PRECIO DE LOS COMBUS- 
TIBLES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una moción de orden llega- 
da a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“Los abajo firmantes mocionamos, de acuerdo con 
el artículo 119 de la Constitución de la República, para 
que comparezca el señor Ministro de Economía y Fi- 
nanzas, Economista Alberto Bensión, a brindar las co- 
rrespondientes explicaciones sobre el reciente incremento 
del precio de los combustibles. A los efectos reglamen- 
tarios, se designa como miembro interpelante al señor 
Senador Danilo Astori. Firman las señoras Senadoras 
Arismendi y Xavier y los señores Senadores Astori, 
Cid, Goiriena, Abelenda, Nin Novoa, Núñez, Rubio, 
Korzeniak, Gargano y Mujica.” 


-Se va a votar la moción presentada. 
(Se vota:) 


-13 en 27. Afirmativa. 
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La Mesa va a coordinar con el señor Ministro de Economía 
y Finanzas y con el señor miembro interpelante la ocasión del 
llamado a Sala. 


22) PUBLICACION DE LA OBRA DE PEDRO FIGARI 
SOBRE LA PENA DE MUERTE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léanse otras dos mociones llega- 
das a la Mesa. 


(Se leen:) 


“Solicitamos que el Senado disponga la publicación 
de la obra de Pedro Figari sobre la pena de muerte, 
distribuyéndola en las Universidades públicas y priva- 
das, en los establecimientos públicos y privados de en- 
señanza media y en las bibliotecas públicas de todo el 
país”. Firma el señor Senador Ruben Correa Freitas.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasa a la Comisión de Asuntos 
Administrativos. 


23) SESION EXTRAORDINARIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase la otra moción llegada a la 
Mesa. 


“Mocionamos para que el Senado de la República 
realice una sesión extraordinaria el día 14 de marzo a 
las 15 horas, a efectos de tratar la grave crisis que vive 
el departamento de Artigas desde la aparición del foco 
de aftosa en octubre del año pasado. Firman los señores 
Senadores Gallinal, Heber, Larrañaga, Borsari, Garat y 
Pereyra y la señora Senadora Pou.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción reciente- 
mente leída. 


(Se vota:) 
-28 en 30. Afirmativa. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gargano) 


24) REBAJA DEL IMPUESTO AL PATRIMONIO Y 
CONTRIBUCION INMOBILIARIA RURAL PARA 
EL SECTOR AGROPECUARIO DEL DEPARTA- 
MENTO DE ARTIGAS 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANABRIA.- Ya se ha distribuido el repartido del 
Mensaje del Poder Ejecutivo donde se piden rebajas tributarias 
importantes en el departamento de Artigas, relativas al Im- 
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puesto al Patrimonio y a la Contribución Inmobiliaria Rural, 
como consecuencia de la situación que vive ese departamento 
por los hechos de pública notoriedad vinculados a la aftosa, 
especialmente el sector agropecuario. 


En consecuencia, creemos que sería importante que el Par- 
lamento tratara este proyecto de ley enviado por el Poder Eje- 
cutivo, en forma urgente. Hacemos moción en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Se va a 
votar la urgencia solicitada. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el proyecto de ley cuya urgencia se 
acaba de aprobar: “Proyecto de ley por el que se establecen 
disposiciones específicas relativas al Impuesto al Patrimonio. 
(Carp. N* 385/2001)” 


(Antecedentes:) 
«Carp. N* 385/2001 


Ministerio de 
Economía y Finanzas 
Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


Montevideo, 16 de febrero de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese 
Cuerpo el adjunto proyecto de ley que se origina con el 
propósito de atenuar en parte la situación económica de 
pública notoriedad, que se viene dando en el departa- 
mento de Artigas. A través del mismo, y por el Ejerci- 
cio 2001, se establecen disposiciones específicas relati- 
vas al Impuesto al Patrimonio, llevando al 50% la mate- 
ria imponible generada por los inmuebles rurales del 
departamento, así como la reducción en la misma pro- 
porción de la Contribución Inmobiliaria Rural que gra- 
va a los padrones del departamento. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su ma- 
yor consideración. 


Jorge Batlle Ibáñez, PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Alberto Bensión, Gonzalo González. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”.- Los bienes inmuebles rurales ubicados 
en el departamento de Artigas se valuarán a todos los 
efectos de la liquidación del Impuesto al Patrimonio 
para el Ejercicio 2001, por el 50% de su valor fiscal 
determinado conforme a lo establecido en los artículos 
9* y 15, Título 14 del Texto Ordenado 1996. 
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Para las sociedades anónimas con inmuebles rurales 
situados en el referido departamento, las existencias de 
semovientes localizadas en el mismo se computarán por 
el 50%. 


Los bienes exonerados en los incisos precedentes 
serán considerados como activos gravados a los efectos 
del cálculo del pasivo computable para determinar el 
patrimonio neto gravado. 


Los pagos a cuenta de dicho Ejercicio serán abati- 
dos conforme a la reglamentación que dicte el Poder 
Ejecutivo. 


Artículo 2”.- Establécese por el Ejercicio 2001 para 
los inmuebles ubicados en el departamento de Artigas 
una reducción del 50% de la alícuota de la Contribu- 
ción Inmobiliaria Rural, determinada de acuerdo con lo 
dispuesto por el inciso primero del artículo 454 de la 
Ley de Presupuesto del Período 2000-2004. 


Autorízase al Poder Ejecutivo a disponer en el 
año 2001 de una partida global compensatoria de 
$ 14:957.682 a valores de 1” de enero de 2000, con 
cargo a la partida prevista por el numeral 3, del artículo 
464 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 
Esta partida será vertida al Gobierno Departamental de 
Artigas en oportunidad de los vencimientos respectivos 
y en la proporción correspondiente. 


Alberto Bensión, Gonzalo González.» 
-Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 
SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANABRIA.- Brevemente, señor Presidente, en 
virtud de que el propio texto enviado por el Poder Ejecutivo es 
claro en cuanto a solicitar a través de este proyecto de ley la 
posibilidad de atenuar la situación económica de pública noto- 
riedad que se vive en el departamento de Artigas. Precisamen- 
te, a través de esta iniciativa, se establecen para el Ejercicio 
2001, disposiciones específicas relativas al Impuesto al Patri- 
monio, llevando al 50% la materia imponible generada por los 
inmuebles rurales situados en el referido departamento, así como 
la reducción, en la misma proporción, de la Contribución In- 
mobiliaria Rural que grava a los padrones allí ubicados. 


Asimismo, el artículo 2* de este proyecto de ley prevé que 
esa exoneración sea atendida por parte del Gobierno Central 
con una partida de $ 14:957.682, a valores de 1” de enero de 
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2000, con cargo a la partida prevista por el numeral 3, del 
artículo 464 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 
Evidentemente, esta partida será vertida al Gobierno Departa- 
mental de Artigas en oportunidad de los vencimientos respecti- 
vos y en la proporción correspondiente. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR SANABRIA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Puede 
interrumpir el señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Simplemente para realizar al- 
gunos comentarios y una sugerencia de ajuste respecto al inci- 
so segundo del artículo 1? que se nos propone y que he hecho 
llegar a la Mesa. 


El artículo 1 refiere a la disminución de un 50% de la 
liquidación del Impuesto al Patrimonio para el Ejercicio 2001, 
con el propósito -como dice más abajo- de poder disminuir, a 
su vez, los anticipos a cuenta. La modificación propuesta y que 
es de texto, refiere al inciso segundo que tiene que ver con las 
sociedades anónimas. Concretamente, la redacción que tene- 
mos sobre la mesa establece: “Para las sociedades anónimas 
con inmuebles rurales situados en el referido departamento, las 
existencias de semovientes localizadas en el mismo se compu- 
tarán por el 50%”. Mientras tanto, el planteo de modificación - 
me lo han enviado de las oficinas del Poder Ejecutivo- diría 
así: “Las sociedades anónimas con inmuebles rurales situados 
en el referido departamento, computarán los bienes muebles, 
semovientes, y mejoras correspondientes a los referidos in- 
muebles, asiento de la explotación agropecuaria, por el 50% 
de su valor fiscal”. Esto es, señor Presidente, a los efectos de 
precisar esa exoneración a las sociedades anónimas que en el 
texto original, que tiene el mismo sentido y concepto que el 
que se está proponiendo, podría dar lugar a alguna duda de 
interpretación. Bastaba con que una persona tuviera algún in- 
mueble, aunque fuera muy pequeño, por ejemplo, de una hec- 
tárea, para que cualquier semoviente que al día del cierre del 
Ejercicio estuviera en el departamento, fuera disminuido en su 
valor. En cambio, de esta forma se pretende ser claro en el 
sentido de que son los animales y mejoras que refieren a los 
establecimientos que estén en el departamento de Artigas, pro- 
piedad de estas sociedades. Es una diferencia de texto que nos 
hizo llegar la Secretaría de Presidencia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Puede 
continuar el señor Senador Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA.- He finalizado, señor Presidente. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 
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SEÑOR KORZENIAK.- Quiero plantear una pregunta. Los 
inmuebles rurales de Artigas que no pertenezcan a una socie- 
dad anónima, sino al señor Juan o al señor Pedro, ¿no gozan 
de ese cómputo del 50% respecto de los muebles, semovientes, 
etcétera? Si es esa la interpretación, mi pregunta es cuál es el 
fundamento de que no tengan ese beneficio. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que la situación de las 
personas físicas titulares de las explotaciones, la resuelve el 
primer inciso en el sentido favorable a lo que plantea el señor 
Senador Korzeniak. Concretamente, en dicho inciso se estable- 
ce que los bienes inmuebles rurales ubicados en el departa- 
mento de Artigas se valuarán a todos los efectos de la liquida- 
ción del Impuesto al Patrimonio para el Ejercicio 2001, por el 
50% de su valor fiscal determinado conforme con lo estableci- 
do en los artículos 9% y 15. A su vez, esto se completa con el 
inciso tercero que dice que serán considerados como activos 
gravados, lo que significa que no se computarán todas las deu- 
das a esta exoneración, ya que al considerarse como activos 
gravados se prorratea. 


Así que estimo -es mi interpretación- que el caso de las 
personas físicas estaba contemplado en el artículo 1” y que la 
referencia a las sociedades anónimas es porque entiendo -no 
soy experto en materia de tributos- que tienen un sistema de 
liquidación algo diferente y por ese motivo ameritaba una ex- 
plicación. 


Por otro lado, señalo que el activo tierra ya está exonerado 
del Impuesto al Patrimonio Rural y, por lo tanto, el mismo se 
computa a los únicos efectos de las mejoras. También se 
computan los semovientes que ya están gravados. 


En consecuencia, en base a la inquietud planteada por el 
señor Senador y que es muy atendible, y a efectos de que ello 
conste, debo decir que sin ninguna duda están incorporadas en 
las personas físicas el 50% del valor fiscal que, insisto, no es 
la tierra en forma directa, sino en base a un coeficiente que se 
saca de la misma para computar las mejoras que es lo que 
efectivamente está únicamente gravado. Esto es lo que va a ser 
tomado al 50% para que signifique en el correr del año, medio 
año sin cobrar que era en cierto modo la idea que se tenía. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 
SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 


palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Con toda buena fe quiero aclarar 
que no me satisface la respuesta. 


El inciso primero establece un 50% del valor fiscal y se 
refiere a los inmuebles, pero no menciona a los semovientes 
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-que son los animales- ni a los muebles. Entonces me pre- 
gunto por qué para las sociedades anónimas se hace una acla- 
ración específica en el sentido de que se computa el 50% para 
los semovientes y los otros muebles, y no ocurre lo mismo con 
los inmuebles rurales que sean de propiedad de personas físi- 
cas. Me atengo a lo que establece la letra y creo que es clarísi- 
mo que hay una distinción. Asimismo, al margen de que no me 
parecería justa esa distinción, debo agregar que si el señor 
Juan es propietario de un inmueble rural, cabría preguntarse en 
qué parte de este artículo se establece que los semovientes y 
los muebles que este señor tenga en su explotación rural, van a 
ser computados por el 50%. Es algo que no surge de este 
artículo; me parece clarísimo. 


Si bien conozco algunas diferencias entre el régimen tribu- 
tario de las sociedades anónimas y de las personas físicas, creo 
que este artículo está estableciendo algo que a mi entender no 
tiene fundamento. 


Por lo tanto solicitaría que en el inciso segundo simplemen- 
te se diga que también se computarán por el 50% y referirse a 
los semovientes, agregando las otras frases que señalaba el 
señor Senador Atchugarry. En una palabra, que esto no se 
limite a las sociedades anónimas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Antes 
de ceder el uso de la palabra a dos señores Senadores que 
están anotados, la Mesa desea hacer alguna aclaración a efec- 
tos de conducir mejor la discusión de este tema. 


El inciso segundo, tal como estaba redactado y como se 
explicita en la nueva redacción, lo que intenta decir -si es 
correcta nuestra interpretación- es que para las sociedades anó- 
nimas los bienes que se individualizan en ese departamento 
son los desgravados y no los que pueda tener en otro lugar. 
Esta sería una primera aclaración. 


Puede ser que esto quede más claro si se establece en el 
inciso primero del artículo 1” que se valuarán a todos los efec- 
tos de la liquidación del Impuesto al Patrimonio de sus titula- 
res, porque precisamente es a éstos a quienes se les desgrava 
dicho impuesto. Quizás se pueda hacer este agregado para es- 
clarecer un poco más la terminología, aunque parece que 
ello está implícito en la redacción. 


En definitiva, se trataría de agregar tres palabras: “de sus 
titulares” porque, reitero, es a los titulares a los que se desgra- 
va. El Impuesto al Patrimonio no se aplica a los bienes, sino al 
titular de un conjunto de bienes. 


SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: creo que de al- 
guna manera hemos ingresado en la discusión particular del 
artículo 1” y, en realidad, yo quería referirme en general al 
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proyecto, sin perjuicio de que comprendo que él consta sólo de 
dos artículos y que, además, su parte más importante figura en 
el primero de ellos, lo que amerita que desde ya, en esta discu- 
sión general, nos introduzcamos en el estudio de dicha disposi- 
ción. 


Considero que son correctas las apreciaciones que formuló 
el señor Presidente con respecto a la forma en que correspon- 
dería la interpretación. 


Lo que quiero señalar es que este proyecto de ley está 
precisamente vinculado en forma directa con la decisión que 
terminó de aprobar el Senado antes de dar ingreso a esta ini- 
ciativa con carácter de urgente. La Bancada del Partido Nacio- 
nal ha solicitado en el día de hoy la celebración de una sesión 
especial del Senado de la República en los próximos días, con 
el propósito de considerar, poner de manifiesto y, eventual- 
mente, promover las medidas correspondientes relacionadas con 
la crítica situación por la que atraviesan el departamento de 
Artigas y todos sus habitantes, es decir, no sólo el sector agro- 
pecuario. Obviamente, este sector es parte muy importante de 
la vida económica y social del departamento y, como conse- 
cuencia de ello, los males que trajo la aftosa han tenido una 
gran repercusión en todos los sectores económicos. Esto nos 
motivó -después de haber visitado el departamento de Artigas 
durante el pasado mes de febrero- a solicitar la realización de 
una sesión de carácter extraordinario a efectos de tratar este 
tema, de manera de poder poner de manifiesto no sólo ante las 
Senadoras y los Senadores -que seguramente ya conocen el 
tema- sino también ante la opinión pública nacional, cuáles 
han sido las terribles consecuencias que ha ocasionado a dicho 
departamento el brote de aftosa. Además queremos mencionar 
el problema de los brotes de características similares, o quizá 
más graves, que se han producido en zonas aledañas al depar- 
tamento de Artigas, así como también algunas medidas vincu- 
ladas al tema de la aftosa que han estado siendo adoptadas por 
las autoridades sanitarias de Río Grande do Sul en los últimos 
días. 


Por sobre todas las cosas, entendemos que de alguna mane- 
ra el Uruguay debe nacionalizar el problema de la aftosa. En lo 
que refiere a sus consecuencias, esto ha sido una semicatástro- 
fe nacional y quizás sea justo señalar que buena parte de los 
resultados negativos más directos han sido pagados por los 
habitantes del departamento de Artigas. O sea que a este pri- 
mer aspecto estaba vinculada nuestra solicitud de convocatoria 
a una sesión especial del Senado en los próximos días, con el 
fin de interiorizarnos más profundamente sobre los problemas 
que se viven hoy en aquel departamento. 


Por otro lado, hemos mantenido sucesivas reuniones con 
representantes del Poder Ejecutivo; precisamente, el Presiden- 
te del Directorio del Partido Nacional tuvo hace pocos días 
una entrevista con el Presidente de la República en la que se 
habló de este proyecto de ley. El mismo contiene buena parte 
de las medidas que se había acordado impulsar pero no contie- 
ne una que para nosotros es muy importante y que fue reclama- 
da por el Partido Nacional; precisamente, a través de esta fun- 
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damentación pretendemos que el Poder Ejecutivo, en el correr 
de las próximas horas, envíe la iniciativa correspondiente para 
poder exonerar, de acuerdo con lo que habíamos planteado, 
del pago del IMEBA a la comercialización de ganado prove- 
niente del departamento de Artigas para todo el año 2001. Esta 
medida fue planteada por nuestro partido al Presidente de la 
República y, hasta donde tengo entendido, había disposición 
de parte del señor Presidente en el sentido de actuar en conse- 
cuencia e introducir una norma de esas características en este 
proyecto de ley que hoy estamos considerando y que, aparen- 
temente, llegó a conocimiento del Senado de la República con 
fecha 19 de febrero. 


En consecuencia, vamos a acompañar este proyecto de ley, 
pero solicitamos que a través de los representantes del partido 
de Gobierno en este Senado, se dé conocimiento al Poder Eje- 
cutivo del interés de la Bancada del Partido Nacional en que 
en el correr de los próximos días, si es que existe el acuerdo a 
que he hecho referencia, se promueva la iniciativa referida a la 
exoneración del IMEBA antes mencionada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Simple- 
mente, a modo de aclaración, la Mesa señala que luego de 
efectuada la consulta con Secretaría, puede confirmar que el 
Mensaje tiene fecha 16 de febrero, pero ingresó al Senado el 
día 6 de marzo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el 
proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

(Se lee:) 


“Artículo 1”.- Los bienes inmuebles rurales ubica- 
dos en el departamento de Artigas se valuarán a todos 
los efectos de la liquidación del Impuesto al Patrimonio 
para el Ejercicio 2001, por el 50% de su valor fiscal 
determinado conforme a lo establecido en los artículos 
9? y 15, Titulo 14 del Texto Ordenado 1996. 


Para las sociedades anónimas con inmuebles rurales situa- 
dos en el referido departamento, las existencias de semovientes 
localizadas en el mismo se computarán por el 50%. 


Los bienes exonerados en los incisos precedentes serán con- 
siderados como activos gravados a los efectos del cálculo del 
pasivo computable para determinar el patrimonio neto grava- 
do. 


Los pagos a cuenta de dicho ejercicio serán abatidos con- 
forme a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo.” 
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-En consideración. 
SEÑOR ATCHUGARRY - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Señor Presidente: volviendo al 
planteo que se realizaba hace unos momentos, hasta donde yo 
entiendo, cuando el titular de la explotación es una persona 
física, núcleo familiar o sucesión indivisa, el criterio que se 
utiliza es la valuación de bienes muebles y semovientes, explo- 
tación agropecuaria con un porcentaje del valor fiscal del in- 
mueble asiento de la misma, correspondiente a un 40%. En 
este caso, lo que se hace es disminuir, abatir ese valor fiscal un 
50%, valor del cual deviene por cálculo ficto, el cálculo sobre 
semovientes y mejoras. A su vez, el artículo 15 de ese mismo 
Titulo XIV refiere a cuando se trata de personas jurídicas, y 
esto alude a un sistema diferente de cálculo, remitiéndolo al 
TRIC, que tiene una mecánica distinta. 


Entonces, los especialistas han considerado necesario esta- 
blecer una expresión a propósito de las personas jurídicas en el 
inciso segundo, porque ellos hacen un cálculo del IRIC dife- 
rente, que no proviene directamente del valor de la tierra, como 
ocurre en el caso de las personas físicas. 


Por eso, a nuestra humilde manera de ver, el inciso primero 
contempla adecuadamente a las personas físicas y el inciso 
segundo es necesario para las personas jurídicas titulares de 
esas explotaciones. Esto es lo que como abogados entendemos, 
porque en realidad no somos expertos en el tema tributos. Por 
otro lado, esa es la explicación que nos ha sido dada. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: confieso que por 
mi parte continúo experimentando cierta perplejidad o, por lo 
menos, sigo considerando enigmático el artículo. Me voy a 
explicar empleando algunos valores jurídicos muy elementales. 


Ante todo, quiero decir que los semovientes son bienes 
muebles. Como es sabido, los bienes se dividen en muebles e 
inmuebles; por lo menos, esta es una de las divisiones que se 
puede hacer. Los semovientes y los muebles de la casa habita- 
ción, además de los tractores y todo ese tipo de cosas, son 
bienes muebles, que se definen por el hecho de que se pueden 
mover. 


Por otro lado, la segunda afirmación o presupuesto es que 
este artículo no está estableciendo disminuciones de tasas, cua- 
lesquiera sean -puede ser el impuesto “a”, el “b” o el “c”, el 
que se cobra a las personas físicas o el que deben pagar las 
sociedades anónimas- sino un beneficio por el cual se disminu- 
ye en el 50% el valor del bien gravado. Aquí no estamos 
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hablando de lo que se cobra, sino que, en lugar de aplicarse 
sobre el 100%, se aplica sobre el 50%. Esto es a lo que refie- 
ren los incisos primero y segundo. 


Si a una sociedad anónima que tiene tierras -o sea, inmue- 
bles- en Artigas, pero además posee ovejas, vacas -semovien- 
tes- una bicicleta y un auto -que también son muebles- se le 
computan esos muebles -me refiero a los semovientes y a los 
otros- por un valor del 50% para calcular el impuesto que 
pague, ¿por qué eso mismo no se hace con los bienes muebles 
de las personas que en Artigas tienen tierras, vacas, ovejas, 
bicicletas y tractores? Me parece injusto. 


Entiendo que este proyecto de ley no contempla adecuada- 
mente a todos; me parece que plantea una desigualdad. No 
interesa el hecho de que el sistema tributario de un estableci- 
miento rural -del que es dueño una persona física- sea distinto 
al de una sociedad anónima dueña de inmuebles rurales. Acá 
lo que se está estableciendo es si se va a computar el valor, 
como se hace habitualmente, o si se va a computar el 50%. 
Esto es lo que interpreto de la lectura de este proyecto de ley. 
La objeción está basada en esta presunción que veo en la letra 
del texto. No obstante, si hay alguna razón justa, votaríamos 
este artículo, así como lo hemos hecho en general. 


Voy a concretar mi pregunta. Un señor tiene un estableci- 
miento agropecuario en Artigas y mil ovejas, es decir, mil 
semovientes. Pregunto si para calcular el impuesto, las mil 
ovejas se toman a su valor 100 o al 50% de él. Pienso que se 
debería calcular al 50% el valor de las ovejas, pero no la tasa 
del impuesto. 


Repito que este artículo no está resolviendo qué impuesto 
paga, sino cómo se hace el cómputo para calcular después el 
monto imponible. 


SEÑOR DE BOISMENU.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Creo que la confusión parte de 
que en esto no existe el impuesto al inmueble y tampoco el 
impuesto generado al valor de las mil ovejas. La transforma- 
ción del Impuesto al Patrimonio en el sector agropecuario hace 
que sea un ficto sobre el valor del inmueble, por un valor del 
40% del mismo. Atendiendo a la reflexión del señor Senador 
Korzeniak, digo que en el caso en que eso se diera -como él 
bien lo analiza- no existiría rebaja ni impuesto. No habría im- 
puesto porque éste es un porcentaje del 40% del valor del 
inmueble que, por lógica, recibiría la baja. Aquí se trata de un 
valor ficto y eso es lo que, de pronto, lleva a una confusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Puede 
continuar el señor Senador Korzeniak. 
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SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: sigo con el enig- 
ma. Insisto en que aunque sea el 40%, este artículo valúa el 
bien para aplicar el impuesto, o sea, cuánto vale a los efectos 
del impuesto, ya se trate de un valor ficto o real. Entonces, 
cuando hace el cálculo del impuesto una persona física, dueña 
de un establecimiento agropecuario, con muebles y semovien- 
tes, quisiera saber si valúa igual que si no los tuviera. En otras 
palabras, ¿una persona paga lo mismo si tiene 1.000 cuadras 
de campo y 100.000 ovejas, que si sólo posee 1.000 cuadras 
de campo? Si es así, estaría bien. Otra cosa son las sociedades 
anónimas. De modo que si fuera así, no tengo objeciones, pero 
lo que me surge de las disposiciones es que se calcula un 40%, 
pero no prescindiendo de que tenga o no tenga muebles. En 
una sucesión, por ejemplo, siempre se calcula un porcentaje 
hasta para los muebles de la casa habitación. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY-- Insistimos en que el sistema de 
cálculo es diferente. Cuando se trata de una persona física, no 
se hace una valuación de semoviente por semoviente y mejora 
por mejora; su valor, cualquiera sea su cantidad, surge de apli- 
car un porcentaje sobre el valor de la tierra. La tierra, en sí 
misma, no está gravada porque este Parlamento y el anterior 
han exonerado del Impuesto al Patrimonio a la tierra. En este 
caso, un 40% del valor de la tierra va a ser el ficto de lo que 
valen las mejoras y los semovientes; no importa si son más o si 
son menos. O sea que cuando digo en el primer inciso de este 
artículo que voy a rebajar el valor fiscal del inmueble, lo que 
estoy diciendo es que voy a rebajar, por lo tanto, el valor sobre 
el cual se aplica ese ficto del 40% para calcular los semovien- 
tes y demás. Entonces, bajé a la persona física el Impuesto al 
Patrimonio que paga, no sobre la tierra, sino sobre los semo- 
vientes. El problema es que, según el artículo 15 del Título 
XIV, cuando se trata, no de una persona física, sino de una 
persona jurídica, ya no valúa en función del porcentaje que 
deviene del valor de la tierra, sino tomando en cuenta las nor- 
mas del IRIC. Estas, en los artículos 18 y 19 del Título IV, 
establecen que se valúa según inventarios y conceptos. En es- 
tos casos sí se considera la cantidad física de mejoras o de 
animales. Entonces, aunque yo baje el valor de la tierra, a la 
sociedad persona jurídica no le estaría rebajando nada, porque 
la tierra no esta gravada y las mejoras no se calculan en fun- 
ción de la tierra, sino en cuanto a su valor. 


Señalo esto con la precaución del caso, porque esto es 
materia de contadores, que son los que han inventado este 
Texto Ordenado. Personalmente, tengo el absoluto convenci- 
miento de que esto es así y, por eso, creo que está bien cómo 
está planteado el texto. 


SEÑOR NUÑEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 
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SEÑOR NUÑEZ.- En realidad, quiero hacer una aclaración 
con respecto a la intervención que ha realizado el señor Sena- 
dor Atchugarry. 


El artículo 9%, que se refiere a la valuación de bienes de las 
personas físicas, núcleos familiares y sucesiones indivisas, ha- 
bla de los bienes inmuebles, de los inmuebles arrendados, de 
los inmuebles prometidos en venta y de los bienes muebles y 
semovientes. Como bien señala el señor Senador Atchugarry, 
estos últimos se valúan en un 40% del valor fiscal del inmue- 
ble. De todas maneras, lo que sostiene el señor Senador Korze- 
niak es válido para, por ejemplo, el literal D), ya que los auto- 
motores no se valúan por un porcentaje del valor del inmueble, 
sino por la tasación que resulte de las tablas respectivas del 
Banco de Seguros del Estado u otros índices fijados por la 
Administración. Después están los derechos de nuda propiedad 
por el valor fiscal del inmueble actualizado -se refiere al valor 
del inmueble- los derechos de usufructo por la diferencia entre 
el valor fiscal del inmueble y el valor fiscal de la nuda propie- 
dad, etcétera. Pero no es exactamente igual el cálculo que re- 
sultaría de esta redacción que viene en el artículo 1? para algu- 
nas sociedades anónimas, para un núcleo familiar o una perso- 
na física porque, por ejemplo, en el literal D) se dejan afuera 
del tratamiento porcentual con respecto al valor fiscal del in- 
mueble, los automotores o vehículos de todo tipo. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR NUÑEZ.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Puede 
interrumpir el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- De la lectura que se está hacien- 
do, entiendo que en la propuesta que realizamos, incluso para 
los casos en que sea un porcentaje del inmueble, también es 
justo que se diga que se va a computar la mitad. Si es un 40% 
del inmueble, sería un 20% del mismo. No veo por qué se 
sostiene que no vale la pena establecerlo. Según tenía entendi- 
do, los bienes muebles y semovientes no pagaban impuestos en 
el caso de inmuebles rurales propiedad de personas físicas. 


Sin embargo, por lo que estamos leyendo pagan impuesto; 
lo que pasa es que esos muebles y semovientes se calculan 
sobre un porcentaje del valor del inmueble. Pongamos enton- 
ces que ese porcentaje es la mitad. 


Realmente, me parece que hay una injusticia. En todo caso, 
si no hay posibilidad de llegar a un acuerdo, pediría que se 
vote por incisos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Puede 
continuar el señor Senador Núñez. 


SEÑOR NUÑEZ..- En realidad, mi intervención iba dirigi- 
da en el sentido de que lo que estaba manifestando el señor 
Senador Atchugarry no era exactamente así. El tratamiento igua- 
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litario -y aquí abonaba la tesis del señor Senador Korzeniak- 
no se daba con esta redacción; por lo tanto, hay que revisarla si 
queremos tratar en forma igualitaria tanto a las personas físicas 
como a las personas jurídicas. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: este proyecto de 
ley, que ha sido inspirado en fines muy loables y que de 
alguna manera viene a aliviar la situación que padece el de- 
partamento de Artigas, a mi juicio no tiene una redacción 
feliz en su artículo 19. La prueba está en las distintas interpre- 
taciones a que ha dado lugar el breve tiempo que hemos dedi- 
cado a su estudio y discusión. 


Por ello, se nos ocurría con el señor Senador Heber -quizás 
por no tener un conocimiento pleno en este momento acerca de 
la forma en que se liquida el Impuesto al Patrimonio para los 
tenedores de bienes rurales- que habría que optar por una re- 
dacción distinta para el referido artículo, a fin de comprender, 
precisamente, a todos aquellos bienes que se consideran a los 
efectos de la liquidación del Impuesto al Patrimonio. Concre- 
tamente, pensamos en una redacción que podría ser la siguien- 
te: “A los efectos del cálculo para la liquidación del Impuesto 
al Patrimonio del Ejercicio 2001, los titulares de bienes rurales 
ubicados en el departamento de Artigas gozarán del beneficio 
de un abatimiento del 50% sobre los valores legales estableci- 
dos para todos los bienes afectados por dicho impuesto.” Creo 
que de esta forma quedarían salvados los inconvenientes que 
aquí se han señalado. 


SEÑOR ATCHUGARRY-- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Reinaldo Gargano).- Tiene la 
palabra el señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Señor Presidente: ante esta si- 
tuación, me parece mejor que remitamos el proyecto de ley a 
la Comisión. Si tenemos dudas acerca de cómo funciona el 
impuesto -acabo de hacer una llamada y me ratifico en todo lo 
dicho- lo enviamos a la Comisión de Hacienda, invitamos a un 
experto, lo estudiamos y lo traemos el martes. Digo esto por- 
que creo que no le hace bien al Cuerpo que aprobemos una 
iniciativa si tenemos dudas. Acepto que éstas existan y que son 
legítimas. Como la Comisión de Hacienda está citada para el 
jueves, la Mesa le remitiría el tema y la Secretaría de la Comi- 
sión podría invitar a algún experto de la Dirección General 
Impositiva en estos asuntos. En ese ámbito despejamos todas 
las dudas que se presenten, corregimos todo lo que sea necesa- 
rio y, puesto que todos estamos de acuerdo en votar, el próxi- 
mo martes lo resolvemos. 


En consecuencia, formulo moción en el sentido de que el 
asunto sea enviado a la Comisión de Hacienda y que se incluya 
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como primer punto del orden del día de la sesión ordinaria del 
Cuerpo del próximo martes. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Hierro López) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción de orden 
formulada por el señor Senador Atchugarry. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


25) ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPU- 
BLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIER- 
NO DEL ESTADO DE ISRAEL PARA LA PROMO- 
CION Y PROTECCION RECIPROCAS DE INVER- 
SIONES Y SU PROTOCOLO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en cuarto lugar del orden del día: “Proyecto de ley 
por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno del Estado de 
Israel para la Promoción y Protección Recíprocas de Inversio- 
nes (Carp. N* 1142/1998 - Rep. N* 158/2000).” 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1142/98 
Rep. N* 158/00 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 

Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 11 de abril de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, numeral 
20 de la Constitución de la República, a fin de reiterar 
el Mensaje de fecha 28 de julio de 1998 que se adjunta, 
por el cual se solicita la aprobación parlamentaria del 
Acuerdo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno del Estado de Israel para la 
Promoción y Protección Recíprocas de Inversiones y su 
Protocolo, suscrito en Jerusalén el 30 de marzo de 1998. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el pres- 
tigio internacional de la República los fundamentos que 
en su oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecu- 
tivo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aproba- 
ción del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Didier Opertti, Alberto Bensión. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Acuerdo entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno del Estado de Israel para la Promoción y Pro- 
tección Recíprocas de Inversiones y su Protocolo, sus- 
crito en Jerusalén el 30 de marzo de 1998. 


Didier Opertti, Alberto Bensión. 
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INFORME 
Al Senado: 


Se solicita la aprobación parlamentaria del Acuerdo 
entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
y el Gobierno del Estado de Israel para la Promoción y 
Protección Recíprocas de Inversiones y su Protocolo, 
suscrito en Jerusalén, el 30 de marzo de 1998. 


El Acuerdo constituye un adecuado marco jurídico 
que regula tan trascendente materia en el ámbito de las 
relaciones bilaterales uruguayo-israelíes, propendiendo 
a la creación de condiciones favorables para la radica- 
ción de inversiones de capital de inversionistas de cada 
Parte Contratante en el territorio de la otra. 


El artículo 2* establece que cada Parte Contratante 
promoverá y creará condiciones favorables para la radi- 
cación de inversiones de la otra Parte Contratante, las 
cuales recibirán un trato justo y equitativo, gozando de 
protección y seguridad en su territorio. 


En el Art. 4? se recoge como principio que las inver- 
siones de inversores de cualquiera de las Partes Contra- 
tantes no serán nacionalizadas, expropiadas ni sujetas a 
medidas que tengan efectos equivalentes al de naciona- 
lización o expropiación en el territorio de la otra Parte 
Contratante, salvo por razones de utilidad pública rela- 
cionadas con las necesidades internas de esa Parte Con- 
tratante sobre una base no discriminatoria y contra una 
compensación inmediata, adecuada y efectiva. 


Finalmente, corresponde destacar que en los Arts. 7% 
y 8” se regula lo relacionado con la solución de contro- 
versias que puedan surgir entre un inversor de una Parte 
Contratante y la otra Parte Contratante en relación a las 
inversiones efectuadas en el territorio de esta última; así 
como las controversias que puedan surgir entre las Par- 
tes Contratantes respecto de la interpretación o aplica- 
ción del Acuerdo, las que serán solucionadas por la vía 
diplomática. 
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El presente Acuerdo contiene asimismo un Protoco- 
lo, el que también ha sido suscrito en Jerusalén el día 
30 de marzo del corriente año, disponiendo que el cuer- 
po y texto de este documento constituyen parte inte- 
grante de dicho instrumento jurídico. 


Considerando la importancia otorgada por el Uru- 
guay al fomento de las inversiones como condición in- 
dispensable para el crecimiento económico y el bienes- 
tar social, el presente Acuerdo con el Estado de Israel 
constituye un instrumento eficaz para la consecución de 
esos objetivos. 


En función de lo expuesto, proponemos al Cuerpo la 
aprobación del Acuerdo. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 2000. 


Wilson Sanabria (Miembro Informante), 
Juan Adolfo Singer, Alberto Couriel, Car- 
los Julio Pereyra. Senadores. 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 28 de julio de 1998. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración, de confor- 
midad con lo dispuesto por el artículo 168 numeral 20 y 
el artículo 85 numeral 7 de la Constitución de la Repú- 
blica, el adjunto proyecto de ley por el cual se aprueba 
el Acuerdo entre el Gobierno de la República y el Go- 
bierno del Estado de Israel para la Promoción y Protec- 
ción Recíprocas de Inversiones, suscrito en Jerusalem, 
el 30 de marzo de 1998 y su Protocolo. 


El Acuerdo constituye un adecuado marco jurídico 
que regula tan trascendente materia en el ámbito de las 
relaciones bilaterales uruguayo-israelíes, propendiendo 
a la creación de condiciones favorables para la radica- 
ción de inversiones de capital de inversionistas de cada 
Parte Contratante en el territorio de la otra. 


El artículo 2” establece que cada Parte Contratante 
promoverá y creará condiciones favorables para la radi- 
cación de inversiones de la otra Parte Contratante, las 
cuales recibirán un trato justo y equitativo, gozando de 
protección y seguridad en su territorio. El artículo 3", 
intitulado “Tratamiento Nacional y de Nación Más Fa- 
vorecida”, establece en su numeral 1, que cada Parte 
Contratante deberá dar, a las inversiones o rentas de la 
otra Parte Contratante, un tratamiento no menos favora- 
ble que el otorgado a las inversiones o rentas de sus 
propios inversores o de inversores de terceros Estados. 
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El artículo 4” recoge como principio que las inver- 
siones de inversores de cualquiera de las Partes Contra- 
tantes no serán nacionalizadas, expropiadas ni sujetas a 
medidas que tengan efectos equivalentes al de naciona- 
lización o expropiación en el territorio de la otra Parte 
Contratante, salvo por razones de utilidad pública rela- 
cionadas con las necesidades internas de esa Parte Con- 
tratante sobre una base no discriminatoria y contra una 
compensación inmediata, adecuada y efectiva. 


La protección de las inversiones de una Parte Con- 
tratante en el territorio de la otra, se refuerza en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 5%: “Los inversores de 
una Parte Contratante cuyas inversiones en el territo- 
rio de la otra Parte Contratante sufrieran pérdidas de- 
bido a guerra u otro conflicto armado, revolución, es- 
tado de emergencia nacional, revuelta, insurrección, 
motín, u otro evento similar en el territorio de esta 
última Parte Contratante, recibirán de ésta, en lo que 
se refiere a restitución, indemnización, compensación u 
otro resarcimiento, un tratamiento no menos favorable 
que el acordado por ésta a sus propios inversores o a 
los inversores de un tercer Estado. Los pagos resultan- 
tes serán efectuados sin demora y serán libremente 
transferibles en moneda de uso corriente”. 


El artículo 6? refiere a los procedimientos y condi- 
ciones por medio de los cuales cada Parte Contratante 
garantiza a los inversores de la otra Parte Contratante 
respecto de las inversiones, la transferencia irrestricta 
de sus inversiones y rentas. 


El artículo 7" regula las controversias que eventual- 
mente puedan surgir entre un inversor de una Parte Con- 
tratante y la otra Parte Contratante en relación a las 
inversiones efectuadas en el territorio de esta última. A 
tales efectos, dispone que de no solucionarse mediante 
negociaciones la controversia, ésta será sometida, a op- 
ción del inversor, o bien a arbitraje internacional. En 
caso de recurrir al arbitraje, éste se efectuará en el Cen- 
tro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a 
las Inversiones (CIADI), creado por el Convenio sobre 
Arreglo de Diferencias Relativas a las Inversiones entre 
Estados y Nacionales de otros Estados, suscrito en Was- 
hington el 18 de marzo de 1965. Hasta que nuestro país 
ratifique la mencionada Convención, la controversia po- 
drá ser sometida a arbitraje bajo las normas del Meca- 
nismo Complementario del CIADI para la Administra- 
ción de Conciliación, Arbitraje y Procedimientos de De- 
cisión, o bien a un tribunal de arbitraje creado para 
cada caso. 


El artículo 8* regula el procedimiento de solución de 
controversias que puedan surgir entre las Partes Contra- 
tantes respecto de la interpretación o aplicación del 
Acuerdo las que serán solucionadas por la vía diplomá- 
tica, la cual podrá incluir, si ambas Partes lo desean, su 
remisión a una Comisión Bilateral compuesta por repre- 
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sentantes de ambas Partes Contratantes. Si así no se 
resolviere dentro de los plazos establecidos, la misma 
será sometida, a solicitud de cualquiera de las Partes, a 
un Tribunal Arbitral el que adoptará su decisión por 
mayoría de votos, siendo esta obligatoria para ambas 
Partes Contratantes. 


El presente Acuerdo contiene asimismo un Protoco- 
lo, el que también ha sido suscrito en Jerusalem el día 
30 de marzo del corriente año, disponiendo que el cuer- 
po y texto de este documento constituyen parte inte- 
grante de dicho instrumento jurídico. 


En su parte medular establece que las disposiciones 
del artículo 3” del Acuerdo, no se interpretarán como la 
obligación del Estado de Israel de extender a los inver- 
sores de nuestro país los beneficios de cualquier trata- 
miento o preferencia resultantes de las definiciones de 
“inversor” o “reinversión” y de las disposiciones del 
artículo 6” contenidas en los Acuerdos para la Promo- 
ción y Protección Recíproca de Inversiones celebrados 
entre el Gobierno del Estado de Israel y los Gobiernos 
de Polonia, Hungría y Rumanía en 1991. 


Considerando la importancia otorgada por el Uru- 
guay al fomento de las inversiones como condición in- 
dispensable para el crecimiento económico y el bienes- 
tar social, el presente Acuerdo con el Estado de Israel 
constituye un instrumento eficaz para la consecución de 
esos objetivos, para lo cual el Poder Ejecutivo solicita 
la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Didier Opertti, Luis A. Mosca. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Acuerdo entre el Go- 
bierno de la República y el Gobierno del Estado de 
Insrael para la Promoción y Protección Recíprocas de 
Inversiones y su Protocolo, suscritos en Jerusalem, el 
30 de marzo de 1998. 


Didier Opertti, Luis A. Mosca. 


Acuerdo entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno del Estado de Israel para la Promoción y 
Protección Recíprocas de Inversiones 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el Gobierno del Estado de Israel (en adelante: las “Par- 
tes Contratantes”), 


CON EL DESEO de intensificar la cooperación eco- 
nómica para el beneficio mutuo de ambos países, 


CAMARA DE SENADORES 


CON EL PROPOSITO de crear condiciones favora- 
bles para mayores inversiones por parte de inversores 
de una Parte Contratante en el territorio de la otra Parte 
Contratante, y 


RECONOCIENDO que la promoción y la protec- 
ción recíprocas de inversiones basadas en este Acuerdo 
contribuirán al estímulo de la iniciativa económica indi- 
vidual y favorecerán la expansión de las relaciones eco- 
nómicas entre ambas Partes Contratantes, 


Han acordado lo siguiente: 
Artículo 1” 
Definiciones 

A los efectos del presente Acuerdo: 


1. El término “inversión” designa, todo tipo de acti- 
vo invertido de conformidad con las leyes y reglamen- 
tos de la Parte Contratante en cuyo territorio se realiza 
la inversión, incluyendo, aunque no exclusivamente: 


a. la propiedad de bienes muebles e inmuebles, así 
como cualquier otro derecho real, respecto de todo tipo 
de activos; 


b. derechos derivados de acciones, bonos y otros 
tipos de participación en sociedades; 


c. derechos a sumas de dinero, valor llave y otros 
activos y a cualquier prestación que tenga un valor eco- 
nómico; 


d. derechos en el ámbito de la propiedad intelectual, 
procedimientos técnicos y “know-how”; 


e. concesiones económicas conferidas por ley, por 
acto administrativo o por contrato, incluyendo las con- 
cesiones para la prospección, cultivo, extracción o ex- 
plotación de recursos naturales. 


2. Ninguna modificación en la forma en la cual se 
inviertan o reinviertan los activos, de conformidad con 
las leyes y reglamentos de la Parte Contratante en cuyo 
territorio se realiza la inversión, afectará su calidad de 
inversión conforme al presente Acuerdo. 


3. El término “inversor” designa: 


a. a las personas físicas que sean nacionales o resi- 
dentes permanentes de la Parte Contratante interesada, 
y que no sean a su vez nacionales de la otra Parte Con- 
tratante; 


(0) 


b. a las sociedades incluyendo empresas, firmas o 
asociaciones con personalidad jurídica o constituidas de 
conformidad con la legislación de la Parte Contratante 
interesada. 
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4. El término “rentas” designa el monto producido 
por una inversión incluyendo, pero no limitado a: divi- 
dendos, utilidades, sumas provenientes del pago total o 
parcial de la liquidación de una inversión, intereses, 
ganancias de capital, regalías u honorarios. 


5. El término “territorio” significa con respecto a 
cada Parte Contratante, el territorio de esa Parte Con- 
tratante, incluyendo el mar territorial y la zona de uso 
económico exclusivo así como también la plataforma 
continental sobre las cuales esa Parte Contratante ejerce 
derechos soberanos o jurisdicción, de conformidad con 
el derecho internacional. 


6. El término “moneda de uso corriente” significa 
una moneda que el Fondo Monetario Internacional de- 
signa, en forma periódica, como moneda de uso co- 
rriente, de conformidad con el Convenio Constitutivo 
del Fondo Monetario Internacional y sus enmiendas. 


Artículo 2” 
Promoción y Protección de Inversiones 


1. Cada Parte Contratante promoverá y creará, en su 
territorio, condiciones favorables para las inversiones 
de los inversores de la otra Parte Contratante y, confor- 
me a su ordenamiento jurídico, admitirá dichas inver- 
siones. 


2. Las inversiones que realicen los inversores de cada 
Parte Contratante recibirán un tratamiento justo y equi- 
tativo y gozarán de plena protección y seguridad en el 
territorio de la otra Parte Contratante. Ninguna de las 
Partes Contratantes de modo alguno dificultará median- 
te medidas irrazonables o discriminatorias la adminis- 
tración, mantenimiento, uso, goce o disposición en su 
territorio de las inversiones de los inversores de la otra 
Parte Contratante. 


3. Cada Parte Contratante, sujeta y de conformidad 
con sus leyes y reglamentos y procedimientos y prácti- 
cas administrativas, considerará favorablemente asuntos 
concernientes a la entrada, permanencia, trabajo y movi- 
lidad en su territorio de nacionales de la otra Parte Con- 
tratante que realicen actividades vinculadas con inversio- 
nes, según fueron definidas por este Acuerdo, y de los 
miembros de su familia que formen parte de su hogar. 


Artículo 3" 


Tratamiento Nacional y 
de Nación más favorecida 


1. Ninguna de las Partes Contratantes someterá, en 
su territorio, a las inversiones o rentas de los inversores 
de la otra Parte Contratante a un tratamiento menos 
favorable que el otorgado a las inversiones o rentas de 
sus propios inversores o a las inversiones o rentas de 
inversores de terceros Estados. 
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2. Ninguna de las Partes Contratantes someterá, en 
su territorio, a los inversores de la otra Parte Contratan- 
te, con respecto a la administración, mantenimiento, uso, 
goce o disposición de sus inversiones, a un tratamiento 
menos favorable que el otorgado a sus propios inverso- 
res O a inversiones de terceros Estados. 


3. Las disposiciones del presente Acuerdo relativas 
al otorgamiento de un tratamiento no menos favorable 
que el acordado a los inversores de cualquiera de las 
Partes Contratantes o a los inversores de un tercer Esta- 
do, no serán interpretadas en el sentido de obligar a una 
Parte Contratante a extender a los inversores de la otra 
el beneficio de cualquier tratamiento, preferencia o pri- 
vilegio que resulte de: 


a. cualquier Acuerdo o arreglo internacional relativo 
total o principalmente a impuestos, o cualquier legisla- 
ción interna relativa total o principalmente a impuestos; 


b. cualquier Acuerdo existente o futuro de unión 
aduanera, zona de libre comercio o un acuerdo interna- 
cional similar en el cual alguna de las Partes Contratan- 
tes sea O pueda ser parte. 


Artículo 4” 
Expropiación 


Las inversiones de inversores de cualquiera de las 
Partes Contratantes no serán nacionalizadas, expropia- 
das ni sujetas a medidas que tengan efecto equivalente 
al de nacionalización o expropiación (en adelante: “ex- 
propiación”) en el territorio de la otra Parte Contratan- 
te, salvo por razones de utilidad pública relacionadas 
con las necesidades internas de esa Parte Contratante, 
de conformidad con las leyes y reglamentos de esa Par- 
te Contratante, sobre una base no discriminatoria y con- 
tra compensación inmediata, adecuada y efectiva. Dicha 
compensación corresponderá al valor de mercado que 
la inversión expropiada tenía inmediatamente antes de 
la expropiación o antes de que la expropiación inminen- 
te se hiciera pública, lo que ocurra primero, comprende- 
rá intereses hasta la fecha de pago, a la tasa aplicable 
estipulada por la legislación de esa Parte Contratante 
será pagada sin demora y será efectivamente realizable 
y libremente transferible. Los inversores afectados ten- 
drán derecho, en virtud de la legislación de la Parte 
Contratante que hace la expropiación, a una inmediata 
revisión, por parte de una autoridad judicial u otra auto- 
ridad independiente de esa Parte Contratante, de su caso 
y de la valuación de su inversión, de conformidad con 
los principios establecidos en este párrafo. 


Artículo 5” 
Compensación por Pérdidas 


Los inversores de una Parte Contratante cuyas in- 
versiones en el territorio de la otra Parte Contratante 
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sufrieran pérdidas debido a guerra u otro conflicto ar- 
mado, revolución, estado de emergencia nacional, re- 
vuelta, insurrección, motín, u otro evento similar en el 
territorio de esta última Parte Contratante, recibirán de 
ésta, en lo que se refiere a restitución, indemnización, 
compensación u otro resarcimiento, un tratamiento no 
menos favorable que el acordado por ésta a sus pro- 
pios inversores o a los inversores de un tercer Estado. 
Los pagos resultantes serán efectuados sin demora y 
serán libremente transferibles en moneda de uso co- 
rriente. 


Artículo 6” 
Repatriación de Inversiones y Rentas 


Cada Parte Contratante, respecto de las inversiones, 
garantizará a los inversores de la otra Parte Contratante 
la transferencia irrestricta de sus inversiones y rentas, 
conforme a lo siguiente: 


1. Las transferencias se efectuarán sin demora en la 
moneda de uso corriente en la cual se invirtió original- 
mente el capital y en cualquier otra moneda de uso 
corriente acordada entre el inversor y la Parte Contra- 
tante interesada, siempre que el inversor haya cumplido 
con todas sus obligaciones fiscales y que la repatriación 
se ajuste a las reglamentaciones cambiarias establecidas 
por la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la 
inversión. 


2. En caso que se modifiquen las reglamentaciones 
cambiarias de una Parte Contratante, esa Parte Contra- 
tante garantiza que dichas modificaciones no perjudica- 
rán los derechos de repatriar las inversiones y rentas 
que tenían vigencia en el momento en que se efectuó la 
inversión. 


3. Salvo acuerdo en contrario por el inversor, las 
transferencias se efectuarán a la tasa de cambio aplica- 
ble en la fecha de la transferencia conforme a las regla- 
mentaciones cambiarias en vigor. 


Artículo 7” 


Solución de Controversias entre un inversor y 
una Parte Contratante 


1. Toda controversia que surja entre un inversor de 
una Parte Contratante y la otra Parte Contratante relati- 
va a una inversión efectuada en el territorio de esta 
última, será objeto de negociaciones amistosas entre las 
partes en controversia. 


2. Si la controversia no hubiera podido ser así solu- 
cionada en el término de seis meses a partir de su notifi- 
cación, el inversor podrá someter la controversia a: 
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a. los tribunales competentes de la Parte Contratante 
en cuyo territorio se realizó la inversión; o 


b. a arbitraje internacional conforme a las disposi- 
ciones del párrafo 3 de este artículo. 


La elección por parte del inversor de uno u otro de 
los procedimientos antes mencionados será final, salvo 
que las partes en la controversia lo acuerden de otro 
modo. 


3. En caso de arbitraje internacional, la controversia 
será sometida a elección del inversor, a: 


a. el Centro Internacional de Arreglo de Controver- 
sias Relativas a Inversiones (CIADTI), creado por la “Con- 
vención sobre Arreglo de Controversias Relativas a las 
Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Esta- 
dos”, abierta a la firma en Washington el 18 de marzo 
de 1965; hasta que la citada Convención sea ratificada 
por la República Oriental del Uruguay, la controversia 
podrá ser sometida a arbitraje bajo las normas del Me- 
canismo Complementario del CIADI para la Adminis- 
tración de Conciliación, Arbitraje y Procedimientos de 
Decisión; o 


b. un tribunal de arbitraje creado para cada caso, 
que será establecido de conformidad con los principios 
enunciados en el artículo 8” de este Acuerdo. 


4. Cada Parte Contratante consiente por el presente, 
el sometimiento de cualquier controversia sobre inver- 
siones, para su solución, al arbitraje obligatorio, confor- 
me a la elección ejercida por el inversor de acuerdo a lo 
dispuesto por este artículo. 


5. El Tribunal Arbitral dirimirá una controversia de 
conformidad con aquellas reglas de derecho que hayan 
sido convenidas para las partes. En ausencia de acuer- 
do, el Tribunal aplicará la legislación de la Parte Con- 
tratante involucrada en la controversia, incluyendo sus 
normas referentes a conflictos de leyes y aquellas nor- 
mas de derecho internacional que sean aplicables. 


6. La sentencia arbitral será definitiva y obligatoria 
para las partes en la controversia. 


7. Toda suma recibida o a pagar como resultado de 
un laudo será libremente transferible en una moneda de 
uso corriente. 


Artículo 8" 


Controversias entre las Partes Contratantes 


1. Las controversias que surgieren entre las Partes 
Contratantes relativas a la interpretación o aplicación 
del presente Acuerdo serán, en lo posible, solucionadas 
por la vía diplomática, la cual podrá incluir, si ambas 
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Partes Contratantes lo desean, su remisión a una Comi- 
sión Bilateral compuesta por representantes de ambas 
Partes Contratantes. 


2. Si una controversia entre las Partes Contratantes 
no pudiera ser dirimida de esa manera dentro de los seis 
meses subsiguientes a la notificación de la controversia, 
ésta será sometida, a solicitud de cualquiera de las Par- 
tes Contratantes, a un tribunal arbitral. 


3. Dicho tribunal arbitral será constituido para cada 
caso particular de la siguiente manera: dentro de los dos 
meses subsiguientes a la recepción del pedido de arbi- 
traje, cada Parte Contratante designará un miembro del 
tribunal. Estos dos miembros elegirán a un nacional de 
un tercer Estado quien, con la aprobación de ambas 
Partes Contratantes, será nombrado Presidente del tri- 
bunal. El Presidente será nombrado dentro de los dos 
meses subsiguientes a la fecha de designación de los 
otros dos miembros. 


4. Si dentro de los plazos previstos en el apartado 
(3) de este artículo no se hubieran efectuado las desig- 
naciones necesarias, cualquiera de las Partes Contratan- 
tes podrá, en ausencia de otro arreglo, invitar al Secre- 
tario General de la Corte Permanente de Arbitraje de La 
Haya (en adelante: la “CPA”), a que se proceda a los 
nombramientos necesarios. Si el Secretario General de 
la CPA es nacional de cualquiera de las Partes Contra- 
tantes o estuviera impedido de cumplir dicha función 
por cualquier causa, el Subsecretario General de la CPA, 
que no sea nacional de cualquiera de las Partes Contra- 
tantes, será invitado a realizar las designaciones necesa- 
rias. 


5. El tribunal arbitral tomará su decisión por mayo- 
ría de votos. Tal decisión será obligatoria para ambas 
Partes Contratantes. Cada Parte Contratante sufragará 
los gastos de su miembro del tribunal y de su represen- 
tación en el procedimiento arbitral; los gastos del Presi- 
dente, así como los demás gastos serán sufragados en 
partes iguales por las Partes Contratantes. El tribunal 
determinará su propio procedimiento. 


Artículo 9” 
Subrogación 


Si una Parte Contratante o su Agencia designada (en 
adelante la “Primera Parte Contratante”) realizara un 
pago en virtud de un contrato de seguro o garantía otor- 
gado con respecto a una inversión en el territorio de la 
otra Parte Contratante (en adelante: la “Segunda Parte 
Contratante”), la Segunda Parte Contratante reconoce- 
rá: 


a. la asignación a la Primera Parte Contratante por 
ley o mediante transacción de todos los derechos y títu- 
los de la parte indemnizada,; y 
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b. que la Primera Parte Contratante está facultada 
para ejercer dichos derechos y hacer valer dichos títulos 
en virtud de la subrogación en la misma medida que la 
parte indemnizada, y asumirá las obligaciones relacio- 
nadas con la inversión. 


Artículo 10 
Aplicación de otras normas 


Además de lo previsto en este Acuerdo, en caso que 
disposiciones del ordenamiento jurídico de cualquiera 
de las Partes Contratantes u obligaciones existentes de- 
rivadas del derecho internacional o que se establezcan 
en el futuro entre las Partes Contratantes, sean genera- 
les o específicas, otorguen a las inversiones de inverso- 
res de una de las Partes Contratantes un tratamiento más 
favorable que el brindado por el presente Acuerdo, di- 
chas disposiciones prevalecerán sobre este Acuerdo en 
la medida que sean más favorables. 


Artículo 11 
Aplicación del Acuerdo 


Las disposiciones del presente Acuerdo se aplicarán 
a todas las inversiones realizadas antes o después de la 
entrada en vigor del presente Acuerdo, pero no se apli- 
carán a ningún reclamo o controversia que hubiera sur- 
gido antes de su entrada en vigor. 


Artículo 12 
Entrada en vigor 


Cada Parte Contratante notificará a la otra Parte Con- 
tratante por escrito a través de la vía diplomática el 
cumplimiento de sus procedimientos jurídicos internos 
requeridos para la entrada en vigor del presente Acuer- 
do. Este Acuerdo entrará en vigor en la fecha de la 
última notificación. 


Artículo 13 
Vigencia y Terminación 


El presente Acuerdo permanecerá en vigor por un 
período de diez (10) años. Luego continuará en vigor 
hasta la expiración de un plazo de doce (12) meses a 
partir de la fecha en que cualquiera de las Partes Con- 
tratantes notifique por escrito a la otra Parte Contratan- 
te su decisión de dar por terminado este Acuerdo. Con 
respecto a las inversiones realizadas mientras esté en 
vigor el presente Acuerdo, sus disposiciones continua- 
rán en vigor por un período de diez (10) años después 
de la fecha de terminación y sin perjuicio de la aplica- 
ción, de allí en adelante, de las normas del derecho 
internacional general. 
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En fe de lo cual, los suscritos, debidamente autori- 
zados al efecto, suscriben el presente Acuerdo. 


Hecho en Jerusalén, el 30 de marzo de 1998, que 
corresponde al día 3 de Nissan 5758, en dos copias origi- 
nales, en los idiomas español, hebreo e inglés, siendo 
todos los textos igualmente auténticos. En caso de diver- 
gencia en la interpretación, prevalecerá el texto en inglés. 


Luce firma Luce firma 
POR EL GOBIERNO DE LA POR EL GOBIERNO DEL 
REPUBLICA ORIENTAL ESTADO DE ISRAEL 
DEL URUGUAY 


Protocolo 


Al firmar el Acuerdo entre el Gobierno de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y el Gobierno del Estado de 
Israel para la Promoción y Protección Recíprocas de las 
Inversiones; 


Tomando en consideración las disposiciones del ar- 
tículo 6” de los Acuerdos para la Promoción y Protec- 
ción Recíproca de Inversiones, celebrado entre el Go- 
bierno del Estado de Israel y los Gobiernos de Polonia, 
Hungría y Rumania en 1991; 


Las Partes han acordado las siguientes disposiciones 
que constituyen parte integrante de dicho Acuerdo: 


Las disposiciones del artículo 3% del Acuerdo para 
la Promoción y Protección Recíprocas de Inversiones, 
no se interpretarán como la obligación del Estado de 
Israel de extender a los inversores de la República Orien- 
tal del Uruguay los beneficios de cualquier tratamiento 
o preferencia resultantes de las definiciones de “inver- 
sión” o “reinversión” y de las disposiciones del artículo 
6” contenidas en los Acuerdos para la Promoción y Pro- 
tección Recíproca de Inversiones celebrados entre el 
Gobierno del Estado de Israel y los Gobiernos de Polo- 
nia, Hungría y Rumania en 1991. 


El Gobierno del Estado de Israel notificará en su 
caso y sin demora al Gobierno de la República Oriental 
del Uruguay que dichos Acuerdos han sido modificados 
de forma tal que este Anexo resulte innecesario. La re- 
ferida notificación implicará la nulidad del presente 
Anexo. 


Hecho en Jerusalén, el 30 de marzo de 1998, que 
corresponde al día 3 de Nissan 5758, en dos copias 
originales en los idiomas hebreo, español e inglés, sien- 
do los tres textos igualmente auténticos. 


En caso de divergencia en la interpretación, prevale- 
cerá el texto en inglés. 


Luce firma Luce firma 
POR EL GOBIERNO DE LA POR EL GOBIERNO DEL 
REPUBLICA ORIENTAL ESTADO DE ISRAEL» 


DEL URUGUAY 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: por medio de este 
proyecto de ley se busca aprobar un Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno del 
Estado de Israel para la Promoción y Protección Recíprocas de 
Inversiones. 


Este Acuerdo ha estado en la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales desde 1998 en virtud de que son marcos jurídicos que 
han sido objeto de un análisis bastante profundo y allí fue 
aprobado en mayoría, aconsejando también al Senado su apro- 
bación. 


El Acuerdo constituye un adecuado marco jurídico que va 
a regular una trascendente materia en el ámbito de las relacio- 
nes bilaterales uruguayo-israelíes, propendiendo la creación de 
condiciones favorables para la radicación de inversiones de 
capital de inversionistas de cada Parte Contratante en el terri- 
torio de la otra. 


El artículo 2? establece que cada Parte Contratante promo- 
verá y creará condiciones favorables para la radicación de in- 
versiones de la otra Parte Contratante, las cuales recibirán un 
trato justo y equitativo, gozando de protección y seguridad en 
su territorio. 


En el artículo 4” se recoge como principio que las inversio- 
nes de inversores de cualquiera de las Partes Contratantes no 
serán nacionalizadas, expropiadas ni sujetas a medidas que 
tengan efectos equivalentes al de nacionalización o expropia- 
ción en el territorio de la otra Parte Contratante, salvo por 
razones de utilidad pública relacionadas con las necesidades 
internas de esa Parte Contratante sobre una base no discrimi- 
natoria y contra una compensación inmediata, adecuada y efec- 
tiva. 


Finalmente, corresponde destacar que en los artículos 7* y 
8” se regula lo relacionado con la solución de controversias 
que puedan surgir entre un inversor de una Parte Contratante y 
la otra Parte Contratante en relación a las inversiones efectua- 
das en el territorio de esta última; así como las controversias 
que puedan surgir entre las Partes Contratantes respecto de la 
interpretación o aplicación del Acuerdo, las que serán solucio- 
nadas por la vía diplomática. 


El presente Acuerdo contiene asimismo un Protocolo, el 
que también ha sido suscrito en Jerusalén el día 30 de marzo 
del corriente año, disponiendo que el cuerpo y texto de este 
documento constituyen parte integrante de dicho instrumento 
jurídico. 
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Considerando la importancia otorgada por el Uruguay al 
fomento de las inversiones como condición indispensable para 
el crecimiento económico y el bienestar social, el presente 
Acuerdo con el Estado de Israel constituye un instrumento 
eficaz para la consecución de esos objetivos. 


En consecuencia, señor Presidente, la Comisión de Asuntos 
Internacionales resolvió por mayoría aconsejar al Senado la 
aprobación de este Acuerdo. 


Formulamos moción en ese sentido. 
SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: como el Senado 
ya está en conocimiento, nosotros no acompañamos la vota- 
ción afirmativa de la ratificación de este tipo de Tratados que 
han sido sometidos a la consideración del Cuerpo en los últi- 
mos años, porque casi todos ellos -salvo excepciones- contie- 
nen una cláusula que se la caracteriza como de prórroga de 
jurisdicción, lo que quiere decir que el inversor puede salir de 
la jurisdicción nacional a su placer. Lo dice el artículo 7”, que 
establece que si no hay arreglo amistoso, el inversor podrá 
someter la controversia a los tribunales competentes de la Par- 
te Contratante en cuyo territorio se realizó la inversión, o al 
arbitraje internacional, conforme a las disposiciones del párra- 
fo 3, etcétera. 


Entendemos que de acuerdo con la tradición jurídica del 
país no es admisible la prórroga de jurisdicción y, por lo tanto, 
no acompañamos el texto del Acuerdo en su conjunto, porque 
acá no se puede votar un artículo y no votar los otros. Se vota 
un solo artículo que es el que ratifica o no el cuerpo del Trata- 
do. De modo que por esta razón no vamos a acompañar la 
Iniciativa. 


SEÑOR SANABRIA. Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: en virtud de cier- 
tas consideraciones políticas que así lo aconsejan, propongo 
que se postergue la votación de este Acuerdo para la próxima 
sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la propuesta formu- 
lada por el señor Senador Sanabria. 


(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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26) CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPU- 
BLICA Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE 
RUMANIA SOBRE COOPERACION EN EL CAM- 
PO SANITARIO-VETERINARIO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en quinto término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Convenio entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de Rumania 
sobre Cooperación en el Campo Sanitario-Veterinario. (Carp. 
N* 1233/1998 - Rep. N* 159/2000).” 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1233/98 
Rep. N* 159/00 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y 
Pesca 


Montevideo, 19 de mayo de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, numeral 
20 de la Constitución de la República, a fin de reiterar 
el Mensaje de fecha 3 de noviembre de 1998 que se 
adjunta, por el cual se solicita la aprobación parlamen- 
taria del Convenio entre el Gobierno de la República y 
el Gobierno de Rumania sobre Cooperación en el Cam- 
po Sanitario-Veterinario, suscrito en Bucarest el 3 de 
setiembre de 1998. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el pres- 
tiglo internacional de la República los fundamentos que 
en su oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecu- 
tivo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aproba- 
ción del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Guillermo Valles, Gonzalo 
González. 

Montevideo, 19 de mayo de 2000. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Convenio entre el 
Gobierno de la República y el Gobierno de Rumania 
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sobre Cooperación en el Campo Sanitario-Veterinario, 
suscrito en Bucarest el 3 de setiembre de 1998. 


Guillermo Valles, Gonzalo González. 
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INFORME 
Al Senado: 


El mismo fue suscrito en Bucarest, el 3 de setiembre 
de 1998 y se inscribe en la política del Poder Ejecutivo 
de crear un marco jurídico que sirva de base formal a la 
diversificación de los mercados, para nuestras exporta- 
ciones. 


Ambos gobiernos serán denominados Partes Contra- 
tantes, al tomar la decisión de extender y desarrollar la 
cooperación recíproca en el campo veterinario para la 
protección contra las enfermedades animales y las cau- 
sadas por productos de origen animal incluidos produc- 
tos de la pesca, que representen riesgo para la salud 
animal y la salud veterinaria. 


Asimismo procura estrechar más las relaciones entre 
ambos países, facilitar el comercio recíproco de anima- 
les, material genético para reproducción, otros produc- 
tos de origen animal, medicamentos, productos para uso 
de medicina veterinaria, nutrición animal y otros pro- 
ductos que puedan influir en la salud animal y salud 
pública veterinaria. 


Por lo anteriormente expuesto las Partes Contratan- 
tes han decidido: 


- Cooperar con respecto a la protección de los terri- 
torios de sus Estados contra la transmisión de enferme- 
dades animales durante la importación, la exportación y 
el tránsito de los materiales y productos anteriormente 
mencionados. 


- Las autoridades sanitarias veterinarias en la aplica- 
ción del convenio son: 


Por Uruguay, la Dirección General de Servicios Ga- 
naderos y la Dirección General del Instituto Nacional 
de Pesca del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


Por Rumania, la Agencia Nacional Sanitaria Veteri- 
naria del Ministerio de Agricultura y Alimentación. 


- Dichas autoridades acordarán las actividades recí- 
procas para simplificar la ejecución de procedimientos 
de importación, exportación y tránsito de animales y los 
productos especificados en este convenio, para el con- 
trol sanitario en frontera, teniendo en cuenta los regla- 
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mentos de sus legislaciones, como los de la Unión Eu- 
ropea y la Organización Mundial del Comercio. 


Las autoridades sanitarias veterinarias de las Partes 
Contratantes suministrarán inmediatamente, en forma re- 
cíproca las siguientes informaciones: 


19. - Ocurrencia en alguno de sus territorios de sus 
Estados enfermedades estipuladas en la lista A de la 
OIE (Oficina Nacional de Epizootias), incluidas espe- 
cies, número de animales afectados, área de difusión, 
base del diagnóstico y acciones tomadas para prevenir y 
controlar las enfermedades. 


2”. - Enfermedades infecciosas estipuladas en listas 
A y B de la OIE, por intercambio mensual de boletines. 


3”. - Condiciones sanitarias veterinarias y el espéci- 
men de certificados sanitarios respecto a lo previsto por 
las Partes Contratantes. 


Se informarán sobre las acciones de prevención to- 
madas en caso de las enfermedades anteriormente men- 
cionadas (lista A de la OIE), en territorios de países 
vecinos. 


Las Partes Contratantes apoyarán la cooperación en- 
tre autoridades sanitarias veterinarias así como institu- 
ciones uruguayas y rumanas que utilizan los logros cien- 
tíficos y tecnológicos en dichos campos. 


Los gastos ocasionados serán abonados por cada par- 
te, respetando la legislación interna. 


Este convenio entrará en vigencia 60 días a partir de 
la fecha de la última notificación en cada una de las 
Partes Contratantes notifique a la otra sobre su culmina- 
ción, de los procesos internos necesarios para su apro- 
bación. 


Por lo expresado anteriormente, se recomienda la 
aprobación del presente Convenio. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 2000. 


Wilson Sanabria (Miembro Informante), 
Alberto Couriel, Carlos Julio Pereyra, 
Juan Adolfo Singer. Senadores. 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


Montevideo, 3 de noviembre de 1998. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración, de confor- 
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midad con lo dispuesto por el artículo 168 numeral 20 y 
el artículo 85 numeral 7 de la Constitución de la Repú- 
blica, el adjunto proyecto de ley por el cual se aprueba 
el Convenio entre el Gobierno de la República y el 
Gobierno de Rumania sobre Cooperación en el Campo 
Sanitario-Veterinario, suscrito en Bucarest el 3 de se- 
tiembre de 1998. 


El Convenio se inscribe en la política del Poder Eje- 
cutivo de crear un marco jurídico adecuado que sirva de 
base formal a la diversificación de los mercados para 
nuestras exportaciones. En el caso de Rumania el pro- 
ceso se inició con la renovación en 1996 del Acuerdo 
Comercial entre ambos países que databa de 1974. 


El Instrumento jurídico que se adjunta tiene como 
objetivo fundamental ampliar la colaboración en la ma- 
teria entre ambos países a fin de asegurar condiciones 
sanitarias satisfactorias de sus animales, de manera de 
reducir el riesgo de enfermedades infecciosas, contagio- 
sas O parasitarias. 


En el artículo 1? las Partes Contratantes se compro- 
meten a cooperar en materia de protección de sus res- 
pectivos territorios contra la introducción y la transmi- 
sión de enfermedades en las operaciones de comercio 
exterior de animales, y en general de todos aquellos 
materiales y productos que puedan influir en la salud 
animal y la salud pública veterinaria. 


De acuerdo a lo establecido por el artículo 2*, las 
Autoridades sanitarias-veterinarias competentes de las 
Partes Contratantes serán la Dirección General de Ser- 
vicios Ganaderos y la Dirección General del Instituto 
Nacional de Pesca del Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca de la República, y la Agencia Nacional 
Sanitaria-Veterinaria del Ministerio de Agricultura y Ali- 
mentación de Rumania. 


El Convenio establece la colaboración entre las Par- 
tes Contratantes mediante el intercambio de informacio- 
nes sobre materias tales como las enfermedades anima- 
les que ocurran en sus territorios y las acciones de pre- 
vención tomadas en los casos de aparición de las mis- 
mas (artículo 4”). 


El artículo 5” amplía la cooperación a las disciplinas 
del área científica y tecnológica aplicables en el Campo 
Sanitario-Veterinario a través, entre otros, del intercam- 
bio de visitas de trabajo de especialistas y personal cien- 
tífico, informaciones sobre el manejo de material gené- 
tico y biotecnológico animal, así como de los reglamen- 
tos sobre manufactura, prueba, registro y comercializa- 
ción de los productos veterinarios. 


El artículo 7” se refiere, entre otros temas, al proce- 
dimiento a seguir en caso de surgir disputas concernien- 
tes a la interpretación y aplicación del presente Conve- 
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nio, las cuales se solucionarán en primera instancia, por 
negociaciones directas entre las autoridades sanitarias- 
veterinarias de las Partes Contratantes. En caso de no 
llegarse a un acuerdo durante las negociaciones mencio- 
nadas, las controversias serán analizadas por una Comi- 
sión Conjunta integrada por dos veterinarios y un abo- 
gado de cada Parte Contratante. 


Al considerar la fructífera lucha que nuestro país ha 
llevado adelante contra las enfermedades de origen ani- 
mal y la importancia de mantener un alto nivel de salud 
animal, así como el potencial del mercado rumano, y de 
Europa oriental en general para las exportaciones de 
carnes nacionales, es que el Poder Ejecutivo manifiesta 
su interés en la pronta entrada en vigor del presente 
Convenio, para lo cual solicita la correspondiente apro- 
bación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Julio María Sanguinetti PRESIENTE DE 
LA REPUBLICA, Roberto Rodríguez Pio- 
li, Sergio Chiesa. 


Montevideo, 3 de noviembre de 1998. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Apruébase el Convenio sobre Co- 
operación en el Campo Sanitario-Veterinario entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de Rumania, suscrito en Bucarest el 3 de se- 
tiembre de 1998. 


Roberto Rodríguez Pioli, Sergio Chiesa. 


CONVENIO 
ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO 
DE RUMANIA SOBRE COOPERACION EN 
EL CAMPO SANITARIO-VETERINARIO 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el Gobierno de Rumania, en adelante denominados las 
Partes Contratantes, al tomar la decisión de extender y 
desarrollar la cooperación recíproca en el campo veteri- 
nario, para asegurar la adecuada protección contra las 
enfermedades animales y contra las causadas por pro- 
ductos de origen animal, incluyendo los productos de la 
pesca, que puedan representar un riesgo para la salud 
animal y la salud pública veterinaria, y con el deseo de 
desarrollar aun más las relaciones entre los dos países, 
de facilitar el comercio recíproco de animales, material 
genético para reproducción, productos de origen ani- 
mal, medicamentos, otros productos para el uso de la 
medicina veterinaria, nutrición animal y otros productos 
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que pueden influir en la salud animal y salud pública 
veterinaria, han decidido lo siguiente: 


ARTICULO 1” 


Las Partes Contratantes cooperarán con respecto a 
la protección de los territorios de sus Estados contra la 
introducción y la transmisión de enfermedades animales 
durante la importación, la exportación y el tránsito de 
los animales, material genético para reproducción, pro- 
ductos de origen animal, medicamentos, otros produc- 
tos para el uso de la medicina veterinaria, nutrición ani- 
mal y otros productos que puedan influir en la salud 
animal y salud pública veterinaria. 


ARTICULO 2” 


Las autoridades sanitarias veterinarias competentes 
de las Partes Contratantes en la aplicación del Convenio 
son: 


1. - La Dirección General de Servicios Ganaderos y 
la Dirección General del Instituto Nacional de Pesca del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca del Uru- 


guay. 


2. - La Agencia Nacional Sanitaria Veterinaria del 
Ministerio de Agricultura y Alimentación de Rumania. 


ARTICULO 3” 


Las autoridades sanitarias veterinarias competentes 
de las Partes Contratantes acordarán sus actividades re- 
cíprocas para simplificar la ejecución de los procedi- 
mientos de importación, exportación y tránsito de los 
animales, productos contemplados en este convenio que 
se someten al control sanitario veterinario en las fronte- 
ras, tomando en cuenta los reglamentos de sus legisla- 
ciones nacionales, así como los de la Unión Europea y 
de la Organización Mundial del Comercio. 


ARTICULO 4” 


1. - Las autoridades sanitarias veterinarias compe- 
tentes de las Partes Contratantes suministrarán inmedia- 
tamente, una a la otra, las siguientes informaciones: 


a) la ocurrencia en el territorio de sus Estados de las 
enfermedades estipuladas en la lista A de la Oficina 
Internacional de Epizootias (OIE), incluyendo especies, 
número de animales afectados por la enfermedad y el 
área de difusión de las enfermedades, la base del diag- 
nóstico y el tipo de acciones tomadas para prevenir y 
controlar las enfermedades; 


b) las enfermedades infecciosas de los animales, es- 
tipuladas en las listas A y B de la OIE, por el intercam- 
bio mensual de boletines; 


CAMARA DE SENADORES 


c) las condiciones sanitarias veterinarias y el espéci- 
men de los certificados sanitarios veterinarios para im- 
portación, exportación y tránsito de animales y produc- 
tos contemplados en el presente convenio que puedan 
influir en la salud animal y salud pública veterinaria. 


2. - Las autoridades sanitarias veterinarias compe- 
tentes de las Partes Contratantes se informarán recípro- 
camente, de inmediato, sobre las acciones de preven- 
ción tomadas en caso de que las enfermedades estipula- 
das en la lista A de la OIE se presenten en el territorio 
de los países vecinos. 


ARTICULO 5” 


1. - Las Partes Contratantes apoyarán la cooperación 
entre las autoridades competentes sanitarias veterinarias 
y las instituciones uruguayas y rumanas que utilizan los 
logros científicos y tecnológicos en el campo sanitario 
veterinario por intermedio de: 


a) intercambio de experiencia y conocimientos so- 
bre temas relacionados con la medicina veterinaria; 


b) cooperación entre las autoridades sanitarias vete- 
rinarias competentes e instituciones veterinarias; 


c) intercambio de informaciones y visitas de trabajo 
efectuados por los especialistas y por el personal cientí- 
fico; 


d) intercambio de revistas profesionales o de otras 
publicaciones sanitarias veterinarias; 


e) intercambio de información sobre actividad sani- 
taria veterinaria, previsiones y reglamentos legales pu- 
blicados al respecto; 


f) intercambio de información, reglamentos y espe- 
cialistas en el campo de la manufactura, prueba, registro 
y comercialización de los productos veterinarios; 


g) intercambio de experiencia e información sobre 
manejo de material genético y biotecnología animal. 


2. - Las Partes Contratantes permitirán a sus autori- 
dades sanitarias veterinarias competentes realizar con- 
troles recíprocos en los establecimientos y unidades ex- 
portadoras de animales, productos contemplados en este 
Convenio que pueden influir en la salud animal y la 
salud pública veterinaria. 


ARTICULO 6” 


Los gastos ocasionados por la aplicación de las pre- 
visiones del presente Convenio serán abonados por cada 
Parte Contratante, respetando su legislación interna. 
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ARTICULO 7” 


1. - Los representantes de las autoridades sanitarias 
veterinarias competentes de las Partes Contratantes se 
encontrarán cuando sea necesario en lugares y en perío- 
dos acordados recíprocamente. 


2. - Cualquier disputa concerniente a la interpreta- 
ción y aplicación del presente Convenio se solucionará 
por negociaciones directas entre autoridades sanitarias 
veterinarias competentes de las Partes Contratantes. 


3. - En caso de no llegarse a un acuerdo durante las 
negociaciones mencionadas en el numeral 2, las discre- 
pancias entre las Partes Contratantes con respecto a la 
implementación del presente Convenio serán analizadas 
por una Comisión Conjunta. La Comisión será integra- 
da por dos veterinarios y un abogado de cada Parte 
Contratante. 


La Comisión se reunirá a pedido de una de las Par- 
tes Contratantes en un lapso de 30 días desde la fecha 
de solicitud de tal reunión por una de las Partes Contra- 
tantes, en el territorio de su Estado. La reunión será 
presidida alternativamente por un miembro de cada de- 
legación. 


ARTICULO $8” 


El presente Convenio no afecta los derechos y las 
obligaciones de las Partes Contratantes que resultan de 
la firma de otros Acuerdos Internacionales por las Par- 
tes Contratantes en el campo sanitario veterinario. 


ARTICULO 9” 


Este Convenio entrará en vigencia 60 días a partir 
de la fecha de la última notificación en que cada una de 
las Partes Contratantes notifique a la otra sobre la cul- 
minación de los procedimientos internos necesarios para 
su aprobación. 


ARTICULO 10 


El presente Convenio se firma por un período de 5 
años y será automáticamente prorrogado por otros 5 
años, salvo que una de las Partes Contratantes notifique 
a la otra Parte Contratante, con un lapso de por lo me- 
nos 6 meses de antelación del vencimiento de la validez 
del respectivo período, sobre su intención de denunciar 
este Convenio. 


ARTICULO 11 


A la entrada en vigor del presente CONVENIO, el 
“CONVENIO SANITARIO VETERINARIO entre la 
República Oriental del Uruguay y la República Socia- 
lista de Rumania” firmado en Montevideo el 5 de abril 
de 1974 queda anulado. 
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Firmado en Bucarest, el día 3 del mes de setiembre 
de 1998, en dos ejemplares originales en los idiomas 
español, rumano e inglés, siendo igualmente válidos to- 
dos los textos. En caso de diferencia de interpretación, 
el texto en idioma inglés prevalecerá. 


POR EL GOBIERNO DELA — POR EL GOBIERNO DE 


LA REPUBLICA ORIENTAL DEL RUMANIA 
URUGUAY 
Luce firma Luce firma» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: en lo que respec- 
ta al Convenio entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República de Rumania sobre 
Cooperación en el Campo Sanitario-Veterinario, debemos se- 
ñalar que ha cobrado fortalecimiento debido, evidentemente, a 
los sucesos vinculados con la fiebre aftosa. Este Convenio fue 
suscrito en Bucarest el 3 de setiembre de 1998, y se inscribe en 
la política del Poder Ejecutivo de crear un marco jurídico que 
sirva de base formal a la diversificación de los mercados para 
nuestras exportaciones. 


Obviamente, ambos Gobiernos tomaron la decisión de ex- 
tender y desarrollar la cooperación recíproca en el campo vete- 
rinario para la protección contra las enfermedades animales y 
las causadas por productos de origen animal, incluidos los de 
la pesca, que representen riesgo para la salud animal y la salud 
veterinaria. 


Asimismo, procura estrechar más las relaciones entre am- 
bos países, facilitar el comercio recíproco de animales, mate- 
rial genético para reproducción, otros productos de origen ani- 
mal, medicamentos, productos para uso de medicina veterina- 
ria, nutrición animal y otros que puedan influir en la salud 
animal y la salud pública veterinaria. 


Por lo anteriormente expuesto, las Partes Contratantes han 
decidido cooperar con respecto a la protección de los territo- 
rios de sus Estados contra la transmisión de enfermedades ani- 
males durante la importación, la exportación y el tránsito de 
los materiales y productos antes mencionados. 


Las autoridades sanitarias veterinarias en la aplicación del 
Convenio son: por el Uruguay, la Dirección General de Servi- 
cios Ganaderos y la Dirección General del Instituto Nacional 
de Pesca del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; por 
Rumania, la Agencia Nacional Sanitaria Veterinaria del Minis- 
terio de Agricultura y Alimentación. Dichas autoridades acor- 
darán las actividades recíprocas para simplificar la ejecución 


40-C.S. CAMARA DE SENADORES 


de procedimientos de importación, exportación y tránsito de 
animales y los productos especificados en este Convenio para 
el control sanitario en frontera, teniendo en cuenta tanto los 
reglamentos de sus legislaciones como los de la Unión Euro- 
pea y la Organización Mundial del Comercio. 


Las autoridades sanitarias veterinarias de las Partes Contra- 
tantes suministrarán inmediatamente, en forma recíproca, las 
siguientes informaciones: 1” - ocurrencia, en alguno de los 
territorios de sus Estados, de enfermedades estipuladas en la 
lista A de la OIE (Oficina Internacional de Epizootías), inclui- 
das especies, número de animales afectados, área de difusión, 
base del diagnóstico y acciones tomadas para prevenir y con- 
trolar las enfermedades. 2” - Enfermedades infecciosas estipu- 
ladas en las listas A y B de la OIE por intercambio mensual de 
boletines. 3” - Condiciones sanitarias veterinarias y el espéci- 
men de certificados sanitarios respecto a lo previsto por las 
Partes Contratantes. 


Se informará sobre las acciones de prevención tomadas en 
los casos de las enfermedades anteriormente mencionadas (lis- 
ta A de la OIB), en territorios de países vecinos. 


Las Partes Contratantes apoyarán la cooperación entre au- 
toridades sanitarias veterinarias, así como instituciones uru- 
guayas y rumanas que utilicen los logros científicos y tecnoló- 
gicos en dichos campos. 


Los gastos ocasionados serán abonados por cada parte, res- 
petando la legislación interna. 


Este Convenio entrará en vigencia a los sesenta días, a 
partir de la fecha de la última notificación, de cada una de las 
Partes Contratantes, luego de la culminación de los procesos 
necesarios para su aprobación. 


Es evidente, entonces, que este tema tiene una actualidad 
muy importante en virtud de los éxitos obtenidos, a pesar de la 
desgracia que significó este pequeño foco de aftosa en el de- 
partamento de Artigas. 


Por otra parte, convenios similares a éste son los que nos 
han permitido a los uruguayos reconocernos a nosotros mis- 
mos, haciendo muy bien las cosas en este campo, tal como ha 
ocurrido en los últimos diez o veinte años, en lo que tiene que 
ver con el relacionamiento técnico y científico en el área de la 
sanidad animal. Tan es así que a los pocos días de esta circuns- 
tancia anormal para el país, la seriedad de esos convenios con 
otros países y organismos mundiales hizo que volviera la espe- 
ranza al sector agropecuario, al Gobierno y a los uruguayos en 
general. 


En definitiva, creo que estos convenios nos aseguran, pre- 
cisamente, en el marco de la reciprocidad científica, técnica y 
comercial que debemos mantener con países como éstos, que 
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hagamos las cosas bien y que exijamos que los demás países lo 
reconozcan, a los efectos de tener el reconocimiento que he- 
mos logrado en los últimos tiempos. 


En consecuencia, la Comisión de Asuntos Internacionales 
aconseja, por unanimidad, al Senado la aprobación de este 
Convenio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


“Artículo Unico.- Apruébase el Convenio entre el 
Gobierno de la República y el Gobierno de Rumania 
sobre Cooperación en el Campo Sanitario-Veterinario, 
suscrito en Bucarest el 3 de setiembre de 1998”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


27) CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE CON- 
FLICTOS DE LEYES EN MATERIA DE ADOPCION 
DE MENORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en sexto término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba la Convención Interamericana sobre 
Conflictos de Leyes en Materia de Adopción de Menores, 
suscrita por la República en la Tercera Conferencia Especia- 
lizada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado. 
(Carp. N” 159/2000 - Rep. N* 160/2000).” 


(Antecedentes:) 


6 de Marzo de 2001 


«Carp. N* 159/00 
Rep. N” 160/00 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 2 de mayo de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, numeral 
20 de la Constitución de la República, a fin de reiterar 
el Mensaje de fecha 24 de mayo de 1995 que se adjun- 
ta, por el cual se reiteran las solicitudes de fecha 3 de 
mayo de 1988 y 7 de enero de 1992, de aprobación 
parlamentaria de la Convención Interamericana sobre 
Conflictos de Leyes en Materia de Adopción de Meno- 
res, suscrita por la República en la Tercera Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derecho Internacio- 
nal Privado, que tuviera lugar en La Paz, del 15 al 24 
de mayo de 1984. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el pres- 
tigio internacional de la República los fundamentos que 
en su oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecu- 
tivo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aproba- 
ción de la misma. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Didier Opertti, Antonio Mercader. 


Montevideo, 2 de mayo de 2000. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase la Convención Intera- 
mericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Adop- 
ción de Menores, suscrita por la República en la Tercera 
Conferencia Especializada Interamericana sobre Dere- 
cho Internacional Privado, que tuviera lugar en La Paz, 
del 15 al 24 de mayo de 1984. 


Didier Opertti, Antonio Mercader. 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


La Convención Interamericana sobre conflictos de 
leyes en materia de Adopción de Menores surge de la 
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Tercera Conferencia Especializada Interamericana so- 
bre Derecho Internacional Privado que tuviera lugar en 
La Paz, del 15 al 24 de mayo de 1984. 


Los Gobiernos de los Estados Miembros de la Orga- 
nización de los Estados Americanos deseosos de con- 
certar una convención sobre conflictos de leyes en 
materia de adopción de menores, han acordado lo si- 
guiente: 


Se aplicará a la adopción de menores bajo las for- 
mas de adopción plena, legitimación adoptiva y otras 
instituciones afines, que equiparen al adoptado a la con- 
dición de hijo cuya filiación esté legalmente estableci- 
da, cuando el adoptante (o adoptantes) tenga su domicilio 
en un Estado Parte y el adoptado su residencia habitual 
en otro Estado Parte. 


Cualquier Estado Parte podrá declarar, al momento 
de firmar o ratificar esta Convención, o de adherirse a 
ella, que se extiende su aplicación a cualquier otra for- 
ma de adopción internacional de menores. 


La ley de la residencia habitual del menor regirá la 
capacidad, consentimiento y demás requisitos para ser 
adoptado, así como cuáles son los procedimientos y for- 
malidades extrínsecas necesarios para la constitución del 
vínculo. 


Se establece qué debe regir la ley del domicilio y en 
el supuesto de que los requisitos de la ley del adoptante 
(o adoptantes) sean manifiestamente menos estrictos a 
los señalados por la ley de la residencia habitual del 
adoptado, regirá la ley de éste. 


Las adopciones que se ajusten a la presente Conven- 
ción surtirán sus efectos de pleno derecho, en los Esta- 
dos Partes, sin que pueda invocarse la excepción de la 
institución desconocida. 


Los requisitos de publicidad y registro de la adop- 
ción quedan sometidos a la ley del Estado donde deben 
ser cumplidos. 


En las adopciones regidas por esta Convención las 
autoridades que otorgaren la adopción podrán exigir que 
el adoptante acredite su aptitud física, moral, psicológi- 
ca y económica, a través de instituciones públicas o 
privadas cuya finalidad específica se relacione con la 
protección del menor. 


En caso de adopción plena, legitimación adoptiva y 
figuras afines: 


a.las relaciones entre adoptante (o adoptantes) y 
adoptado, inclusive las alimentarias y las del adoptado 
con la familia del adoptante se regirán por la misma ley 
que rige las relaciones del adoptante con su familia le- 
gítima. 
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b.los vínculos del adoptado con su familia de origen 
se considerarán disueltos. Sin embargo subsistirán los 
impedimentos para contraer matrimonio. 


En casos de adopciones distintas a las citadas, las 
relaciones entre adoptante y adoptado se rigen por la 
ley del domicilio del adoptante. 


En los casos de adopción plena, legitimación adopti- 
va y figuras afines, el adoptado, el adoptante y la fami- 
lia de éste, tendrán los mismos derechos sucesorios que 
corresponden a la filiación legítima. 


Serán competentes en el otorgamiento de las adop- 
ciones a que se refiere esta Convención, las autorida- 
des del Estado de la residencia habitual del adoptado. 


Las autoridades de cada Estado Parte podrán rehu- 
sarse a aplicar la ley declarada competente por esta Con- 
vención cuando dicha ley sea manifiestamente 
contraria a su orden público. 


Las adopciones otorgadas conforme al derecho in- 
terno, cuando el adoptante y el adoptado tengan domi- 
cilio o residencia habitual en el mismo Estado Parte, 
surtirán efectos de pleno derecho en los demás Estados 
Partes, sin perjuicio de que tales efectos se rijan por la 
ley del nuevo domicilio del adoptante. 


En función de lo expuesto, proponemos al Cuerpo la 
aprobación del Acuerdo. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 2000. 


Wilson Sanabria (Miembro Informante), Al- 
berto Couriel, Carlos Julio Pereyra, Juan 
Adolfo Singer. Senadores. 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 24 de mayo de 1995. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Doctor Hugo Batalla: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de reiterar los Mensajes de fechas 3 de 
mayo de 1988 y 7 de enero de 1992, cuyo texto se 
transcribe, por el que se solicita la aprobación de las 
Convenciones suscritas por la República en la Tercera 
Conferencia Especializada Interamericana sobre Dere- 
cho Internacional Privado que convocada por la Organi- 
zación de los Estados Americanos tuviera lugar en La 
Paz, del 15 al 24 de mayo de 1984, al permanecer vi- 
gentes para los intereses de la República, los mismos 
fundamentos que en su oportunidad ameritaron su en- 
vío: 
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“El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo de conformidad con el artículo 168, inciso 20 
de la Constitución de la República a efectos de someter 
a su consideración para la correspondiente aprobación 
legislativa las Convenciones suscritas por la República 
en la Tercera Conferencia Especializada Interamericana 
sobre Derecho Internacional Privado que convocada por 
la Organización de los Estados Americanos tuviera lu- 
gar en La Paz, del 15 al 24 de mayo de 1984. 


Las Convenciones aprobadas en dicha Conferencia, 
(en adelante CIDIP III), cuyos textos separados se acom- 
pañan, son las siguientes: 


1. - Convención Interamericana sobre Conflictos de 
Leyes en Materia de Adopción de Menores; 


2. - Convención Interamericana sobre Personalidad 
y Capacidad de las Personas Jurídicas en el Derecho 
Internacional Privado; 


3. - Convención Interamericana sobre Competencia 
en la Esfera Internacional para la Eficacia Extraterrito- 
rial de las Sentencias Extranjeras; 


4. - Protocolo Adicional a la Convención Interame- 
ricana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero. 


Tales Convenciones y el Protocolo Adicional fueron 
suscritos en la sesión de clausura, celebrada el día 24 de 
mayo de 1984, por delegados de los siguientes países: 
Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, Ecuador, México, Ni- 
caragua, Perú, República Dominicana, República Orien- 
tal del Uruguay y Venezuela. 


Además de los ya mencionados, asistieron a la 
CIDIP III delegados de los siguientes países: Argenti- 
na, Costa Rica, Estados Unidos, Guatemala, Haití, Hon- 
duras y Paraguay. 


La solicitud de aprobación de los precitados instru- 
mentos interamericanos de Derecho Internacional Pri- 
vado se fundamenta en la exposición que se desarrolla a 
continuación: 


I) Antecedentes 


1. La conferencia es un órgano especializado de la 
Organización de los Estados Americanos, tal como lo 
prevé la Carta en el artículo 130. 


Hasta el presente tres han sido las conferencias Es- 
pecializadas Interamericanas de Derecho Internacional 
Privado: la CIDIP I, celebrada en Panamá (14 a 30 de 
enero de 1975), la CIDIP Il, reunida en Montevideo (23 
de abril a 8 de mayo de 1979), y la CIDIP III, cumplida 
en La Paz, en la fecha arriba indicada. 


2. En cuanto a las Convenciones aprobadas por la 
CIDIP T han sido: 
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1. - Convención Interamericana sobre Conflictos de 
Leyes en Materia de Letras de Cambio, Pagarés y Fac- 
turas; 


2. - Convención Interamericana sobre Conflictos de 
Leyes en materia de Cheques; 


3. - Convención Interamericana sobre Arbitraje Co- 
mercial Internacional; 


4. - Convención Interamericana sobre Exhortos o 
Cartas Rogatorias; 


5. - Convención Interamericana sobre Recepción de 
Pruebas en el Extranjero; 


6. - Convención Interamericana sobre Régimen Le- 
gal de los Poderes para ser utilizados en el Extranjero; 


Todas ellas, ratificadas por el Gobierno de la Repú- 
blica por Decreto-Ley N* 14,534 del 24 de junio de 
1976. 


3. Las Convenciones aprobadas por CIDIP II han 
sido: 


1. - Convención Interamericana sobre Conflictos de 
Leyes en materia de Cheques; 


2. - Convención Interamericana sobre Conflictos de 
Leyes en materia de Sociedades Mercantiles; 


3. - Convención Interamericana sobre Eficacia Ex- 
traterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Ex- 
tranjeros; 


4. - Convención Interamericana sobre Cumplimiento 
de Medidas Cautelares; 


5. - Convención Interamericana sobre Prueba e In- 
formación acerca del Derecho Extranjero; 


6. - Convención Interamericana sobre Normas Ge- 
nerales de Derecho Internacional Privado; 


7. - Convención Interamericana sobre Domicilio de 
las Personas Físicas en el Derecho Internacional Priva- 
do; 


8. - Protocolo Adicional a la Convención Interame- 
ricana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias. 


También aprobadas por el Gobierno de la República 
mediante Decreto-Ley N* 14.953 del 6 de noviembre de 
1979. 


4. La obra de las tres CIDIP ha tenido por objeto 
actualizar a nivel interamericano la normativa conven- 
cional de los Tratados de Derecho Internacional Priva- 
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do de Montevideo de 1889 y de 1939-40, así como el 
Código Bustamante aprobado en 1928 por la Sexta Con- 
ferencia Panamericana celebrada en La Habana. 


En tal sentido, se trata de una codificación progresi- 
va que procura, básicamente, regular los conflictos de 
leyes, propios del Derecho Internacional Privado clási- 
co, sin perjuicio de la aprobación de leyes uniformes 
para ciertas materias del tráfico internacional. 


En cuanto a las materias abordadas son varias; pre- 
domina la materia procesal -como se advierte de la nó- 
mina de las Convenciones- aún cuando también se 
alcanzan las materias civil y comercial. 


5. Existe en la obra de las CIDIP una hilazón deter- 
minada por el objeto abordado; en este sentido, a título 
de ejemplo, adviértese que la Convención aprobada por 
la CIDIP II sobre la Eficacia Extraterritorial de las Sen- 
tencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, ha sido com- 
plementada por la Convención aprobada por la CIDIP 
TIT sobre Competencia en la Esfera Internacional para la 
Eficacia de las Sentencias Extranjeras. 


Similar situación se constata en materia de Socieda- 
des Mercantiles y Personas Jurídicas. 


6. A modo de síntesis puede señalarse: 


a. en materia procesal se ha partido de la coopera- 
ción judicial internacional a través de la Convención 
Exhortos y Cartas rogatorias (CIDIP l) para extenderse 
luego a la regulación de los diferentes institutos del 
proceso jurisdiccional en la esfera internacional; 


b. en cuanto a las materias sustantivas, la obra de 
CIDIP abarca los instrumentos documentarios del co- 
mercio internacional (Cheques, Letras y Facturas), y las 
“sociedades mercantiles” como sujeto principal en el 
ámbito mercantil internacional; al extenderse a la Adop- 
ción Internacional de Menores, se incluye en la obra 
codificadora una típica figura del Derecho Civil de Fa- 
milia. 

7. Tal proceso codificador se ha visto reafirmado 
por la convocatoria de la CIDIP IV (RES. AG/RES. 
771 (XV-0/85) respecto de la cual el Gobierno urugua- 
yo ha anunciado su interés en ser sede, así como por el 


temario provisional de la reunión aprobado por el Con- 
sejo Permanente de la OEA, el que incluye: 


1. - Secuestro y Restitución de Menores; 


2. - Transporte Terrestre; 
3. - Contratación Internacional; 


4. - Obligaciones de Alimentos. 
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Además, como un quinto punto optativo, el divor- 
cio. 


8. Es preciso consignar que el creciente número de 
Estados ratificantes, según consta en las Tablas anexa, 
muestra de modo inequívoco la receptividad que ha te- 
nido y tiene en los países del sistema interamericano la 
Obra codificadora de la CIDIP. 


Igualmente, es oportuno señalar que las Delegacio- 
nes del Uruguay han cumplido en las tres CIDIP una 
destacada labor, teniendo a su cargo en todas ellas, al- 
gunas de las Relatorias, tal como se registra en el docu- 
mento anexo con indicación de las respectivas 
autoridades y división de las tareas de las Conferencias. 


Con ello no se ha hecho sino continuar una verdade- 
ra tradición nacional en el ámbito del Derecho Interna- 
cional Privado, magistralmente inaugurada por Gonzalo 
Ramírez en el Primer Congreso Sudamericano de Mon- 
tevideo de 1889, seguida por la brillante actuación del 
Profesor Alvaro Vargas Guillemette en el Segundo Con- 
greso de 1939-40, y llevada a un grado superior en el 
campo de la constitución doctrinaria por el eximio Pro- 
fesor Quintín Alfonsín. 


9. Finalmente, es importante establecer que las Con- 
venciones Interamericanas en vigor vienen siendo obje- 
to de aplicación por la jurisprudencia de los distintos 
Estados Partes y en lo que refiere en particular al Uru- 
guay, ello se advierte con frecuencia cada vez mayor en 
los respectivos repertorios especializados. 


IT. Análisis de las Convenciones 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTOS DE LEYES EN MATERIA 
DE ADOPCION DE MENORES 


I) Naturaleza del instituto y finalidad de la Con- 
vención 


La adopción constituye un instituto del Derecho Pri- 
vado cuya fuente se encuentra en la ley, que lo crea y lo 
regula en los diversos aspectos vinculados a los sujetos, 
modalidades y efectos, optando por uno u otro tipo de 
solución según las características por las cuales se incli- 
ne en definitiva la política legislativa de los Estados en 
la materia. 


El Derecho Internacional Privado se ve convocado a 
la regulación de la adopción cuando la categoría en 
juego involucra a más de un Estado -y a su orden jurídi- 
co- sea en el momento de la constitución del vínculo, 
sea posteriormente en el acto de la invocación de su 
eficacia extraterritorial y, en particular, de sus efectos. 


En el ámbito de los países del sistema interamerica- 
no en general, la adopción está prevista en los derechos 
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internos, los que carecen en la mayoría de los casos de 
normas nacionales sobre el tema destinadas a resolver 
las cuestiones jurídicas vinculadas al Derecho Interna- 
cional Privado y de modo especial, la cuestión de la ley 
y jurisdicción competente. Es por ello que la Conven- 
ción pretende llenar dicho vacío de previsión normati- 
va, con referencia al área internacional interamericana, 
sin que ello implique en modo alguno fijar pautas polí- 
ticas nacionales o internacionales en relación a la adop- 
ción, ni fomentándola ni desechándola como solución. 


Es preciso indicar aquí que la ley de la residencia 
habitual del menor, de conformidad con la Convención, 
rige la capacidad, consentimiento y demás requisitos 
para ser adoptado, así como los procedimientos y for- 
malidades extrínsecas para la constitución del vínculo. 


Queda garantizada de este modo la incumbencia, de- 
cisiva, del país del adoptado y sus propias políticas en 
materia de adopción internacional de menores. 


TI) Antecedentes de la Convención de La Paz 


El Cuarto Congreso Panamericano del Niño, cele- 
brado en Santiago de Chile en 1924, invitó a los gobier- 
nos americanos a incorporar a sus legislaciones la 
adopción de menores, como una institución favorable al 
adoptado y no sólo como medio de proveer descenden- 
cia. 


En las décadas de los años treinta y cuarenta se 
aprueban las primeras leyes en la materia y en Francia, 
en 1939. 


Este tipo de adopción plena cuya característica esen- 
cial es romper el vínculo anterior al tiempo que crea 
uno nuevo de carácter irrevocable, se incorpora a nues- 
tro sistema positivo en 1945. 


Este instituto se prevé en los textos internacionales 
interamericanos aún antes de su consagración en los 
derechos internos de los Estados latinoamericanos. En 
1928, el Código de Bustamante aprobado en La Habana 
(Sexta Conferencia Panamericana) trata de la adopción 
internacional en los Arts. 73 a 77. También el Tratado 
de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1940 
hace lo propio en los Arts. 23 y 24. 


A pesar de que a partir de la década del 40 adquiere 
incremento la adopción internacional por razones de In- 
dole diversa (disolución familiar, pobreza crítica, gue- 
rras y violencia, etc.), la Décima Asamblea General de 
la OEA, reunida en Washington resuelve incluirlo como 
tema de la CIDIP III. En 1981, la Undécima Asamblea 
General, reunida en Santa Lucía apoya la iniciativa del 
Instituto Inteamericano del Niño de llevar a cabo una 
reunión con el cometido de examinar el tema, la que 
tiene lugar en Quito en 1983. En ella, grupos de trabajo 
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interdisciplinarios (médico, sociológico y jurídico) inter- 
cambiaron valiosa información y llegaron a conclusio- 
nes que constituyeron el fundamento de la regulación 
posterior. El grupo de Derecho Internacional Privado 
optó por utilizar como documento básico de trabajo el 
preparado por el experto uruguayo, el que incluía un 
proyecto de Convención Interamericana de normas de 
conflicto que fue aprobado con algunas modificaciones. 
El proyecto de Quito fue elevado a consideración del 
Comité Jurídico Interamericano, el que en su período de 
sesiones de enero de 1984 aprobó un proyecto sobre 
conflicto de leyes en materia de adopción de menores. 
Este último proyecto, así como el de Quito y el presen- 
tado por la delegación uruguaya, constituyeron los do- 
cumentos básicos sobre los que trabajó la respectiva 
Comisión en La Paz más los que luego se agregaron, 
uno de Argentina, y otro de Nicaragua en materia de 
nacionalidad del adoptado. 


TIT) Examen de la Convención 


TI.1. Ambito de aplicación de la Convención y 
definición de la adopción internacional 


El Art. 1 dispone que la Convención “se aplicará a 
la adopción de menores bajo las formas de adopción 
plena, legitimación adoptiva y otras instituciones afines, 
que equiparan al adoptado a la condición de hijo cuya 
filiación esté legalmente establecida, cuando el adop- 
tante (o adoptantes) tenga su domicilio en un Estado 
Parte y el adoptado su residencia habitual en otro Esta- 
do Parte). 


Esta fórmula -a la vez que señala el carácter interna- 
cional de la categoría en relación a la conexión domici- 
lio o residencia en su caso- favorece las llamadas 
adopciones plenas y afines, habida cuenta del inconve- 
niente de la revocación de tales actos en la esfera inter- 
nacional. 


No obstante, el Art. 2” dispone que cualquier Estado 
Parte, en el momento de la firma, ratificación o adhe- 
sión, puede declarar que extiende su aplicación a cual- 
quier otra forma de adopción internacional de menores, 
de modo de posibilitar por esta vía, la extensión de la 
Convención también al tipo de adopciones simples. La 
fórmula resulta lógica en un sistema de conflicto donde 
en definitiva resulta aplicable la ley nacional escogida, 
aunque cabe señalar que la moderna tendencia, como en 
la Convención de Estrasburgo de 1968, lleva al despla- 
zamiento de la adopción simple por la plena. 


También pueden los Estados Partes “en todo mo- 
mento”, como señala el Art. 20, extender la Convención 
a las adopciones puramente internas, en las que adop- 
tante y adoptado tienen residencia en un mismo Estado 
“cuando de las circunstancias del caso concreto, a jui- 
cio de la autoridad interviniente, resulte que el adoptan- 
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te (o adoptantes) se proponga constituir domicilio en 
otro Estado Parte después de constituida la adopción. 


El Art. 25 por su parte establece el efecto extraterri- 
torial de pleno derecho de las adopciones internas, cuan- 
do adoptante y adoptado residan en un mismo Estado 
“sin perjuicio de que tales efectos se rijan por la ley del 
nuevo domicilio del adoptante (o adoptantes). 


TIT.2 La ley aplicable 


El Tratado de Derecho Civil de Montevideo de 1940 
consagra en el Art. 23, una solución de tipo acumulati- 
vo y regula la adopción internacional por las “leyes de 
los domicilios de las partes en cuanto sean concordan- 
tes, con tal de que el acto conste en instrumento públi- 
co. 


La Convención de La Paz se aparta de este antece- 
dente y distribuye entre la ley de la residencia habitual 
del menor y la del domicilio del adoptante la regulación 
de las condiciones de fondo de la adopción, atribuyén- 
doles, respectivamente, la capacidad, consentimiento y 
demás requisitos para ser adoptado... por un lado y a) la 
capacidad para ser adoptante; b) los requisitos de edad 
y estado civil del adoptante; c) el consentimiento del 
cónyuge del adoptante... y d) los demás requisitos para 
ser adoptante, por el otro (Arts. 3 y 4). 


En cuanto a los procedimientos y formalidades ex- 
trínsecas necesarias para la constitución del vínculo el 
Art. 3% los somete a la ley de residencia habitual del 
menor; solución conveniente pues esta última es a la 
vez la lex fori, ya que la competencia para el otorga- 
miento de las adopciones se atribuye por el Art. 15 a las 
autoridades del mismo Estado. 


La Convención se inclina por la ley del adoptado, 
atendiendo a las soluciones normativas señaladas; dicha 
opción se corrobora en el mismo Art. 4* precitado in 
fine, cuando establece que en el supuesto de que los 
requisitos de la ley del adoptante (o adoptantes) sean 
manifiestamente menos estrictos a los señalados por la 
ley de la residencia habitual del adoptado, regirá la ley 
de éste. Se señaló la ventaja de esta solución, pues al 
ser la ley escogida la del adoptado, se minimiza la posi- 
bilidad de aplicación del orden público internacional, 
que pudiere surgir por incompatibilidad entre las reglas 
vinculadas al menor y las del adoptante. 


TIT.3. La jurisdicción competente 


Las disposiciones relativas a la competencia interna- 
cional se circunscriben a efectuar su distribución en el 
espacio, obviando un pronunciamiento acerca de las au- 
toridades competentes para el otorgamiento de las adop- 
ciones en cada Estado, tal como se efectuara en la 
Reunión de Expertos de Quito. 


C.S.-45 


46-C.S. 


Los Arts. 15 y 16 establecen que el otorgamiento, la 
anulación y la revocación de la adopción son de la com- 
petencia de las autoridades del Estado de la residencia 
habitual del adoptado. 


Esta solución se aparta de los precedentes de la Re- 
unión de Expertos de Quito y del Proyecto del Comité 
Jurídico Interamericano, en los que resultaban compe- 
tentes las autoridades de los Estados de residencia habi- 
tual del adoptado y del adoptante, sea a opción del 
promotor de la adopción -en uno de los proyectos- o 
bajo otras alternativas. 


La regla finalmente aprobada implicaría el traslado 
de los adoptantes para concretar la adopción o consti- 
tuir apoderados que lleven a cabo las gestiones perti- 
nentes. Esta última modalidad -no prevista en la 
Convención- suscitó controversias, aunque cabe concluir 
de una interpretación contextual e histórica que ésta no 
prohibe la adopción por poder y que correspondería a la 
ley de residencia habitual del menor resolver acerca del 
punto, si se opta por una calificación que permita en- 
cuadrarla dentro de los procedimientos y formalidades 
previstos en el Art. 3%. 


En cuanto a la conversión de la adopción simple en 
plena, cabe indicar aquí que son competentes las autorl- 
dades del Estado de residencia habitual del adoptado al 
momento de la adopción o las del Estado donde tenga 
domicilio el adoptante o las del Estado donde tenga 
domicilio el adoptado cuando tenga domicilio propio al 
momento de pedirse la conversión (Art. 16 inc. 2). 


Los jueces del domicilio del adoptante, mientras el 
adoptado no constituya domicilio propio decidirán las 
cuestiones relativas a las relaciones entre adoptado y 
adoptante y entre las respectivas familias. 


11.4. Los efectos de la adopción 


Los artículos 9%, 10 y 11 prevén el régimen de los 
efectos de la adopción internacional, en una fórmula 
que supera tanto a la Convención de La Haya de 1964, 
que ignoró el punto, como a los Tratados de Montevi- 
deo de 1940, respecto del cual surgieron dudas interpre- 
tativas en cuanto a la eventual regulación implícita de 
dichos efectos en su formulación normativa. 


Al respecto, la Convención regula: 


- las relaciones de adoptante y adoptado en las adop- 
ciones plenas o equivalentes se regulan por la misma 
ley que rige las relaciones del adoptante (o adoptantes) 
con su familia legítima, incluyendo las relaciones ali- 
mentarias (Art. 99), 


- en las restantes formas de adopción rige la ley del 
domicilio del adoptante en las relaciones entre adoptan- 
te y adoptado; las relaciones entre este último y su fa- 
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milia de origen se regulan por la ley de residencia habi- 
tual del menor al momento de la adopción. 


- el Art. 11 inc. 2 establece que la adopción plena o 
equivalente equipara el hijo adoptivo al legítimo, norma 
de tipo material que impondría, para los Estados Partes, 
una modificación eventual en su legislación sucesoria. 
En cuanto a la ley aplicable a los derechos sucesorios 
entre adoptante y adoptado, el inc. 1 del mismo artículo 
dispone que se regulará por la ley de las respectivas 
sucesiones. Los impedimentos para contraer matrimo- 
nio no fueron objeto de previsión específica, simple- 
mente se menciona que subsisten entre el adoptado y su 
familia de origen (Art. 9” b.). Ello autoriza a interpretar 
que se regirían por la ley de la celebración, ya que es 
ésta la conexión por la que optaron nuestro sistema de 
Derecho Internacional Privado nacional y los Tratados 
de Montevideo. 


- el Art. 9 b. dispone que los vínculos entre el adop- 
tado y su familia de origen se considerarán disueltos, 
norma material que pone fin a toda discusión al respec- 
to y torna irrelevante la cuestión relativa a si dicha rup- 
tura integra los efectos de la adopción. 


TMI.5. Revocación, anulación y conversión 


Solo son revocables las adopciones simples, aspec- 
tos que se somete a la ley de residencia habitual del 
adoptado al momento de la adopción (Art. 12). 


La anulación se rige por la ley de su otorgamiento 
-la de la residencia habitual del adoptado- velándose 
por los intereses del menor de conformidad con el Art. 
19 de la Convención (Art. 14). El Art. 19 establece una 
solución favor negotii en favor de la validez de la adop- 
ción y en beneficio del adoptado, disponiéndose ade- 
más -en consonancia con la Convención sobre Normas 
Generales de Montevideo de 1979- que las leyes aplica- 
bles se interpretarán armónicamente. 


Se prevé la posibilidad de conversión de adopción 
simple en adopción plena, figura que tiende a favorecer 
las formas plenas de adopción y tiene antecedentes en 
los precitados documentos que sirvieron de anteceden- 
tes a la Convención (Art. 13). Ella se regirá, a elección 
del actor, por la ley de residencia habitual del adoptado 
-al momento de la adopción- o la del Estado donde 
tenga domicilio el adoptante -al momento de pedirse la 
conversión- conformidad mediante del menor de más de 
14 años. 


TIL6. La eficacia extraterritorial de las adopcio- 
nes internas 


La Convención consagra el efecto de pleno derecho 
de las adopciones internas en todos los Estados Partes 
(Art. 25). Se resuelve con ello un problema frecuente, 
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en una solución -ley del nuevo domicilio del adoptante- 
que difiere de la prevista para los efectos de la adop- 
ción internacional plena, cuya ley aplicable es la misma 
que rige las relaciones del adoptante con su familia le- 
gítima (la cual podría no ser la del domicilio del adop- 
tante). Tendríamos entonces una ley diversa para los 
efectos, según fuera la adopción interna o internacional. 


En cuanto a los efectos de pleno derecho de estas 
adopciones, serían las consustanciales a la institución, 
como el parentesco, el nombre, la patria potestad, el 
derecho alimentario, los impedimentos matrimoniales. 


11.7. La institución desconocida y el orden públi- 
co internacional 


El Art. 5* establece que las adopciones surtirán efec- 
tos de pleno derecho en los Estados Partes, sin que 
pueda invocarse la excepción de institución desconoci- 
da. Se avanza aún más que en la prealudida Convención 
sobre Normas Generales de 1979, que condiciona el 
mecanismo al criterio de la analogía. Aunque cabe ad- 
vertir que resulta obvio que no podría darse el caso de 
que la adopción fuere desconocida por los Estados cu- 
yas leyes intervienen en su constitución, aspecto que 
fuera así consignado en los antecedentes. 


La fórmula de orden público (Art. 18) es similar a la 
recogida en las restantes Convenciones del ámbito de 
las CIDIP, aunque cabe destacar ciertas limitaciones es- 
pecíficas como en el Art. 5%, en el Art. 4? in fine (requi- 
sitos para adoptar), el referido Art. 19, etc. 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
PERSONALIDAD Y CAPACIDAD DE LAS PERSO- 
NAS JURIDICAS EN EL DERECHO INTERNACIO- 
NAL PRIVADO 


D El campo de aplicación de la Convención 


La Convención abarca tres grandes categorías de per- 
sonas jurídicas, las personas jurídicas privadas, el Esta- 
do y las personas jurídicas de derecho público actuando 
en actividad privada y las personas jurídicas internacio- 
nales, cuya regulación y características pasaremos a ana- 
lizar seguidamente. 


ID Las personas jurídicas privadas 


II. 1. Ambito pasivo y definición 


El Art. 1? se refiere a las personas jurídicas en gene- 
ral, constituidas en los Estados Partes, aunque la sede o 
domicilio se halle en un Estado no Parte. El mismo 
artículo introduce una definición uniforme de la perso- 
na jurídica, con la ventaja de que la misma podría ser 
aplicada a las relaciones con los Estados no signatarios 
en los casos ante los tribunales de un Estado signatario. 
Sería persona jurídica toda entidad que tenga existencia 
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y responsabilidad jurídica, toda entidad que tenga exis- 
tencia y responsabilidad propias, distintas a las de sus 
miembros o fundadores y que sea calificada como per- 
sona jurídica por la ley de su constitución. El Art. 1* in 
fine refiere a categorías especiales de personas jurídicas 
que podrán regularse por convenciones específicas. Es 
este el caso de la Convención sobre Sociedades Mer- 
cantiles de 1979 que regula ese tipo de personas jurídi- 
cas y que debe integrar sus eventuales vacíos o lagunas 
dentro de su propio sistema; no así respecto de las so- 
ciedades civiles -excluidas del campo de aplicación de 
la mencionada Convención sobre Sociedades- las que, 
s1 fueren personas jurídicas, entrarían en el ámbito de 
aplicación de la Convención sobre personas jurídicas en 
su análisis. 


11.2. La circunstancia de aplicabilidad 


La constitución en alguno de los Estados Parte es la 
circunstancia que hace aplicable la Convención, aspecto 
denominado por la doctrina en el campo del derecho 
material uniforme internacional como circunstancia de 
aplicabilidad. Naturalmente que ello es diferente del fac- 
tor de conexión o conexión, en sentido estricto, propio 
de las normas en conflicto -mayoría de los Tratados de 
Montevideo, por ejemplo- que lleva a la determinación 
de la ley aplicable, sin regular por sí la relación, aunque 
la precitada circunstancia resulta especialmente útil, en 
cuanto señala con precisión los casos que en definitiva 
se conectan con la Convención por inclusión preceptiva 
de su ámbito de aplicación. 


IL.3. El lugar de la constitución 


Se reitera -en el método empleado y en sus términos 
específicos- la definición de la ley del lugar de constitu- 
ción de la Convención de Sociedades Mercantiles de 
1979, en cuanto el Art. 2* dispone que aquélla es la del 
Estado donde se cumplan los requisitos de forma y fon- 
do requeridos para la creación de dicha persona. 


En consecuencia, la Convención no sería aplicable a 
las personas jurídicas que, teniendo su sede social en un 
Estado Parte, han sido constituidas en un Estado no 
Parte. Situación diversa ocurre cuando el lugar de cons- 
titución y de sede se encuentran en Estados diferentes, 
pero ambos Estados son Parte de la Convención. Para 
este caso se prevé -de modo equivalente a como ocurre 
en la precitada Convención sobre Sociedades Mercanti- 
les- la posibilidad de que la persona jurídica sea obliga- 
da a cumplir con los requisitos de la ley de la sede (Art. 
5%, con la finalidad de impedir, en ambas Convencio- 
nes, el fraude a la ley. 


Es destacable que el relieve asignado al lugar de 
constitución se proyecta en forma significativa sobre la 
ley aplicable a la personalidad y a la capacidad, aspec- 
tos que, tal como se verá a continuación, conllevan un 
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retorno a la fórmula del Tratado de Derecho Civil de 
Montevideo de 1989 y el abonado de la del Tratado de 
1940. 


11.4. La existencia y capacidad 


Se trabajó sobre la base del proyecto del Comité 
Jurídico Interamericano y de un proyecto presentado 
por la delegación uruguaya que tuviera decisiva influen- 
cia sobre el texto final aprobado. 


La existencia y capacidad se someten a la ley del 
lugar de constitución, la que también abarca el funcio- 
namiento, disolución y fusión (Art. 2%). La norma apro- 
bada es más amplia que la propuesta por el Comité y 
que la Convención de Sociedades Mercantiles de 1979, 
ya que ninguna de ellas es aplicable a la fusión. La 
mención del funcionamiento se vincula puramente al 
interno, ya que el ejercicio de la actividad está previsto 
en el Art. 4?. 


TI.5. El reconocimiento 


También en este punto, se aprecia su equivalencia 
de soluciones respecto de la Convención sobre Socieda- 
des Mercantiles de 1979. Se consagra en el Art. 3* el 
reconocimiento de pleno derecho, sin perjuicio de la 
facultad de comprobación de la existencia de la persona 
jurídica. La norma resulta adecuada y coherente con un 
sistema jurídico que adopta como ley reguladora la de 
constitución. 


11.6. La capacidad de ejercicio 
a. La ley aplicable 


El Art. 4” dispone que para el ejercicio de actos 
comprendidos en el objeto social de las personas jurídi- 
cas privadas, regirá la ley del estado donde se realicen 
tales actos. Aunque con intención similar, resulta más 
precisa la fórmula adoptada en la Convención de Socie- 
dades Mercantiles donde se dispone que la ley del lugar 
de actuación regula la capacidad de ejercicio. La redac- 
ción de 1984 podría inducir en confusión en cuanto 
aparece como regulado por dicha ley “el ejercicio de 
actos” y no la capacidad misma, siendo ésta la interpre- 
tación adecuada, tal como surge de los antecedentes. 


b. El ejercicio directo o indirecto: acertada elimi- 
nación de la distinción 


Luego de un amplio debate se resolvió no incorpo- 
rar la distinción recogida en el Art. 4* de la Convención 
sobre Sociedades Mercantiles. La multiplicidad de ca- 
sos de dudosa inclusión abarcados para la calificación 
de ejercicio indirecto provocaron críticas y complejida- 
des interpretativas respecto de aquella designación, cir- 
cunstancia que determinó la vuelta a fórmulas anteriores, 
en las que dicha distinción no se recogía. 
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c. La supresión de la habitualidad 


En este aspecto sí, se reitera la solución de la Con- 
vención sobre Sociedades Mercantiles que recoge la fór- 
mula de los Tratados de Derecho Civil de Montevideo 
de 1989 y deja de lado la de 1940, por fundamentos 
análogos a los expresados en IV.2. La dificultad de pre- 
cisar el alcance de ejercicio habitual auspicia su elimi- 
nación y coloca en manos de la jurisprudencia la 
identificación concreta de cuando se verifica el ejerci- 
cio de actos comprendidos en el objeto social, o, mera- 
mente, se trate de actos preparatorios. 


11.7. La representación 


El Art. 6” contempla la actuación de representantes 
fuera del lugar de constitución de la persona jurídica, 
modalidad natural de actuación dentro del reconocimien- 
to de pleno derecho que la propia Convención prevé y 
dispone, acerca de la legitimación procesal del repre- 
sentante de la persona jurídica para responder de pleno 
derecho a los reclamos y demandas que contra ellas 
pudieran intentarse con motivo de los actos en cuestión. 


TIT) El Estado y demás personas jurídicas de De- 
recho Público 


Al Derecho Internacional Privado siempre le pre- 
ocupó la cuestión del Estado extranjero actuando como 
sujeto de Derecho Privado. Ello estaba previsto ya en el 
Tratado de Montevideo de Derecho Civil de 1989 (Art. 
3”) y en el mismo de 1940 (Art. 39) extendiéndolo a las 
demás personas jurídicas de derecho público extranje- 
ras. 


La Convención asegura el reconocimiento de pleno 
derecho de la personalidad jurídica del Estado y perso- 
nas de derecho público (Art. 7%) sometiéndola a dos 
limitaciones: las restricciones establecidas por la ley lo- 
cal y, en particular, las relativas a actos jurídicos refe- 
rentes a derechos reales. Además, se salvaguarda el 
derecho a invocar la inmunidad de jurisdicción (Art. 7 
in fine). La Convención se limita a sentar ciertas pautas 
muy generales, ya que la fijación de los límites de los 
derechos y obligaciones a que puedan estar sujetos los 
Estados extranjeros es competencia de la ley local, la 
cual será, en definitiva, la que determinará la extraterri- 
torialidad de pleno derecho de la personalidad jurídica 
en cada caso. 


El Estado extranjero no está en principio sujeto a 
admisión; de ahí la importancia de identificar sus potes- 
tades como sujeto de derecho. 


Cabe aclarar que cuando la actividad estatal se reali- 
ce a través de una sociedad mercantil, dicha actividad 
no estaría regulada por la Convención de 1984 sino por 
la de 1979 sobre Sociedades Mercantiles, que no distin- 
gue entre sociedades privadas y públicas. 
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IV) Las personas jurídicas internacionales 
IV.1. Alcance extensivo de la categoría 


El Art. 8” sigue, en este tema, los conceptos básicos 
de los proyectos del Comité Jurídico Interamericano, en 
especial el de 1983 que contempla a las personas jurídi- 
cas internacionales emanadas de resoluciones de un Or- 
ganismo Internacional. 


En atención a sus antecedentes, el referido artículo 
tendría el alcance que sigue: 


a) Comprende a los sujetos secundarios o derivados 
del acuerdo entre Estados. 


b) Se trata de sujetos públicos en virtud del nexo 
que mantienen, por su génesis, con los Estados. Esta- 
rían, en ciertos aspectos, regulados por el Derecho In- 
ternacional Público, sin perjuicio de que la Convención 
los abarque en su calidad de sujetos de Derecho Inter- 
nacional Privado. 


c) La personalidad jurídica los convierte en entes 
independientes respecto de su Estado de creación y pue- 
den, en consecuencia, relacionarse con aquellos o con 
otros Estados. 


d) La Convención les atribuye personalidad jurídica 
de pleno derecho en los Estados Parte, aunque ella no 
surja del instrumento constitutivo. 


e) Entrarían en el campo de aplicación de la Con- 
vención, de modo amplio, todos los sujetos de derecho 
público surgidos del acuerdo entre los Estados o de 
resoluciones de un Organismo Internacional, sea éste de 
naturaleza política (OEA) o de otra índole (ALADI, 
Comisión Técnica Mixta de Salto Grande, Yaciretá, etc.). 


f) No quedarían comprendidas las organizaciones in- 
ternacionales no gubernamentales, cuya inclusión en el 
proyecto del Comité Jurídico Interamericano fuera ex- 
presamente rechazada. Quedarían, no obstante, inclui- 
das en la Convención, las personas interetáticas, si éstas 
fueran resultado de un acuerdo entre Estados y no ex- 
clusivamente de las propias personas jurídicas entre sí. 


1V.2. El Derecho aplicable 


a. La ley aplicable a la personalidad y a la vida 
interna 


El estatuto regulador de las personas jurídicas inter- 
nacionales surge del contenido del acuerdo internacio- 
nal o de la resolución que las crea. En consecuencia, se 
aplicará una ley nacional en tanto el acto constitutivo 
así lo determine. Dicha posibilidad no será, en este caso, 
consecuencia de un conflicto de leyes. 


CAMARA DE SENADORES 


La vida interna de la persona jurídica se sujetará a 
dicho acto constitutivo exclusivamente o complementa- 
do por desarrollos jurídicos posteriores vinculados al 
desenvolvimiento de la actividad de la propia entidad, 
cuando ello sea permitido. 


b. La ley aplicable al ejercicio 


La Convención dispone que estas entidades revisten, 
en todos los Estados Parte, la condición de sujetos de 
derecho privado; pueden actuar, en consecuencia, del 
mismo modo que las personas jurídicas privadas. Habi- 
da cuenta de que estas personas jurídicas pueden ser 
creadas por dos o más Estados Parte, pero no necesaria- 
mente por todos, queda abierta a la práctica la actitud 
de estos terceros países cuando las personas jurídicas 
actuaren en éstos, ya que la Convención guarda silencio 
al respecto. 


V) Conclusiones 


En síntesis: se trata de una Convención que ajustán- 
dose a criterios aceptados doctrinariamente tiende a es- 
tablecer dentro del sistema interamericano, normas 
ciertas y adecuadas con relación a la personalidad y 
capacidad de las personas jurídicas en el ámbito del 
Derecho Internacional Privado. 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
COMPETENCIA EN LA ESFERA INTERNACIONAL 
PARA LA EFICACIA EXTRATERRITORIAL DE LAS 
SENTENCIAS EXTRANJERAS 


I) Antecedentes 


La Convención Interamericana sobre Eficacia Extra- 
territorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extran- 
jeros, suscrita en Montevideo en 1979, exigía como 
requisito procesal básico que el juez o tribunal senten- 
ciador tuviera competencia en la esfera internacional 
para conocer y juzgar del asunto de acuerdo con la ley 
del Estado donde la sentencia deba surtir efecto (Art. 2% 
inciso d). 


Dicha norma no conformó a la totalidad de los Es- 
tados participantes de la CIDIP II, al supeditar la efi- 
cacia extraterritorial del fallo a las soluciones que en 
materia de competencia hubiera establecido el Estado 
receptor. 


La nueva Convención aprobada en La Paz en 1984 
tiene por finalidad posibilitar la debida aplicación de la 
Convención de 1979, evitando conflictos de jurisdic- 
ción entre los Estados Parte del sistema interamericano, 
mediante normas expresas vinculantes sobre competen- 
cia internacional. 


Al pretender cumplirse en otro Estado contratante la 
sentencia que pone fin a un litigio, el juez del Estado 
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receptor deberá apreciar -con arreglo a normas interna- 
cionales- si el juez de la causa era competente al dictar 
el fallo. 


Para el estudio del tema la CIDIP IT tuvo especial- 
mente en cuenta los documentos elaborados por la Pri- 
mera Reunión de Expertos en Derecho Internacional 
Privado -celebrada en Washington en abril de 1980- el 
proyecto de Convención elaborado por el Comité Jurí- 
dico Interamericano en 1982, y las modificaciones pro- 
puestas por la Delegación del Uruguay en la Conferencia, 
basadas en los estudios efectuados por la Sala de Dere- 
cho Internacional Privado del Instituto de Derecho y 
Relaciones Internacionales de la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales de Montevideo. 


IT) Características generales de la Convención 


A diferencia del sistema global, regulador de la com- 
petencia internacional, directa e indirecta, se ha acepta- 
do un sistema especial, regulador de la temática al 
exclusivo efecto del reconocimiento y ejecución de las 
sentencias extranjeras. 


Indice elocuente del gradualismo de la codificación 
interamericana contemporánea del Derecho Internacio- 
nal Privado. 


La Convención revela un intento de acercamiento 
entre las soluciones del sistema del Derecho Civil y del 
“Common Law”, lo que se refleja en algunas soluciones 
acordadas y en significativas exclusiones. 


Se trata, asimismo, de una Convención independien- 
te y autónoma, pudiendo los Estados que lo deseen ser 
únicamente partes en esta Convención de La Paz, sin 
quedar al mismo tiempo obligados a ratificar la Con- 
vención aceptada por la CIDIP II. Sin perjuicio de aque- 
llos Estados que deseen vincular ambos instrumentos y 
complementarlos puedan hacerlo a través de la declara- 
ción del artículo 12. 


La Convención es, en principio, favorable a aceptar 
criterios alternativos de competencia, admitiéndose con 
flexibilidad diversas posibilidades de actuación judicial. 
Como excepción se admiten criterios exclusivos para 
los accionamientos reales sobre bienes inmuebles y para 
aquellos derivados de la contratación mercantil interna- 
cional en que se haya pactado válidamente la jurisdic- 
ción. 


Las normas adoptadas son subsidiarias, en el sentido 
de que son aplicables si no coexisten otras -convencio- 
nales o consuetudinarias- más amplias y generosas (Art. 
8%. 


Finalmente, se trata de una reglamentación fragmen- 
taria que se limita exclusivamente a las situaciones que 
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contempla, sin posibilidades de extenderse a las mate- 
rias excluidas y sin pretensiones de configurar una nor- 
mativa completa y exhaustiva de la jurisdicción 
internacional indirecta (Art. 6%, acápite). 


III) Alcance de la Convención 


La Convención se aplica a las sentencias judiciales 
extranjeras en general, sean éstas constitutivas, declara- 
tivas o de condena. Quedan excluidos los laudos o sen- 
tencias arbitrales en tanto la Convención no rige en 
materia de arbitraje (Art. 6” literal 1). 


Los Estados Parte están facultados a extender el al- 
cance de la misma a las resoluciones que terminen el 
proceso, a las dictadas por autoridades que ejerzan al- 
guna función jurisdiccional y a las sentencias penales 
en cuanto se refieran a la indemnización de daños y 
perjuicios derivados del delito. 


Nuestro país no hizo uso de esta misma facultad al 
momento de ratificar la Convención de 1979 sobre Efi- 
cacia Extraterritorial de Sentencias y Laudos Arbitrales 
Extranjeros, caducando una posibilidad de extensión que 
en dicha Convención se justificaba. 


No resulta aconsejable, sin embargo, extender el ám- 
bito de esta Convención de 1984 en tanto los criterios 
de competencia indirecta de la misma no han sido pen- 
sados para actos de jurisdicción voluntaria ni tampoco 
existe base jurisdiccional que contemple los efectos ci- 
viles de las sentencias penales. 


IV) Ambito espacial y material de aplicación 


Se circunscribe en forma precisa el ámbito geográfi- 
co en el artículo primero de la Convención, compren- 
diéndose a las sentencias dictadas por un órgano 
jurisdiccional de un Estado Parte. 


Dicho marco regional no descarta la posibilidad de 
alcanzarse eventualmente a aquellas sentencias extrare- 
gionales dictadas en cualquier otro Estado ajeno al sis- 
tema interamericano, que se haya adherido a la 
Convención. 


La Convención se aplicará exclusivamente a los fa- 
llos dictados en materia civil o comercial -no obstante 
no haberlo indicado de modo expreso- quedando ex- 
cluidos los fallos en cuestiones laborales (Art. 6”, literal 


2). 


Se eliminan del ámbito de la Convención, de acuer- 
do al artículo 6” determinadas materias, como por ejem- 
plo, capacidad de las personas físicas, divorcio, sucesión 
testamentaria o intestada, daños y perjuicios de natura- 
leza extracontractual, cuestiones marítimas y aéreas, etc. 
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Las materias excluidas, en su casi totalidad, se inspi- 
ran en las Convenciones sobre competencia y ejecución 
de decisiones del Mercado Común Europeo de 1968 y 
1970 y de La Haya de 1971, así como en el Convenio 
Franco-Español de 1969, instrumentos todos ellos limi- 
tativos del campo de su aplicación material. 


Se ha buscado evitar áreas muy complejas y suma- 
mente sensibles al orden público de los Estados, en las 
que también los sistemas del “Common” y “Civil Law” 
varían sustancialmente. 


Algunas de las categorías excluidas, como las pen- 
siones alimenticias y la responsabilidad extracontrac- 
tual deberán ser contempladas en una próxima instancia 
codificadora, encontrándose incluidas en el temario ten- 
tativo de la CIDIP IV. 


V) Análisis de los criterios de competencia indi- 
recta 


La Convención clasifica en cuatro secciones, los cri- 
terios de competencia indirecta aceptados, tomando como 
base la naturaleza de las acciones: 


A. Acciones personales de naturaleza patrimonial; 
B. Acciones reales sobre bienes muebles corporales; 
C. Acciones reales sobre bienes inmuebles; y 


D. Acciones derivadas de contratos mercantiles inter- 
nacionales. 


A. Acciones personales de naturaleza patrimonial 


Siguiendo una terminología ya empleada en el Tra- 
tado de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 
1940 (Art. 56 inc. 3%) se prevén en esta sección cuatro 
supuestos que dicen relación con las especiales caracte- 
rísticas del demandado o con sus actitudes procesales 
en el juicio. 


Tratándose de personas físicas se acepta el criterio 
tradicional del domicilio o residencia habitual del de- 
mandado, de plena adaptación en los distintos sistemas 
jurídicos coexistentes en la región. El texto aprobado 
sigue los lineamientos de la Convención Interamericana 
sobre Domicilio de las Personas Físicas en el Derecho 
Internacional Privado, aprobada en la CIDIP II, que al 
identificar el domicilio con el lugar de la residencia 
habitual de la persona se pliega a la concepción objeti- 
va. 


Siendo un criterio de competencia en la esfera inter- 
nacional, y no de competencia interna del órgano inter- 
viniente, resulta acertada la precisión establecida de que 
se requiere el domicilio en el territorio del Estado Parte 
donde fue pronunciada la sentencia. 


CAMARA DE SENADORES 


Para el caso de acciones contra personas jurídicas, 
sociedades civiles o comerciales de carácter privado se 
sigue también el criterio del domicilio, el que se identi- 
fica con el lugar del establecimiento principal. Se acep- 
ta también como criterio alternativo -para ambas formas 
societarias- el lugar de constitución de la sociedad. 


Aunque no existe definición en el propio documento 
del sentido a darse a la expresión establecimiento prin- 
cipal, del análisis de las deliberaciones emana que fue 
admitida como equivalente a sede de la administración 
central, coincidentemente con el Art. 5% de la Conven- 
ción Interamericana sobre Conflictos de Leyes en Mate- 
ria de Sociedades Mercantiles de 1979. 


Quedan excluidas del ámbito de la Convención las 
sociedades de carácter público, obviándose indirecta- 
mente un pronunciamiento sobre el delicado tema de la 
inmunidad de jurisdicción. 


Se prevén también los accionamientos contra sucur- 
sales, agencias o filiales de sociedades civiles o mer- 
cantiles de carácter privado, estableciéndose como base 
de jurisdicción válida el lugar en donde se realizan las 
actividades, objeto de las respectivas demandas. La nor- 
ma implica un desarrollo especial del principio general 
del domicilio para el caso concreto, en armonía con la 
solución dada por el Art. 3” inc. 2” del Tratado de Dere- 
cho Comercial Terrestre Internacional de Montevideo 
de 1940, que las considera domiciliadas en el lugar en 
donde funcionan, y sujetas a la jurisdicción de las auto- 
ridades locales, en lo concerniente a las operaciones 
que allí practiquen. 


Finalmente, en materia de fueros renunciables se ad- 
mite la autonomía de la voluntad como criterio atributi- 
vo de jurisdicción, pero limitada exclusivamente a la 
prórroga “post litem”, requiriéndose que el demandado 
haya consentido expresamente por escrito la competen- 
cia del juez o implícitamente a través de su compare- 
cencia en el juicio sin cuestionar la misma. 


B. Acciones reales sobre bienes muebles corpora- 
les 


La naturaleza de los bienes tiene influencia en la 
determinación de los jueces que deben conocer en las 
acciones reales que recaigan sobre los mismos. 


Tratándose de bienes muebles corporales la Conven- 
ción establece criterios alternativos, aceptando el tradi- 
cional que atribuye competencia a los jueces del lugar 
en que se encuentren situados al momento de la deman- 
da, así como los criterios vigentes en materia de accio- 
nes personales patrimoniales (Sección A del artículo 19). 


Queda excluidos del ámbito de la Convención los 
bienes muebles incorporales, de más difícil localización 
y regulados normalmente por convenciones específicas. 
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C. Acciones reales sobre bienes inmuebles 


La Convención recoge como criterio de competen- 
cia exclusivo en esta materia el del territorio del Estado 
Parte en que se hayan encontrado situados los bienes 
inmuebles, al momento de entablarse la demanda. Tem- 
peramento ya aceptado por los Tratados de Montevideo 
y el Código de Bustamente, y en general en el Derecho 
Comparado. 


No se tienen en cuenta, en cambio, a las acciones 
mixtas, por entenderse que esta clasificación podría no 
encontrar exacta ubicación dentro del sistema del “Com- 
mon Law”. 


D. Acciones derivadas de contratos mercantiles 
internacionales 


De modo excepcional la Convención recoge la auto- 
nomía de la voluntad como base atributiva de jurisdic- 
ción. Se establecen límites expresos atinentes a la 
materia, en tanto el criterio se admite sólo en el ámbito 
de la contratación mercantil internacional. La razonabi- 
lidad de la conexión entre la jurisdicción elegida y el 
objeto de la controversia y la ausencia de abusos en la 
determinación del Juez, como criterios restrictivos de la 
autonomía de las partes, quedan sujetos a la apreciación 
judicial, la que opera tanto en el proceso original como 
en la etapa de reconocimiento o ejecución del fallo. 


VD Jurisdicción de emergencia 


Se incorpora un nuevo criterio de competencia indi- 
recta, pensado para situaciones extremas en que existen 
conflictos negativos de jurisdicción internacional y de- 
terminado órgano judicial asume competencia para evi- 
tar denegación de justicia. 


La apreciación de las circunstancias en que asumió 
la competencia el tribunal que dictó la sentencia queda- 
rá siempre a criterio del tribunal requerido. 


VID Jurisdicción funcional 


Se contemplan los casos de contrademandas inde- 
pendientes y conexas, abarcándose las distintas situa- 
ciones que el tema ofrece en los sistemas procedimentales 
de los Estados Americanos. 


Si se considera la reconvención como una acción 
independiente -posibilidad bien conocida en los Estados 
Unidos de América- será reconocida la sentencia que 
decida la contrademanda solamente si se ha cumplido 
algún criterio de competencia aceptado por la Conven- 
ción. 


En caso de contrademanda estrechamente ligada a la 
demanda principal, segundo supuesto del Convenio, que- 
da satisfecho el requisito si ya hubo criterio jurisdiccio- 
nal cumplido respecto a la demanda principal. 
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VIID Competencia exclusiva del Estado requeri- 
do 


La competencia exclusiva estará regulada en la Con- 
vención de La Paz como excepción jurídica a través de 
la cual el Estado Parte receptor puede rechazar la efica- 
cia del fallo extranjero dentro de sus fronteras. 


El uso abusivo de esta norma puede desvirtuar el 
funcionamiento de la Convención aprobada. La inter- 
pretación contextual del Convenio de La Paz así como 
sus antecedentes inmediatos circunscriben -sin embar- 
go- la denominada competencia exclusiva a sus justos 
límites. 


En primer lugar, con rango de norma supranacional, 
la propia Convención contempla dos casos de compe- 
tencia exclusiva: en materia de acciones reales sobre 
bienes inmuebles y en materia de acciones derivadas de 
contratos mercantiles internacionales con pacto atributi- 
vo de jurisdicción válido. 


En segundo lugar, en las sesiones de la Reunión de 
Expertos de Washington, antecedente obligado de la 
CIDIP III, existió consenso de que la jurisdicción ex- 
clusiva siempre afecta el orden público internacional, 
aún cuando no se recogió en el documento aprobado la 
fórmula propuesta en este sentido por el Profesor Wer- 
ner Goldschmidt. 


Finalmente, cabe inferir a través de las actas de la 
Comisión que estudió el tema en la CIDIP IL, como 
interpretación auténtica del texto aprobado, que los par- 
ticipantes en dicho evento entendieron por competencia 
exclusiva aquella jurisdicción única basada en conside- 
raciones de orden público. 


Y al excluirse del ámbito de la Convención varias 
materias en las que prevalece el interés o el orden pú- 
blico (Art. 67), las posibilidades prácticas de la invoca- 
ción de la excepción quedan reducidas a la mínima 
expresión. 


XI) Sentencias provenientes de Estados con es- 
tructura federal 


Proviniendo el fallo extranjero de un Estado con 
estructura federal, es necesario que el mismo tenga ple- 
na eficacia en el país de origen y no solamente en la 
circunscripción política de donde emana. Resultaría iló- 
gico que la sentencia que no tenga plena eficacia intra- 
territorial pretenda desplegar eficacia extraterritorial. 


La norma aprobada resuelve acertadamente un pro- 
blema práctico que plantea el reconocimiento extraterri- 
torial de estas sentencias. 
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PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCION 
INTERAMERICANA SOBRE RECEPCION DE 
PRUEBAS EN EL EXTRANJERO 


I) Precisiones 


1. El Protocolo de La Paz, al igual que el de Monte- 
video de 1979 a la Convención Interamericana de Pana- 
má de 1975 sobre Exhortos o Cartas Rogatorias, busca 
conciliar el sistema latinoamericano de cooperación ju- 
rídica internacional de mero trámite y probatorio y el 
régimen del common law en la materia. El primero, 
fundado en la acción de cooperación de los tribunales 
del Estado donde deben diligenciarse las actuaciones al 
servicio del proceso foráneo y, el segundo, en la inter- 
vención de comisionados y agentes diplomáticos o con- 
sulares del país del juicio, acreditados ante el Estado 
donde deban efectuarse notificaciones e intimaciones u 
obtenerse pruebas. 


2. El texto prevé, en consecuencia, dos procedimien- 
tos respecto a la recepción de pruebas en el extranjero: 


a) diligenciamiento de rogatorias recibidas vía Au- 
toridades Centrales por los tribunales del país exhorta- 
do; y 


b) intervención de agentes diplomáticos o consula- 
res del Estado donde se desarrolla el proceso, que ac- 
tuarán donde se tramitará la prueba. 


3. Constituyen antecedentes inmediatos o directos 
del texto aprobado: el Proyecto presentado por la De- 
legación de los Estados Unidos de América en oca- 
sión de la CIDIP II de Montevideo de 1979, instancia 
en la que se resolviera encomendar a la Secretaría Ge- 
neral de la Organización de los Estados Americanos 
que, a través de la actual Subsecretaría de Asuntos Jurí- 
dicos, designara expertos para realizar estudios sobre el 
tema y convocara a una reunión a efectos de elaborar un 
anteproyecto: el Anteproyecto preparado -en cumpli- 
miento de la resolución anterior- por la Primera Re- 
unión de Expertos en Derecho Internacional Privado, 
celebrada en Washington en abril de 1980; y el Proyec- 
to del Comité Jurídico Interamericano de agosto de 1980. 


II) Ambito del Protocolo 
11.1. Ambito material 


4. Surge del Art. 18, una fuerte identidad entre el 
Protocolo y la Convención a la que accede, siendo úni- 
camente posible la adhesión o ratificación por aquellos 
Estados que a su vez hubieren ratificado o adherido a la 
Convención de 1975 sobre Recepción de Pruebas en el 
Extranjero. La vinculación señalada resulta igualmente 
del Art. 17, norma que ordena que las disposiciones del 
Protocolo sean interpretadas de modo que contemplen 
las de la Convención. 
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Las materias alcanzadas por el Protocolo, Art. 14, 
son asimismo, las regladas por la Convención -materias 
civil y mercantil, Art. 2* del texto de 1975- pudiendo 
ser ampliadas al tiempo de la firma, ratificación o adhe- 
sión a aquellas otras respecto a las cuales la propia 
regulación de Panamá admitía su extensión: criminal, 
laboral, contencioso-administrativa, juicios arbitrales 
(Art. 15 Convención sobre Recepción de Pruebas). 


11.2. Ambito espacial 


5. El Protocolo, al igual que los demás textos apro- 
bados en ocasión del proceso codificador constituido 
por las Conferencias Especializadas Interamericanas de 
Derecho Internacional Privado, se encuentra abierto tanto 
a los países miembros de la Organización de Estados 
Americanos, como a aquellos ajenos a la misma. (Art. 
18). 


TIO Las soluciones consagradas 


MI.1. Actividad de cooperación cumplida por tri- 
bunales del país donde deba diligenciarse la prueba 


6. La misma es reglada en los numerales l a IV del 
Protocolo, en base a la actuación de las Autoridades 
Centrales, que constituyen organismos especializados en 
cooperación jurídica internacional. A través de ellas, 
resulta posible la rápida remisión de exhortos entre tri- 
bunales de distintos países sin necesidad de legaliza- 
ción, atento al carácter oficial de la vía empleada, y han 
sido recibidos en el Derecho Internacional Privado Inte- 
ramericano por diversos textos multilaterales, algunos 
vigentes entre más de una docena de naciones (Conven- 
ciones de Panamá de 1975 sobre Exhortos o Cartas Ro- 
gatorias y Recepción de Pruebas en el Extranjero y de 
Montevideo de 1979 sobre Cumplimiento de Medidas 
Cautelares, etc.). Igualmente, diversos Convenios bila- 
terales vigentes entre nuestro país y otros del continen- 
te, organizan la cooperación en base a la existencia de 
Autoridades Centrales; v.gr., Convenios uruguayo-argen- 
tinos sobre Igualdad de Trato Procesal y Exhortos; Apli- 
cación e Información del Derecho Extranjero y 
Protección Internacional de Menores. 


a) Designación de Autoridades Centrales 


7. De acuerdo al Art. 1%, cada Estado designará una 
Autoridad Central y comunicará tal designación a la 
Secretaría General de la OEA. Con un criterio que bus- 
ca evitar dispersiones burocráticas y concentrar la acti- 
vidad en un único organismo especializado, la norma 
dispone que los países parte también del Protocolo Adi- 
cional de 1979 a la Convención Interamericana sobre 
Exhortos o Cartas Rogatorias de 1975, designen la mis- 
ma Autoridad Central. Nuestra República ha ratificado 
el Protocolo de 1979 y la Autoridad Central en relación 
al mismo, así como respecto a todos aquellos Tratados 
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internacionales que prevén su existencia, es la Asesoría 
Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacio- 
nal, organizada por Decreto N* 407/985 del 31 de julio 
de 1985 en el Ministerio de Educación y Cultura, al que 
se transfiere el organismo anteriormente constituido en 
la órbita del ex-Ministerio de Justicia, cuya nueva ubi- 
cación ha sido comunicada a la Secretaría General de la 
OEA. 


b. Empleo de formularios 


8. Con finalidad de simplificar la prestación de co- 
operación y uniformizar la redacción de exhortos en 
que se requiere la misma, así como las constancias del 
cumplimiento o no de las medidas impetradas, el Art. 2? 
prevé el empleo de fórmulas según modelos, cuyos tex- 
tos se acompañan en un Anexo. 


c. Deber de comunicar los idiomas oficiales de los 
Países Parte, dadas ciertas hipótesis 


9. Atento a la posibilidad que accedan al Protocolo 
Estados con más de un idioma oficial -en el continente 
americano caso de Canadá- el Art. 2* dispone, a efectos 
de facilitar la remisión de rogatorias, que los Estados 
Parte con tal característica comuniquen a la Secretaría 
General de la OEA -al momento de la firma, adhesión o 
ratificación- cual o cuáles idiomas deberán ser conside- 
rados oficiales. 


d. Diligenciamiento de las rogatorias 
d.1. Remisión 


10. El Art. 3” dispone que los exhortos sean remiti- 
dos a la Autoridad Central del Estado rogado por la 
Autoridad Central del país requirente. 


La Autoridad Central requerida trasmitirá el exhorto 
al órgano jurisdiccional nacional competente, de acuer- 
do a su ordenamiento jurídico interno, de manera inme- 
diata. En nuestro país, el Decreto N* 392/986 de 28 de 
julio de 1986 prevé a tales efectos una comunicación 
directa entre la Suprema Corte de Justicia y la Autori- 
dad Central, procedimiento que se ha demostrado en la 
práctica muy efectivo. 


d.2. Medios de apremio 


11. El Art. 4? busca evitar la discriminación entre el 
diligenciamiento de la prueba nacional y la solicitada 
desde el extranjero, disponiendo que el tribunal exhor- 
tado aplique las medidas de apremio apropiadas previs- 
tas en su legislación, luego de verificado que se han 
cumplido los requisitos exigidos por su propia legisla- 
ción para que tales medidas se apliquen en procesos 
locales. 
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d.3. Presencia e intervención de abogados y apo- 
derados de las Partes en el cumplimiento de las ro- 
gatorias 


12. El Art. 5” autoriza la presencia de abogados o 
apoderados de las Partes pertenecientes al país en que 
se lleva a cabo el juicio en el Estado de diligenciamien- 
to de la rogatoria. La regulación aprobada resultó más 
restrictiva que la proyectada, que además permitirá la 
actuación de tales letrados. La intervención de aboga- 
dos y procuradores actuantes en el país del juicio en el 
Estado rogado, de acuerdo al artículo citado, queda en 
definitiva sujeta a lo que al respecto disponga la legisla- 
ción de este último. 


d.4. Gratuidad del diligenciamiento de la rogato- 
ria 


13. La solución de principio, es la gratuidad en la 
tramitación de la rogatoria, Art. 6*, criterio compartible 
en tanto el Protocolo busca estrechar la cooperación 
jurisdiccional entre los Estados Parte. La gratuidad em- 
pero no es absoluta; el Estado podrá reclamar a la Parte 
requirente el pago de actuaciones que conforme a su ley 
interna deban ser sufragadas. El exhorto extranjero es 
equiparado por el Protocolo al nacional pero, con crite- 
rio lógico, se busca evitar que en definitiva resulte pri- 
vilegiado respecto a éste. 


A efectos de costear gastos, la Parte solicitante de la 
medida deberá designar en el Estado rogado la persona 
que atienda los mismos o acompañar cheque por el cos- 
to de las actuaciones. 


Con la finalidad de facilitar los pagos, el Art. 7 
dispone que los Estados al depositar en la Secretaría 
General de OEA el instrumento de ratificación o adhe- 
sión, informen qué actuaciones según su legislación in- 
terna son onerosas y el valor razonable estimado; extremo 
éste que ha de resultar necesario tener presente al mo- 
mento en que nuestra República deposite el respectivo 
instrumento de ratificación. 


En base a la reciprocidad, los Estados podrán indi- 
car al momento de realizar la declaración aludida prece- 
dentemente, que no cobrarán gastos que de lo contrario 
los requirentes del acto de cooperación deberían abonar 
(Art. 89). 


11.2. Recepción de pruebas por agentes diplomá- 
ticos o consulares 


14. El Capítulo V regula este procedimiento cuya 
posibilidad ya estaba prevista en la Convención de 
Panamá de 1975 sobre Recepción de Pruebas en el 
Extranjero -ratificada por Uruguay por Decreto-Ley 
N?* 14.534 del 24 de junio de 1976- Art. 14 “in fine”. 
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15. El Art. 9 dispone especialmente que la actua- 
ción de agentes consulares o diplomáticos en la recep- 
ción de pruebas dentro del ámbito de su jurisdicción no 
puede suponer el empleo de medios de apremio. 


El artículo distingue entre actividad probatoria lle- 
vada a cabo por tales agentes respecto a sus nacionales 
y en relación a los de terceros países, caso en el cual 
sus potestades pueden ser más restringidas. 


Límites a la actividad probatoria de diplomáticos 
y cónsules en la recepción de pruebas relativas a no 
nacionales del Estado al que pertenecen 


16. Los Estados Partes en el momento de firmar, 
ratificar o adherir al Protocolo (Art. 10) podrán limitar 
las actuaciones probatorias de diplomáticos y cónsules 
respecto a los no nacionales del Estado acreditante de 
dichos agentes, tanto en razón de materia, como respec- 
to a las condiciones de tiempo y lugar en que deban 
desarrollar sus actividades (Art. 9%). 


Las posibilidades de reducción de la actividad pro- 
batoria en razón de materia deben tener en cuenta el 
Art. 2* de la Convención Interamericana de 1975 sobre 
Recepción de Pruebas en el Extranjero, en función del 
cual el Protocolo queda circunscripto a la temática civil 
y mercantil, excepto declaración extensiva de los Esta- 
dos (Art. 14). Por consiguiente, la reducción deberá cir- 
cunscribirse a las categorías pertenecientes a una de las 
dos ramas jurídicas enunciadas y, atento a la naturaleza 
de los intereses protegidos, podría resultar conveniente 
excluir de la competencia de funcionarios ajenos al foro, 
las cuestiones relativas a la minoridad. 


Respecto a condicionamientos relativos a lugar, au- 
torizados también por el Art. 10, puede resultar conve- 
niente que la actividad probatoria de cónsules y 
diplomáticos se realice fuera de sus sedes, en oficinas 
del Estado acreditante, especializadas en la cooperación 
jurídica internacional, v.gr., la Autoridad Central de Co- 
operación Jurídica Internacional, como medio de ve- 
lar por el adecuado cumplimiento de los límites y 
garantías previstas por el Art. 12. 


Diligenciamiento de las pruebas 


17. El Art. 12 autoriza al agente diplomático o con- 
sular a someter su actuación a las reglas y procedimien- 
tos del país al que pertenece -pues es funcionario de 
dicho Estado y la actividad que desarrolla se encuentra 
al servicio de un proceso allí tramitado- a condición 
que la diligencia solicitada no fuere contraria a disposi- 
ciones legales en el Estado requerido que expresamente 
la prohiban (Art. 2* literal 2, Convención de 1975 sobre 
Recepción de Pruebas en el Extranjero). 
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18. En materia de prestación de testimonio, se prevé 
expresamente que el declarante ante cónsul o diplomáti- 
co puede rehusarse a prestarlos, tanto (de acuerdo a lo 
dispuesto por el Art. 12 de la Convención) conforme a 
la ley del Estado requerido, como del Estado requiren- 
te. 


19. Las personas a quienes se requiera pruebas o 
información podrán estar asistidas por abogados, intér- 
pretes o auxiliares de su confianza (Art. 12 “in fine”), 
como medio de asegurar plenamente sus derechos. 


Medidas de apremio 


20. En tanto los agentes diplomáticos o consulares 
no se encuentran autorizados a emplear por sí medios 
de apremio (Art. 9%), puede requerir la adopción de los 
mismos a los órganos jurisdiccionales del Estado en que 
se desarrollen sus actividades, los que únicamente po- 
drán acceder cuando estimen que se han cumplido las 
condiciones exigidas por su ley (Art. 11). 


21. El Art. 13 se basa en la índole no excluyente de 
los dos procedimientos legislados en materia de obten- 
ción de pruebas y en consecuencia la frustración en el 
diligenciamiento de la prueba en base al procedimiento 
del Art. 9” no impide acudir a la vía Autoridades Cen- 
trales. 


TIL3. Procedimientos especiales 


22. Las autoridades del Estado exhortante podrán 
solicitar que se cumplan procedimientos especiales, pro- 
pios del ordenamiento requirente, pedido que los tribu- 
nales rogados en principio deberán observar (Art. 15), 
excepto que fueren de imposible cumplimiento en dicho 
país, o resultaren incompatibles con su legislación (Art. 
6” Convención de 1975 sobre Recepción de Pruebas). 


La facultad de requerir por los tribunales rogantes el 
cumplimiento de procedimientos específicos no es nue- 
va para el Derecho Internacional Privado Procesal uru- 
guayo (además de la Convención de 1975 sobre 
Recepción de Pruebas -Art. 6”- admiten tal hipótesis la 
Convención de 1975 sobre Exhortos o Cartas Rogato- 
rias (Art. 10 y los Convenios bilaterales uruguayo-ar- 
gentino y uruguayo-chileno sobre Igualdad de Trato 
Procesal y Exhortos, Arts. 5% de ambos textos) y se 
funda en la naturaleza accesoria del proceso cooperati- 
vo respecto del principal, a cuyo servicio se llevan a 
cabo las actuaciones en el extranjero. 


111.4. Exhibición o transcripción de documentos 


23. El diligenciamiento de las rogatorias es objeto 
de severo condicionamiento (Art. 16); se exige: 
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a) que el proceso esté iniciado; se evita de esta for- 
ma el deber de acceder a exhibiciones o informaciones 
documentarias requeridas con carácter prejudicial, lo que 
el sistema del common law denomina “pretrial disco- 
very of documents” -conforme informe del Relator de la 
Comisión II de la Conferencia de La Paz de 1984, Fre- 
derick Heller, págs. 4 y 3-; 


b) que los documentos sean razonablemente identifi- 
cados; y 


c) que se especifique la razón por la cual la parte 
requirente cree que los documentos se encuentran en 
posesión o son de conocimiento de la persona requerl- 
da. 


La parte a la que se solicite la información, puede 
siempre negar ésta de acuerdo a los términos de la Con- 
vención sobre Recepción de Pruebas. 


24. Los Estados, al momento de firmar, ratificar o 
adherir a la Convención, pueden declarar que cumplirán 
los exhortos referidos en el artículo en examen, a condi- 
ción que la rogatoria precise la relación entre la prueba 
requerida y el proceso en relación al cual ésta se solici- 
ta. Juzgamos conveniente que Uruguay efectúe en su 
oportunidad la mencionada declaración, como medio de 
evitar requerimientos abusivos o cuando menos, no se- 
riamente fundados. 


TIM.5. Conclusiones 


25. Como evaluación del Protocolo examinado, cree- 
mos que al igual que su precedente de Montevideo de 
1979 (Protocolo Adicional a la Convención Interameri- 
cana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias, texto ya vi- 
gente) constituye un intento serio por conciliar las 
soluciones en materia de recepción de pruebas en el 
extranjero propias de los países latinoamericanos, con 
aquellas características de los Estados del common law. 
Se prevén dos procedimientos: uno fundado en la actua- 
ción de los tribunales del país de recepción de la prueba 
y la trasmisión de la rogatoria por intermedio de las 
Autoridades Centrales, vía nueva pero suficientemente 
asentada de la cooperación jurídica internacional a ni- 
vel mundial y continental, que la experiencia -inclusive 
nacional- ha demostrado como sumamente ágil y segu- 
ra; y la recepción de prueba por intermedio de diplomá- 
ticos o cónsules del país del proceso, forma propia de 
los sistemas anglosajones, que ha sido suficientemente 
atemperada por la Convención. En tal sentido, los agen- 
tes extranjeros carecen de facultades para disponer por 
sí medidas de apremio; las diligencias relativas a los no 
nacionales de sus Estados acreditantes pueden ser limi- 
tadas en razón de materia y condicionadas respecto al 
lugar y tiempo en que deben ser practicadas; cualquiera 
que sea, el declarante puede invocar la legislación del 
Estado donde se practica la diligencia o del país del 
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juicio, para negarse a declarar y puede exigir estar acom- 
pañado de auxiliares o abogados de su confianza duran- 
te las actuaciones llevadas a cabo. 


Respecto a la exhibición y transcripción de docu- 
mentos, los condicionamientos para la recepción de prue- 
bas y la declaración que al respecto se prevé puedan 
hacer los Estados, son garantía suficiente para el co- 
rrecto cumplimiento de un deber básico impuesto por la 
práctica de las naciones civilizadas, cooperar en la rea- 
lización de la Justicia. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración”. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Carlos Pérez Del Casti- 
llo y Samuel Lichtenstejn. 


Montevideo, 24 de mayo de 1995. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébanse las Convenciones y 
el Protocolo suscritos por la República en la Tercera 
Conferencia Especializada Interamericana sobre Dere- 
cho Internacional Privado que tuviera lugar en La Paz, 
del 15 al 24 de mayo de 1984: Convención Interameri- 
cana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Adopción 
de Menores; Convención Interamericana sobre Persona- 
lidad y Capacidad de las Personas Jurídicas en el Dere- 
cho Internacional Privado; Convención Interamericana 
sobre Competencia en la Esfera Internacional para la 
Eficacia Extraterritorial de las Sentencias Extranjeras y 
Protocolo Adicional a la Convención Interamericana so- 
bre Recepción de Pruebas en el Extranjero. 


Carlos Pérez Del Castillo y Samuel Lichtenstejn. 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTOS DE LEYES EN MATERIA 
DE ADOPCION DE MENORES 


Los Gobiernos de los Estados Miembros de la Orga- 
nización de los Estados Americanos, deseosos de con- 
certar una convención sobre conflictos de leyes en 
materia de adopción de menores, han acordado lo si- 
guiente: 


Artículo 1? 


La presente Convención se aplicará a la adopción de 
menores bajo las formas de adopción plena, legitima- 
ción adoptiva y otras instituciones afines, que equiparen 
al adoptado a la condición de hijo cuya filiación esté 
legalmente establecida, cuando el adoptante (o adoptan- 
tes) tenga su domicilio en un Estado Parte y el adoptado 
su residencia habitual en otro Estado Parte. 
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Artículo 2% 


Cualquier Estado Parte podrá declarar, al momento 
de firmar o ratificar esta Convención, o de adherirse a 
ella, que se extiende su aplicación a cualquier otra for- 
ma de adopción internacional de menores. 


Artículo 3% 


La ley de la residencia habitual del menor regirá la 
capacidad, consentimiento y demás requisitos para ser 
adoptado, así como cuáles son los procedimientos y for- 
malidades extrínsecas necesarios para la constitución del 
vínculo. 


Artículo 4” 


La ley del domicilio del adoptante (o adoptantes) 
regirá: 


a. La capacidad para ser adoptante; 
b. Los requisitos de edad y estado civil del adoptante; 


c. El consentimiento del cónyuge del adoptante, si fue- 
re del caso, y 


d. Los demás requisitos para ser adoptante. 


En el supuesto de que los requisitos de la ley del 
adoptante (o adoptantes) sean manifiestamente menos 
estrictos a los señalados por la ley de la residencia habi- 
tual del adoptado, regirá la ley de éste. 


Artículo 5% 


Las adopciones que se ajusten a la presente Conven- 
ción surtirán sus efectos de pleno derecho, en los Esta- 
dos Partes, sin que pueda invocarse la excepción de la 
institución desconocida. 


Artículo 6% 


Los requisitos de publicidad y registro de la adop- 
ción quedan sometidos a la ley del Estado donde deben 
ser cumplidos. 


En el asiento registral, se expresarán la modalidad y 
características de la adopción. 


Artículo 7" 


Se garantizará el secreto de la adopción cuando co- 
rrespondiere. No obstante, cuando ello fuere posible, se 
comunicarán a quien legalmente proceda los anteceden- 
tes clínicos del menor y de los progenitores si se los 
conociere, sin mencionar sus nombres ni otros datos 
que permitan su identificación. 
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Artículo 8% 


En las adopciones regidas por esta Convención las 
autoridades que otorgaren la adopción podrán exigir que 
el adoptante (o adoptantes) acredite su aptitud física, 
moral, psicológica y económica, a través de institucio- 
nes públicas o privadas cuya finalidad específica se re- 
lacione con la protección del menor. Estas instituciones 
deberán estar expresamente autorizadas por algún Esta- 
do u organismo internacional. 


Las instituciones que acrediten las aptitudes referi- 
das se comprometerán a informar a la autoridad otor- 
gante de la adopción acerca de las condiciones en que 
se ha desarrollado la adopción, durante el lapso de un 
año. Para este efecto la autoridad otorgante comunicará 
a la institución acreditante, el otorgamiento de la adop- 
ción. 


Artículo 9% 


En caso de adopción plena, legitimación adoptiva y 
figuras afines: 


a. Las relaciones entre adoptante (o adoptantes) y adop- 
tado, inclusive las alimentarias, y las del adoptado 
con la familia del adoptante (o adoptantes), se regi- 
rán por la misma ley que rige las relaciones del adop- 
tante (o adoptantes) con su familia legítima; 


b. Los vínculos del adoptado con su familia de origen 
se considerarán disueltos. Sin embargo, subsistirán 
los impedimentos para contraer matrimonio. 


Artículo 10 


En caso de adopciones distintas a la adopción plena, 
legitimación adoptiva y figuras afines, las relaciones en- 
tre adoptante (o adoptantes) y adoptado se rigen por la 
ley del domicilio del adoptante (o adoptantes). 


Las relaciones del adoptado con su familia de origen 
se rigen por la ley de su residencia habitual al momento 
de la adopción. 


Artículo 11 


Los derechos sucesorios que corresponden al adop- 
tado o adoptante (o adoptantes) se regirán por las nor- 
mas aplicables a las respectivas sucesiones. 


En los casos de adopción plena, legitimación adopti- 
va y figuras afines, el adoptado, el adoptante (o adop- 
tantes) y la familia de éste (o de éstos), tendrán los 
mismos derechos sucesorios que corresponden a la fi- 
liación legítima. 
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Artículo 12 


Las adopciones referidas en el artículo 1” serán irre- 
vocables. La revocación de las adopciones a que se 
refiere el artículo 2* se regirá por la ley de la residencia 
habitual del adoptado al momento de la adopción. 


Artículo 13 


Cuando sea posible la conversión de la adopción 
simple en adopción plena o legitimación adoptiva o ins- 
tituciones afines, la conversión se regirá, a elección del 
actor, por la ley de la residencia habitual del adoptado, 
al momento de la adopción, o por la del Estado donde 
tenga su domicilio el adoptante (o adoptantes) al mo- 
mento de pedirse la conversión. 


Si el adoptado tuviera más de 14 años de edad será 
necesario su consentimiento. 


Artículo 14 


La anulación de la adopción se regirá por la ley de 
su otorgamiento. La anulación sólo será decretada judi- 
cialmente, velándose por los intereses del menor de con- 
formidad con el artículo 19 de esta Convención. 


Artículo 15 


Serán competentes en el otorgamiento de las adop- 
ciones a que se refiere esta Convención las autoridades 
del Estado de la residencia habitual del adoptado. 


Artículo 16 


Serán competentes para decidir sobre anulación o 
revocación de la adopción los jueces del Estado de la 
residencia habitual del adoptado al momento del otor- 
gamiento de la adopción. 


Serán competentes para decidir la conversión de la 
adopción simple en adopción plena o legitimación adop- 
tiva O figuras afines, cuando ello sea posible, alternati- 
vamente y a elección del actor, las autoridades del Estado 
de la residencia habitual del adoptado al momento de la 
adopción o las del Estado donde tenga domicilio el adop- 
tante (o adoptantes), o las del Estado donde tenga domi- 
cilio el adoptado cuando tenga domicilio propio, al 
momento de pedirse la conversión. 


Artículo 17 


Serán competentes para decidir las cuestiones relati- 
vas a las relaciones entre adoptado y adoptante (o adop- 
tantes) y la familia de éste (o de éstos), los jueces del 
Estado del domicilio del adoptante (o adoptantes) mien- 
tras el adoptado no constituya domicilio propio. 
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A partir del momento en que el adoptado tenga do- 
micilio propio será competente, a elección del actor, el 
juez del domicilio del adoptado o del adoptante (o adop- 
tantes). 


Artículo 18 


Las autoridades de cada Estado Parte podrán rehu- 
sarse a aplicar la ley declarada competente por esta Con- 
vención cuando dicha ley sea manifiestamente contraria 
a su orden público. 


Artículo 19 


Los términos de la presente Convención y las leyes 
aplicables según ella se interpretarán armónicamente y 
en favor de la validez de la adopción y en beneficio del 
adoptado. 


Artículo 20 


Cualquier Estado Parte podrá, en todo momento, de- 
clarar que esta Convención se aplica a las adopciones 
de menores con residencia habitual en él por personas 
que también tengan residencia habitual en el mismo Es- 
tado Parte, cuando, de las circunstancias del caso con- 
creto, a juicio de la autoridad interviniente, resulte que 
el adoptante (o adoptantes) se proponga constituir do- 
micilio en otro Estado Parte después de constituida la 
adopción. 


Artículo 21 


La presente Convención estará abierta a la firma de 
los Estados Miembros de la Organización de los Esta- 
dos Americanos. 


Artículo 22 


La presente Convención está sujeta a ratificación. 
Los instrumentos de ratificación se depositarán en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. 


Artículo 23 


La presente Convención quedará abierta a la adhe- 
sión de cualquier otro Estado. Los instrumentos de ad- 
hesión se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 


Artículo 24 


Cada Estado podrá formular reservas a la presente 
Convención al momento de firmarla, ratificarla o al ad- 
herirse a ella, siempre que la reserva verse sobre una o 
más disposiciones específicas. 


6 de Marzo de 2001 


6 de Marzo de 2001 


Artículo 25 


Las adopciones otorgadas conforme al derecho in- 
terno, cuando el adoptante (o adoptantes) y el adoptado 
tengan domicilio o residencia habitual en el mismo Es- 
tado Parte, surtirán efectos de pleno derecho en los de- 
más Estados Partes, sin perjuicio de que tales efectos se 
rijan por la ley del nuevo domicilio del adoptante (o 
adoptantes). 


Artículo 26 


La presente Convención entrará en vigor el trigési- 
mo día a partir de la fecha en que haya sido depositado 
el segundo instrumento de ratificación. 


Para cada Estado que ratifique la Convención o se 
adhiera a ella después de haber sido depositado el se- 
gundo instrumento de ratificación, la Convención entra- 
rá en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 
tal Estado haya depositado su instrumento de ratifica- 
ción o adhesión. 


Artículo 27 


Los Estados Partes que tengan dos o más unidades 
territoriales en las que rijan distintos sistemas jurídicos 
relacionados con cuestiones tratadas en la presente Con- 
vención, podrán declarar, en el momento de la firma, 
ratificación o adhesión, que la Convención se aplicará a 
todas sus unidades territoriales o solamente a una o más 
de ellas. 


Tales declaraciones podrán ser modificadas median- 
te declaraciones ulteriores, que especificarán expresa- 
mente la o las unidades territoriales a las que se aplicará 
la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores 
se transmitirán a la Secretaría General de la Organiza- 
ción de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta 
días después de recibidas. 


Artículo 28 


La presente Convención regirá indefinidamente, pero 
cualquiera de los Estados Partes podrá denunciarla. El 
instrumento de denuncia será depositado en la Secreta- 
ría General de la Organización de los Estados America- 
nos. Transcurrido un año, contado a partir de la fecha 
de depósito del instrumento de denuncia, la Convención 
cesará en sus efectos para el Estado denunciante, que- 
dando subsistente para los demás Estados Partes. 


Artículo 29 


El instrumento original de la presente Convención, 
cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son 
igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos, 
la que enviará copia auténtica de su texto a la Secretaría 
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de las Naciones Unidas, para su registro y publicación, 
de conformidad con el artículo 102 de su Carta consti- 
tutiva. La Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos notificará a los Estados Miembros 
de dicha Organización y a los Estados que se hayan 
adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de 
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así 
como las reservas que hubiere. También les transmitirá 
las declaraciones previstas en los artículos 2, 20 y 27 de 
la presente Convención. 


EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infras- 
critos, debidamente autorizados por sus respectivos go- 
biernos, firman la presente Convención. 


HECHA EN LA CIUDAD DE LA PAZ, BOLIVIA, 
el día veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta 
y cuatro.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: este proyecto de 
ley relativo a la Convención Interamericana sobre Conflictos 
de Leyes en Materia de Adopción de Menores suscrito por la 
República en la Tercera Conferencia Especializada Interameri- 
cana sobre Derecho Internacional Privado, ha sido aprobado 
por unanimidad en la Comisión de Asuntos Internacionales. 
No obstante ello, la coordinadora del Frente Amplio, señora 
Senadora Arismendi, nos ha planteado la posibilidad de anali- 
zarlo nuevamente en virtud de algunos aspectos, que segura- 
mente planteará en Sala. Por tal motivo, creo que sería de 
buena técnica parlamentaria escuchar el planteamiento que se 
haga, para luego, si se acepta la propuesta, postergar la consi- 
deración de este Convenio. 


SEÑOR ABELENDA.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABELENDA.- Señor Presidente: esta Convención 
fue aprobada en el año 1984. Además, existen otras Conven- 
ciones, como la Internacional sobre los Derechos del Niño, 
aprobada a posteriori -la Ley N* 16.137- que, en mi opinión, 
entran en contradicción en algunos aspectos con la que hoy 
tenemos a consideración. 


De acuerdo con el análisis que hemos hecho, hemos adver- 
tido que hay normas de esta Convención, como los artículos 
7%, 92 y 10, que de alguna manera plantean una contradicción 
con el derecho a la identidad y el derecho a la nacionalidad 
previstos en la Convención Internacional sobre los Derechos 
del Niño. 
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Además de ello, señor Presidente, la Cámara de Represen- 
tantes está estudiando un proyecto de ley de modificación de 
nuestro Código del Niño, y el texto de la Convención que hoy 
nos ocupa supone una contradicción con el que la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
de la referida Cámara está manejando, el cual fuera enviado 
por el propio Poder Ejecutivo. 


En consecuencia, me parece que correspondería que hicié- 
ramos un análisis más detallado de esta Convención y, por tal 
razón, sugerimos que vuelva nuevamente a la Comisión. 


SEÑOR SANABRIA .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR SANABRIA. Señor Presidente: no haríamos cues- 
tión en cuanto a analizar nuevamente este tema en Comisión. 


Asumimos que en el momento de procesar el informe tuvi- 
mos que pedir asistencia a compañeros Legisladores y asesores 
porque se trata de temas muy complejos y que, como bien seña- 
laba el señor Senador Abelenda, han generado nuevos Acuerdos 
y Convenios en recientes convenciones sobre estos temas. 


Por lo expuesto, advierto que no tendríamos inconveniente, 
en la medida que el Senado así lo estime, en pasar este tema a 
Comisión para analizar esos nuevos aspectos que han sido plan- 
teados en Sala. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el pasaje a Comisión nuevamente de este proyec- 
to de ley en discusión. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


28) LLAMADO A SALA AL SEÑOR MINISTRO DE 
ECONOMIA Y FINANZAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde informar que la Mesa 
se puso en contacto con el señor Ministro de Economía y 
Finanzas para informarle del llamado a Sala dispuesto por el 
Senado. Nos comunicó que estaba dispuesto a concurrir inclu- 
so en el día de hoy. Hechas las consultas con el señor miembro 
interpelante se ha propuesto que el Senado desarrolle una re- 
unión extraordinaria el martes próximo a las 16 y 30 horas, lo 
que debería ser votado por este Cuerpo. 


A su vez, el señor Senador Atchugarry había planteado que 
figure como primer punto del orden del día de esa sesión el 
proyecto de ley que establece exoneraciones diversas para el 
departamento de Artigas. 


Convendría votar que la propuesta del señor Senador At- 
chugarry se incluya en la moción sobre la reunión extraordina- 
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ria presentada por los señores Senadores del Partido Nacional 
a realizarse a la hora 15. De esa forma, entre las 15 horas y las 
16 y 30 horas el Senado puede referirse a lo planteado sobre el 
departamento de Artigas y a las 16 y 30 horas comenzaría con 
la sesión extraordinaria del llamado a Sala del señor Ministro 
de Economía y Finanzas, anulando la convocatoria ordinaria. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se procede 
en el sentido que indica la Mesa. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR ASTORLI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI.- Quiero hacer una acotación para com- 
pletar la información que ha dado el señor Presidente del Cuer- 


po. 


Efectivamente, el señor Ministro de Economía y Finanzas 
estaba dispuesto a concurrir hoy a dar las explicaciones que se 
le solicitan. Nuestra contrapropuesta no fue la del martes de la 
próxima semana, sino la del jueves, pero el señor Ministro, a 
su vez, está viajando a Brasil en el día de mañana por lo que le 
resultaba imposible estar aquí el jueves. De allí que, de común 
acuerdo, llegamos a la conclusión de que se hiciera el martes. 


29) CONVENIO INTERNACIONAL DEL TRABAJO 
N” 182 SOBRE LAS PEORES FORMAS DE TRA- 
BAJO INFANTIL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en séptimo término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se ratifica el Convenio Internacional del 
Trabajo N* 182 sobre las peores formas de trabajo infantil. 
(Carp. N* 273/2000 - Rep. N* 161/2000).” 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 273/00 
Rep. N* 161/00 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Ratifícase el Convenio Internacional 
del Trabajo N* 182 sobre las peores formas de trabajo 
infantil, adoptado por la Conferencia Internacional del 
Trabajo en la 87* reunión celebrada en Ginebra en junio 
de 1999. 
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Art. 2". - Facúltase al Poder Ejecutivo a reglamentar 
la presente ley. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 13 de setiembre de 2000. 


Washington Abdala 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


El presente proyecto de ley refiere a la Ratificación 
del Convenio Internacional del Trabajo N* 182 sobre 
las peores formas de trabajo infantil, y se somete la 
Recomendación N* 190 sobre igual tema, adoptados por 
la Conferencia Internacional del Trabajo, en su octogé- 
sima séptima reunión, celebrada en Ginebra en junio de 
1999. 


La Oficina Internacional del Trabajo ha demostrado 
su preocupación desde siempre por la protección de los 
niños y esto se ejemplifica en que el primer convenio a 
favor suyo fue adoptado en 1919, continuando desde 
entonces las actividades normativas al respecto. 


Según las últimas estimaciones de la OIT, aproxima- 
damente 250 millones de niños entre los 5 y los 14 años 
tiene que trabajar para ganarse el sustento en los países 
en desarrollo, y prácticamente la mitad de ellos, unos 
cientos veinte millones, lo hacen a tiempo completo, 
mientras que los restantes compaginan trabajo y escola- 
ridad. De ese total, el 61 por ciento corresponde a Asia, 
el 32 por ciento a Africa y el 7 por ciento -unos 17 
millones y medio de niños- a América Latina. 


Entre los 250 millones de niños afectados, hay 50 ó 
60 millones de entre 5 y 11 años de edad que trabajan 
en circunstancias que merecen el calificativo de peli- 
grosas por su edad y vulnerabilidad, señala la OIT. Mi- 
llones de niños trabajan en ocupaciones peligrosas, en 
prostitución y pornografía, o son explotados en condi- 
ciones de esclavitud o semiesclavitud. 


El Convenio Internacional del Trabajo N* 182 defi- 
ne, por primera vez, lo que constituyen las “peores for- 
mas de trabajo infantil”, tales como la esclavitud infantil, 
el tráfico de niños, la servidumbre por deudas y la con- 
dición de siervo, la prostitución y la pornografía, y va- 
riadas formas de trabajo peligroso y explotador, como 
la producción y el tráfico de estupefacientes, además de 
incluir una prohibición sobre el reclutamiento forzoso u 
obligatorio de niños soldados. 
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Este Convenio considera que la eliminación efectiva 
de las peores formas de trabajo infantil requiere accio- 
nes que tomen en cuenta la importancia de la educación 
básica gratuita, la necesidad de librar a los niños afecta- 
dos de esas formas de trabajo y asegurar su rehabilita- 
ción y su inserción social, como la atención a sus 
familias. El presente Convenio reconoce que el trabajo 
infantil es consecuencia, en gran parte, de las situacio- 
nes de pobreza, y exige la cooperación internacional en 
materia de desarrollo social y económico, los progra- 
mas de erradicación de la pobreza y la educación uni- 
versal. 


El presente Convenio consta de 16 artículos. Su 
artículo 3” define las “peores formas del trabajo infan- 
til” como “todas las formas de esclavitud o las prácticas 
análogas a la esclavitud, como la venta y el tráfico de 
niños, la servidumbre por deudas y la condición de sier- 
vo y el trabajo forzoso u obligatorio; el reclutamiento 
forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en con- 
flictos armados; la utilización de niños para la prostitu- 
ción, la producción de pornografía o actuaciones 
pornográficas; la utilización, el reclutamiento o la ofer- 
ta de niños para la realización de actividades ilícitas, en 
particular la producción y el tráfico de estupefacientes; 
y el trabajo que es probable que dañe la salud, la segu- 
ridad o la moralidad de los niños”. 


Los artículos 5* y 6” del presente Convenio expresan 
que todo Estado ratificante “deberá establecer o desig- 
nar mecanismos apropiados para vigilar la aplicación de 
estas disposiciones”, previa consulta con los empleado- 
res y trabajadores, y además “deberá elaborar y poner 
en práctica programas de acción” para eliminar las peo- 
res formas de trabajo infantil. 


El artículo 7” proclama que los Estados ratificantes 
deberán “prestar asistencia para librar a los niños de las 
peores formas de trabajo infantil y asegurar su rehabili- 
tación e inserción social” y asegurar a estos niños “el 
acceso a la enseñanza básica gratuita o a la formación 
profesional”. Este artículo agrega la necesidad de iden- 
tificación de los niños particularmente expuestos y se 
deberá “tener en cuenta la situación particular de las 
niñas”. 


La Recomendación N* 190, complementaria del Con- 
venio, define los Programas de Acción (parte l) que se 
harán en consulta con “las organizaciones gubernamen- 
tales competentes”, “las organizaciones de empleadores 
y de trabajadores”, tomando en cuenta la “opinión de 
los niños directamente afectados” y las de sus familias, 
así como de “otros grupos interesados en la consecu- 
ción de los fines del Convenio”. 


La Recomendación N* 190 define el Trabajo Peli- 
groso (parte II) como “los trabajos en que el niño queda 
expuesto a abusos de orden físico, psicológico o sexual; 
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los trabajos que se realizan bajo tierra, bajo el agua, en 
alturas peligrosas o en espacios cerrados; los trabajos 
que se realizan con maquinaria o herramientas peligro- 
sas o que conllevan cargas pesadas; los trabajos realiza- 
dos en un medio insalubre en el que los niños están 
expuestos, por ejemplo, a sustancias peligrosas, a tem- 
peraturas o niveles de ruido o de vibraciones que sean 
perjudiciales para la salud; y los trabajos que implican 
condiciones difíciles, como los horarios prolongados o 
nocturnos, o los trabajos que retienen al niño en los 
locales del empleador”. 


Esta Recomendación exhorta a los Estados ratifican- 
tes a considerar actos delictivos las peores formas de 
trabajo infantil y a imponer sanciones penales a los res- 
ponsables. 


La Recomendación, si bien no crea obligaciones ju- 
rídicas como el Convenio señala pautas para orientar 
las medidas nacionales que deberían tomarse y donde el 
pronunciamiento legislativo se hace imprescindible. 


En nuestro país se crea el “Comité Nacional de Erra- 
dicación del Trabajo Infantil” creado con la finalidad 
de asesoramiento en relación con los organismos e ins- 
tancias internacionales y regionales vinculados con el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. El 8 de se- 
tiembre de 1999 se reúne el grupo tripartito el cual se 
pronunció en forma unánime a favor de la ratificación 
del Convenio. 


Por lo anteriormente expuesto y conscientes del con- 
senso nacional existente en relación al tema del Conve- 
nio, es que recomendamos su aprobación. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 2000. 


Alberto Couriel (Miembro Informante), Car- 
los Julio Pereyra, Wilson Sanabria, Juan 
Adolfo Singer. Senadores. 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 


Montevideo, 26 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Don Luis Hierro López 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
19 numerales 5 y 6 de la Constitución de la Organiza- 
ción Internacional del Trabajo, y el artículo 168 inciso 
20 de la Constitución de la República, a fin de someter 
a su consideración el adjunto proyecto de ley por el que 
propicia la ratificación del Convenio N” 182 sobre las 
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peores formas de trabajo infantil, 1999 y se somete la 
Recomendación N” 190 sobre igual tema, adoptados 
por la Conferencia Internacional del Trabajo, en su oc- 
togésima séptima reunión, celebrada en Ginebra en ju- 
nio de 1999. 


La preocupación de la Oficina Internacional del Tra- 
bajo por la protección de los niños se ha manifestado 
desde siempre y está demostrada por el hecho de que el 
primer convenio a favor suyo se adoptó en 1919 conti- 
nuando desde entonces las actividades normativas a ese 
respecto, que culminaran con el CIT N* 138 que fuera 
adoptado en 1973 y cuyo objeto es la abolición general 
del trabajo de los menores. 


En oportunidad de los estudios y consultas previas a 
la adopción de los instrumentos internacionales que se 
someten, la Oficina Internacional del Trabajo señalaba 
que: “...en todo el mundo hay de 50 a 60 millones de 
niños de edades comprendidas entre los 5 y los 11 años 
trabajando en circunstancias que merecen el calificativo 
de peligrosas atendidas su edad y su vulnerabilidad”. 


Las nuevas normas propuestas fueron debatidas ini- 
cialmente en la Conferencia de 1998 y se aplican a 
todos los niños menores de 18 años. Conforme a las 
estimaciones de la OIT, sólo en los países en desarrollo 
trabajan hoy 250 millones de niños de edades compren- 
didas entre los 5 y los 14 años. De ellos aproximada- 
mente la mitad, unos 120 millones, trabajan a jornada 
completa, mientras que los restantes compaginan traba- 
jo y escolaridad. 


El Convenio Internacional del Trabajo N* 182 defi- 
ne, por primera vez, lo que constituyen las “peores for- 
mas de trabajo infantil”, además de incluir una 
prohibición sobre el reclutamiento forzoso u obligatorio 
de niños soldados. Asimismo, exige la cooperación in- 
ternacional en materia de desarrollo social y económi- 
co, erradicación de la pobreza y educación a fin de 
aplicar sus disposiciones, y prevé amplias consultas en- 
tre los gobiernos y trabajadores, interlocutores sociales 
en la estructura tripartita de la OIT. 


En su artículo 3* define “las peores formas de traba- 
jo infantil”: 


todas las formas de esclavitud o las prácticas aná- 
logas a la esclavitud, como la venta y el tráfico de ni- 
ños, la servidumbre por deudas y la condición de siervo 
y el trabajo forzoso u obligatorio; 


el reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para 
utilizarlos en conflictos armados; 


la utilización de niños para la prostitución, la pro- 
ducción de pornografía o actuaciones pornográficas; 
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la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños 
para la realización de actividades ilícitas, en particular 
la producción y el tráfico de estupefacientes; y 


el trabajo que es probable que dañe la salud, la 
seguridad o la moralidad de los niños. 


Los artículos 5” y 6” de la norma exigen a los Esta- 
dos ratificantes “elaborar y poner en práctica programas 
de acción” para eliminar, como medida prioritaria, las 
peores formas de trabajo infantil y “establecer o desig- 
nar mecanismos apropiados” para vigilar la aplicación 
del Convenio, previa consulta con las organizaciones de 
empleadores y trabajadores. 


Asimismo, proclama que los Estados ratificantes de- 
berían “prestar asistencia para librar a los niños de las 
peores formas de trabajo infantil y asegurar su rehabili- 
tación; asegurar a todos los niños que hayan sido libra- 
dos de las peores formas de trabajo infantil el acceso a 
la enseñanza básica gratuita o a la formación profesio- 
nal; identificar a los niños que están particularmente 
expuestos a riesgos; y tener en cuenta la situación parti- 
cular de las niñas” (Art. 79). 


La Recomendación N* 190 define el “trabajo peli- 
groso” como “los trabajos en que el niño queda expues- 
to a abusos de orden físico, psicológico o sexual; los 
trabajos que se realizan bajo tierra, bajo el agua, en 
alturas peligrosas o en espacios cerrados; los trabajos 
que se realizan con maquinaria o herramientas peligro- 
sas o que conllevan cargas pesadas; los trabajos realiza- 
dos en un medio insalubre en el que los niños están 
expuestos, por ejemplo, a sustancias peligrosas, a tem- 
peraturas o niveles de ruido o de vibraciones que sean 
perjudiciales para la salud; y los trabajos que implican 
condiciones difíciles, como los horarios prolongados o 
nocturnos, o los trabajos que retienen al niño en los 
locales del empleador”. 


Además, exhorta a los Estados ratificantes a que con- 
sideren actos delictivos las peores formas de trabajo y a 
que impongan sanciones penales a aquellos que los co- 
metan. 


Consultado el Grupo de Trabajo de composición tri- 
partita creado con la finalidad de asesoramiento en rela- 
ción con los organismos e instancias internacionales y 
regionales vinculados a esta Secretaría de Estado (Re- 
solución de 23/3/99), se pronunció, en sesión de fecha 8 
de setiembre de 1999, en forma unánime, por la ratifi- 
cación del Convenio. 


Respecto de la Recomendación debe recordarse que 
estos instrumentos, a diferencia de los convenios, no 
están destinados a crear obligaciones jurídicas, sino que 
señalan pautas para orientar las medidas nacionales que 
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deberían tomarse en las materias que les conciernen, 
existiendo también respecto de ellas la obligación de 
someterlos al órgano legislativo competente. 


Por los motivos expuestos precedentemente es que 
el Poder Ejecutivo cumple con someter a ese Cuerpo las 
normas internacionales referidas, solicitando la aproba- 
ción del Convenio N* 182 sobre las peores formas de 
trabajo infantil, 1999. 


Reiteramos al señor Presidente las seguridades de 
nuestra más alta consideración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Didier Opertti, Alvaro Alon- 
so Tellechea. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - RATIFICASE el Convenio Interna- 
cional del Trabajo N* 182 sobre las peores formas de 
trabajo infantil, adoptado por la Conferencia Internacio- 
nal del Trabajo en la 87a. reunión celebrada en Ginebra 
en junio de 1999. 


Art. 2". - Facúltase al Poder Ejecutivo a reglamentar 
la presente ley. 


Art. 3”. - COMUNIQUESE, publíquese, etc. 
Didier Opertti, Alvaro Alonso Tellechea. 


CONFERENCIA INTERNACIONAL 
DEL TRABAJO 


Convenio 182 


CONVENIO SOBRE LA PROHIBICION DE LAS 
PEORES FORMAS DE TRABAJO INFANTIL Y LA 
ACCION INMEDIATA PARA SU ELIMINACION 


La Conferencia General de la Organización Interna- 
cional del Trabajo: 


Convocada en Ginebra por el Consejo de Adminis- 
tración de la Oficina Internacional del Trabajo y con- 
gregada en dicha ciudad el 1” de junio de 1999 en su 
octogésima séptima reunión; 


Considerando la necesidad de adoptar nuevos ins- 
trumentos para la prohibición y la eliminación de las 
peores formas de trabajo infantil, principal prioridad de 
la acción nacional e internacional, incluidas la coopera- 
ción y la asistencia internacionales, como complemento 
del Convenio y la Recomendación sobre la edad míni- 
ma de admisión al empleo, 1973, que siguen siendo 
instrumentos fundamentales sobre el trabajo infantil; 


Considerando que la eliminación efectiva de los peo- 
res formas de trabajo infantil requiere una acción inme- 
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diata y general que tenga en cuenta la importancia de la 
educación básica gratuita y la necesidad de librar de 
todas esas formas de trabajo a los niños afectados y 
asegurar su rehabilitación y su inserción social al mis- 
mo tiempo que se atiende a las necesidades de sus fami- 
lias; 


Recordando la resolución sobre la eliminación del 
trabajo infantil, adoptada por la Conferencia Internacio- 
nal del Trabajo en su 83* reunión, celebrada en 1996; 


Reconociendo que el trabajo infantil se debe en gran 
parte a la pobreza, y que la solución a largo plazo radi- 
ca en un crecimiento económico sostenido conducente 
al progreso social, en particular a la mitigación de la 
pobreza y a la educación universal; 


Recordando la Convención sobre los Derechos del 
Niño adoptada por la Asamblea General de las Nacio- 
nes Unidas el 20 de noviembre de 1989; 


Recordando la Declaración de la OIT relativa a los 
principios y derechos fundamentales en el trabajo y su 
seguimiento, adoptada por la Conferencia Internacional 
del Trabajo en su 86* reunión, celebrada en 1998; 


Recordando que algunas de las peores formas de 
trabajo infantil son objeto de otros instrumentos inter- 
nacionales, en particular el Convenio sobre el trabajo 
forzoso, 1930, y la Convención suplementaria de las 
Naciones Unidas sobre la abolición de la esclavitud, la 
trata de esclavos y las instituciones y prácticas análogas 
a la esclavitud, 1956; 


Después de haber decidido adoptar varias proposi- 
ciones relativas al trabajo infantil, cuestión que consti- 
tuye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y 


Después de haber determinado que dichas proposi- 
ciones revistan la forma de un convenio internacional, 
adopta, con fecha diecisiete de junio de mil novecientos 
noventa y nueve, el siguiente Convenio, que podrá ser 
citado como el Convenio sobre las peores formas de 
trabajo infantil, 1999: 


Artículo 1? 


Todo Miembro que ratifique el presente Convenio 
deberá adoptar medidas inmediatas y eficaces para con- 
seguir la prohibición y la eliminación de las peores for- 
mas de trabajo infantil con carácter de urgencia. 


Artículo 2? 


A los efectos del presente Convenio, el término 
“niño” designa a toda persona menor de 18 años. 
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Artículo 3? 


A los efectos del presente Convenio, la expresión 
“las peores formas de trabajo infantil” abarca: 


a) todas las formas de esclavitud o las prácticas análo- 
gas a la esclavitud, como la venta y el tráfico de 
niños, la servidumbre por deudas y la condición de 
siervo, y el trabajo forzoso u obligatorio, incluido el 
reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para 
utilizarlos en conflictos armados; 


b) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños 
para la prostitución, la producción de pornografía o 
actuaciones pornográficas; 


c) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños 
para la realización de actividades ilícitas, en particu- 
lar la producción y el tráfico de estupefacientes, tal 
como se definen en los tratados internacionales per- 
tinentes, y 


d) el trabajo que, por su naturaleza o por las condicio- 
nes en que se lleva a cabo, es probable que dañe la 
salud, la seguridad o la moralidad de los niños. 


Artículo 4” 


1. Los tipos de trabajo a que se refiere el artículo 3*, 
d) deberán ser determinados por la legislación nacional 
o por la autoridad competente, previa consulta con las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores intere- 
sadas y tomando en consideración las normas interna- 
cionales en la materia, en particular los párrafos 3 y 4 
de la Recomendación sobre las peores formas de traba- 
jo infantil, 1999. 


2. La autoridad competente, previa consulta con las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores inte- 
resadas, deberá localizar dónde se practican los tipos 
de trabajo determinados a tenor del párrafo 1 de este 
artículo. 


3. Deberá examinarse periódicamente y, en caso ne- 
cesario, revisarse la lista de los tipos de trabajo deter- 
minados a tenor del párrafo 1 de este artículo, en consulta 
con las organizaciones de empleadores y de trabajado- 
res interesadas. 


Artículo 5% 


Todo Miembro, previa consulta con las organizacio- 
nes de empleadores y de trabajadores, deberá establecer 
o designar mecanismos apropiados para vigilar la apli- 
cación de las disposiciones por las que se de efecto al 
presente Convenio. 


Artículo 6” 


Todo Miembro deberá elaborar y poner en práctica 
programas de acción para eliminar, como medida prio- 
ritaria, las peores formas de trabajo infantil. 
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2. Dichos programas de acción deberán elaborarse y 
ponerse en práctica en consulta con las instituciones 
gubernamentales competentes y las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores, tomando en considera- 
ción las opiniones de otros grupos interesados, según 
proceda. 


Artículo 7” 


1. Todo Miembro deberá adoptar cuantas medidas 
sean necesarias para garantizar la aplicación y el cum- 
plimiento efectivos de las disposiciones por las que se 
dé efecto al presente Convenio, incluidos el estableci- 
miento y la aplicación de sanciones penales o, según 
proceda, de otra índole. 


2. Todo Miembro deberá adoptar, teniendo en cuen- 
ta la importancia de la educación para la eliminación 
del trabajo infantil, medidas efectivas y en un plazo 
determinado con el fin de: 


a) impedir la ocupación de niños en las peores formas 
de trabajo infantil; 


b) prestar la asistencia directa necesaria y adecuada para 
librar a los niños de las peores formas de trabajo 
infantil y asegurar su rehabilitación e inserción so- 
cial; 


c) asegurar a todos los niños que hayan sido librados 
de las peores formas de trabajo infantil el acceso a 
la enseñanza básica gratuita y, cuando sea posible y 
adecuado, a la formación profesional; 


d) identificar a los niños que están particularmente ex- 
puestos a riesgos y entrar en contacto directo con 
ellos, y 


e) tener en cuenta la situación particular de las niñas. 


3. Todo Miembro deberá designar la autoridad com- 
petente encargada de la aplicación de las disposiciones 
por las que se dé efecto al presente Convenio. 


Artículo 8” 


Los Miembros deberán tomar medidas apropiadas 
para ayudarse recíprocamente a fin de aplicar las dispo- 
siciones del presente Convenio por medio de una mayor 
cooperación y/o asistencia internacionales, incluido el 
apoyo al desarrollo social y económico, los programas 
de erradicación de la pobreza y la educación universal. 


Artículo 9” 


Las ratificaciones formales del presente Convenio 
serán comunicadas, para su registro al Director General 
de la Oficina Internacional del Trabajo. 
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Artículo 10 


1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos 
Miembros de la Organización Internacional del Trabajo 
cuyas ratificaciones haya registrado el Director General 
de la Oficina Internacional del Trabajo. 


2. Entrará en vigor 12 meses después de la fecha en 
que las ratificaciones de dos miembros hayan sido re- 
gistradas por el Director General. 


3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en 
vigor, por cada Miembro, 12 meses después de la fecha 
en que haya sido registrada su ratificación. 


Artículo 11 


1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio 
podrá denunciarlo a la expiración de un período de diez 
años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicial- 
mente en vigor, mediante un acta comunicada, para su 
registro, al Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año 
después de la fecha en que se haya registrado. 


2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio 
y que, en el plazo de un año después de la expiración 
del período de diez años mencionado en el párrafo pre- 
cedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto 
en este artículo quedará obligado durante un nuevo pe- 
ríodo de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar 
este Convenio a la expiración de cada período de diez 
años, en las condiciones previstas en este artículo. 


Artículo 12 


1. El Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo notificará a todos los Miembros de la Orga- 
nización Internacional del Trabajo el registro de cuantas 
ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia le co- 
muniquen los Miembros de la Organización. 


2. Al notificar a los Miembros de la Organización el 
registro de la segunda ratificación que le haya sido co- 
municada, el Director General llamará la atención de 
los Miembros de la Organización sobre la fecha en que 
entrará en vigor el presente Convenio. 


Artículo 13 


El Director General de la Oficina Internacional del 
Trabajo comunicará al Secretario General de las Nacio- 
nes Unidas, a los efectos del registro y de conformidad 
con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, 
una información completa sobre todas las ratificacio- 
nes, declaraciones y actas de denuncia que haya regis- 
trado de acuerdo con los artículos precedentes. 
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Artículo 14 


Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de 
Administración de la Oficina Internacional del Trabajo 
presentará a la Conferencia una memoria sobre la apli- 
cación del Convenio, y considerará la conveniencia de 
incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión 
de su revisión total o parcial. 


Artículo 15 


1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo 
convenio que implique una revisión total o parcial del 
presente, y a menos que el nuevo convenio contenga 
disposiciones en contrario: 


a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio 
revisor implicará ipso jure la denuncia inmediata de 
este Convenio, no obstante las disposiciones conte- 
nidas en el artículo 11, siempre que el nuevo conve- 
nio revisor haya entrado en vigor; 


b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo 
convenio revisor, el presente Convenio cesará de es- 
tar abierto a la ratificación por los Miembros. 


2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en 
su forma y contenido actuales, para los Miembros que lo 
hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor. 


Artículo 16 


Las versiones inglesa y francesa del texto de este 
Convenio son igualmente auténticas. 


CONFERENCIA INTERNACIONAL 
DEL TRABAJO 


Recomendación 190 


RECOMENDACION SOBRE LA PROHIBICION 
DE LAS PEORES FORMAS DE 
TRABAJO INFANTIL Y LA ACCION INMEDIATA 
PARA SU ELIMINACION 


La Conferencia General de la Organización Interna- 
cional del Trabajo: 


Convocada en Ginebra por el Consejo de Adminis- 
tración de la Oficina Internacional del Trabajo y con- 
gregada en dicha ciudad el 1” de junio de 1999 en su 
octogésima séptima reunión; 


Después de haber adoptado el Convenio sobre las 
peores formas de trabajo infantil, 1999; 


Después de haber decidido adoptar varias proposi- 
ciones relativas al trabajo infantil, cuestión que consti- 
tuye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y 
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Después de haber determinado que estas proposicio- 
nes revistan la forma de una recomendación que com- 
plemente el Convenio sobre las peores formas de trabajo 
infantil, 1999, 


adopta, con fecha diecisiete de junio de mil nove- 
cientos noventa y nueve, la siguiente Recomendación, 
que podrá ser citada como la Recomendación sobre las 
peores formas de trabajo infantil, 1999: 


1. Las disposiciones de la presente Recomendación 
complementan las del Convenio sobre las peores formas 
de trabajo infantil, 1999 (en adelante denominado “el 
Convenio”), y deberían aplicarse conjuntamente con las 
mismas. 


IT. PROGRAMAS DE ACCION 


2. Los programas de acción mencionados en el ar- 
tículo 6” del Convenio deberían elaborarse y ponerse 
en práctica con carácter de urgencia, en consulta con las 
instituciones gubernamentales competentes y las organi- 
zaciones de empleadores y de trabajadores, tomando en 
consideración las opiniones de los niños directamente 
afectados por las peores formas de trabajo infantil, de 
sus familias y, cuando proceda, de otros grupos intere- 
sados en la consecución de los fines del Convenio y de 
la presente Recomendación. Los objetivos de dichos pro- 
gramas deberían ser, entre otros: 


a) identificar y denunciar las peores formas de trabajo 
infantil; 


b) impedir la ocupación de niños en las peores formas 
de trabajo infantil o librarlos de ellas, protegerlos 
contra las represalias y garantizar su rehabilitación e 
inserción social con medidas que permitan atender a 
sus necesidades educativas, físicas y psicológicas; 


Cc) prestar especial atención: 
1) a los niños más pequeños; 
11) a las niñas; 


111) al problema del trabajo oculto, en el que las 
niñas están particularmente expuestas a ries- 


go0s, y 


1v) a otros grupos de niños que sean particular- 
mente vulnerables o tengan necesidades espe- 
cíficas; 


d) identificar las comunidades en que haya niños parti- 
cularmente expuestos a riesgos, y entrar en contacto 
directo y trabajar con ellas, y 


e) informar, sensibilizar y movilizar a la opinión públi- 
ca y alos grupos interesados, incluidos los niños y 
sus familiares. 
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II. TRABAJO PELIGROSO 


3. Al determinar y localizar dónde se practican los 
tipos de trabajo a que se refiere el artículo 3%, d) del 
Convenio, debería tomarse en consideración, entre otras 
cosas: 


a) los trabajos en que el niño queda expuesto a abusos 
de orden físico, psicológico o sexual; 


b) los trabajos que se realizan bajo tierra, bajo el agua, 
en alturas peligrosas o en espacios cerrados; 


c) los trabajos que se realizan con maquinaria, equipos 
y herramientas peligrosos, o que conllevan la mani- 
pulación o el transporte manual de cargas pesadas; 


d) los trabajos realizados en un medio insalubre en el 
que los niños estén expuestos, por ejemplo, a sus- 
tancias, agentes o procesos peligrosos, o bien a tem- 
peraturas o niveles de ruido o de vibraciones que 
sean perjudiciales para la salud, y 


e) los trabajos que implican condiciones especialmente 
difíciles, como los horarios prolongados o noctur- 
nos, O los trabajos que retienen injustificadamente al 
niño en los locales del empleador. 


4. Por lo que respecta a los tipos de trabajo a que se 
hace referencia en el apartado d) del artículo 3% del 
Convenio y el párrafo 3 de la presente Recomendación, 
la legislación nacional o la autoridad competente, pre- 
via consulta con las organizaciones de empleadores y 
de trabajadores interesadas, podrán autorizar el empleo 
o el trabajo a partir de la edad de 16 años, siempre que 
queden plenamente garantizadas la salud, la seguridad y 
la moralidad de esos niños, y que éstos hayan recibido 
instrucción o formación profesional adecuada y especí- 
fica en la rama de actividad correspondiente. 


TIT. APLICACION 


5. 1) Se deberían recopilar y mantener actualizados 
datos estadísticos e información detallada sobre la natu- 
raleza y el alcance del trabajo infantil, de modo que 
sirvan de base para determinar las prioridades de la 
acción nacional dirigida a la abolición del trabajo infan- 
til, y en particular a la prohibición y la eliminación de 
sus peores formas con carácter de urgencia. 


2) En la medida de lo posible, la información y los 
datos estadísticos antes mencionados deberían incluir 
datos desglosados por sexo, grupo de edad, ocupación, 
rama de actividad económica, situación en el empleo, 
asistencia a la escuela y ubicación geográfica. Debería 
tenerse en cuenta la importancia de un sistema eficaz de 
registro de nacimientos, que comprenda la expedición 
de certificados de nacimiento. 
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3) Se deberían recopilar y mantener actualizados los 
datos pertinentes en materia de violación de las disposi- 
ciones nacionales sobre la prohibición y la eliminación 
de las peores formas de trabajo infantil. 


6. La compilación y el análisis de la información y 
los datos a que se refiere el párrafo 5 anterior deberían 
llevarse a cabo sin menoscabo del derecho a la intimi- 
dad. 


7. La información recopilada con arreglo a lo dis- 
puesto en el párrafo 5 anterior debería comunicarse pe- 
riódicamente a la Oficina Internacional del Trabajo. 


8. Los Miembros, previa consulta con las organiza- 
ciones de empleadores y de trabajadores, deberían esta- 
blecer o designar mecanismos nacionales apropiados para 
vigilar la aplicación de las disposiciones nacionales so- 
bre la prohibición y la eliminación de las peores formas 
de trabajo infantil. 


9. Los Miembros deberían velar por que las autori- 
dades competentes a quienes incumba la responsabili- 
dad de aplicar las disposiciones nacionales sobre la 
prohibición y la eliminación de las peores formas de 
trabajo infantil colaboren entre sí y coordinen sus acti- 
vidades. 


10. La legislación nacional o la autoridad competen- 
te deberían determinar a quién o quiénes se atribuirá la 
responsabilidad en caso de incumplimiento de las dis- 
posiciones nacionales sobre la prohibición y la elimina- 
ción de las peores formas de trabajo infantil. 


11. Los Miembros deberían colaborar, en la medida 
en que sea compatible con la legislación nacional, en 
los esfuerzos internacionales encaminados a prohibir y 
eliminar las peores formas de trabajo infantil con carác- 
ter de urgencia, mediante: 


a) la recopilación y el intercambio de información rela- 
tiva a actos delictivos, incluidos aquellos que impli- 
quen a redes internacionales; 


b) la búsqueda y el procesamiento de quienes se en- 
cuentren involucrados en la venta y el tráfico de 
niños, o en la utilización, el reclutamiento o la oferta 
de niños para la realización de actividades ilícitas, la 
prostitución, la producción de pornografía o actua- 
ciones pornográficas, y 


c) el registro de los datos de los autores de tales deli- 
tos. 


12. Los Miembros deberían tomar disposiciones a 
fin de que se consideren actos delictivos las peores for- 
mas de trabajo infantil que se indican a continuación: 


a) todas las formas de esclavitud o las prácticas análo- 
gas a la esclavitud, como la venta y el tráfico de 
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niños, la servidumbre por deudas y la condición de 
siervo, y el trabajo forzoso u obligatorio, incluido el 
reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para 
utilizarlos en conflictos armados; 


b) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños 
para la prostitución, la producción de pornografía o 
actuaciones pornográficas, y 


c) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños 
para la realización de actividades ilícitas, en particu- 
lar para la producción y el tráfico de estupefacien- 
tes, tal como se definen en los tratados internaciona- 
les pertinentes, o para la realización de actividades 
que supongan el porte o el uso ilegales de armas de 
fuego u otras armas. 


13. Los Miembros deberían velar por que se impon- 
gan sanciones, incluso de carácter penal, cuando proce- 
da, en caso de violación de las disposiciones nacionales 
sobre la prohibición y la eliminación de cualquiera de 
los tipos de trabajo a que se refiere el artículo 3%, d) del 
Convenio. 


14. Cuando proceda, los Miembros también debe- 
rían establecer con carácter de urgencia otras medidas 
penales, civiles o administrativas para garantizar la apli- 
cación efectiva de las disposiciones nacionales sobre la 
prohibición y la eliminación de las peores formas de 
trabajo infantil, tales como la supervisión especial de 
las empresas que hayan utilizado las peores formas de 
trabajo infantil y, en los casos de violación reiterada, la 
revocación temporal o permanente de las licencias para 
operar. 


15. Entre otras medidas encaminadas a la prohibi- 
ción y la eliminación de las peores formas de trabajo 
infantil podrían incluirse las siguientes: 


a) informar, sensibilizar y movilizar al público en ge- 
neral y, en particular, a los dirigentes políticos na- 
cionales y locales, los parlamentarios y las autorida- 
des judiciales; 


b) hacer partícipes a las organizaciones de empleado- 
res y de trabajadores y a las asociaciones civiles, y 
capacitarlas al respecto; 


c) impartir formación adecuada a los funcionarios pú- 
blicos competentes, en especial a los inspectores y 
los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 
así como a otros profesionales pertinentes; 


d) permitir a todo Miembro que procese en su territo- 
rio a sus nacionales que infrinjan las disposiciones 
nacionales sobre la prohibición y la eliminación in- 
mediata de las peores formas de trabajo infantil, aun 
cuando dichas infracciones se hayan cometido fuera 
de su territorio; 
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e) simplificar los procedimientos judiciales y adminis- 
trativos, y velar por que sean adecuados y rápidos; 


f) alentar el desarrollo de políticas empresariales enca- 
minadas a promover los fines del Convenio; 


g) registrar y difundir las prácticas idóneas en materia 
de eliminación del trabajo infantil; 


h) difundir, en los idiomas o dialectos que correspon- 
da, las disposiciones jurídicas o de otra índole sobre 
el trabajo infantil; 


1) prever procedimientos de queja especiales, tomar 
medidas para proteger contra la discriminación y las 
represalias a quienes denuncien legítimamente toda 
violación de las disposiciones del Convenio, crear 
servicios telefónicos de asistencia y establecer cen- 
tros de contacto o designar mediadores; 


j) adoptar medidas apropiadas para mejorar la infraes- 
tructura educativa y la capacitación de maestros que 
atiendan las necesidades de los niños y de las niñas, 


y 


k) en la medida de lo posible, tener en cuenta en los 
programas de acción nacionales la necesidad de: 


1) promover el empleo y la capacitación profe- 
sional para los padres y adultos de las fami- 
lias de los niños que trabajan en las 
condiciones referidas en el Convenio, y 


11) sensibilizar a los padres sobre el problema de 
los niños que trabajan en esas condiciones. 


16. Una mayor cooperación y/o asistencia interna- 
cional entre los Miembros destinada a prohibir y elimi- 
nar efectivamente las peores formas de trabajo infantil 
debería complementar los esfuerzos nacionales y po- 
dría, según proceda, desarrollarse y hacerse efectiva en 
consulta con las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores. Esa cooperación y/o asistencia internacio- 
nal debería incluir: 


a) la movilización de recursos para los programas na- 
cionales o internacionales; 


b) la asistencia jurídica mutua; 


c) la asistencia técnica, incluido el intercambio de in- 
formación, y 


d) el apoyo al desarrollo económico y social, los pro- 
gramas de erradicación de la pobreza y la educación 
universal.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 


(Se lee) 
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-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Goiriena. 


SEÑOR GOIRIENA.- Quiero indicar que este proyecto de 
ley fue aprobado por unanimidad en la Comisión, por lo que, a 
continuación, voy a leer el informe realizado por el Miembro 
Informante, señor Senador Couriel. 


Dice así: “Al Senado: el presente proyecto de ley refiere a 
la Ratificación del Convenio Internacional del Trabajo N* 182 
sobre las peores formas de trabajo infantil, y se somete la 
Recomendación N* 190 sobre igual tema, adoptados por la 
Conferencia Internacional del Trabajo en su octogésima sépti- 
ma reunión, celebrada en Ginebra en junio de 1999. 


La Oficina Internacional del Trabajo ha demostrado su pre- 
ocupación desde siempre por la protección de los niños y esto 
se ejemplifica en que el primer convenio a favor suyo fue 
adoptado en 1919, continuando desde entonces las actividades 
normativas al respecto. 


Según las últimas estimaciones de la OIT, aproximadamen- 
te 250 millones de niños entre los 5 y los 14 años tiene que 
trabajar para ganarse el sustento en los países en desarrollo, y 
prácticamente la mitad de ellos, unos ciento veinte millones, lo 
hacen a tiempo completo, mientras que los restantes compagi- 
nan trabajo y escolaridad. De ese total, el 61 por ciento corres- 
ponde a Asia, el 32 por ciento a Africa y el 7 por ciento -unos 
17 millones y medio de niños- a América Latina. 


Entre los 250 millones de niños afectados, hay 50 ó 60 
millones de entre 5 y 11 años de edad que trabajan en circuns- 
tancias que merecen el calificativo de peligrosas por su edad y 
vulnerabilidad, señala la OIT. Millones de niños trabajan en 
ocupaciones peligrosas, en prostitución y pornografía, o son 
explotados en condiciones de esclavitud o semiesclavitud. 


El Convenio Internacional del Trabajo N* 182 define, por 
primera vez, lo que constituyen las “peores formas de trabajo 
infantil”, tales como la esclavitud infantil, el tráfico de niños, 
la servidumbre por deudas y la condición de siervo, la prostitu- 
ción y la pornografía, y variadas formas de trabajo peligroso y 
explotador, como la producción y el tráfico de estupefacientes, 
además de incluir una prohibición sobre el reclutamiento for- 
zoso u obligatorio de niños soldados. 


Este Convenio considera que la eliminación efectiva de las 
peores formas de trabajo infantil requiere acciones que tomen 
en cuenta la importancia de la educación básica gratuita, la 
necesidad de librar a los niños afectados de esas formas de 
trabajo y asegurar su rehabilitación y su inserción social, como 
la atención a sus familias. El presente Convenio reconoce que 
el trabajo infantil es consecuencia, en gran parte, de las situa- 
ciones de pobreza, y exige la cooperación internacional en 
materia de desarrollo social y económico, los programas de 
erradicación de la pobreza y la educación universal. 
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El presente Convenio consta de 16 artículos. Su artículo 3" 
define las “peores formas del trabajo infantil? como “todas las 
formas de esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, 
como la venta y el tráfico de niños, la servidumbre por deudas 
y la condición de siervo y el trabajo forzoso u obligatorio; el 
reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en 
conflictos armados; la utilización de niños para la prostitución, 
la producción de pornografía o actuaciones pornográficas; la 
utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la reali- 
zación de actividades ilícitas, en particular la producción y el 
tráfico de estupefacientes; y el trabajo que es probable que 
dañe la salud, la seguridad o la moralidad de los niños”. 


Los artículos 5% y 6” del presente Convenio expresan que 
todo Estado ratificante “deberá establecer o designar mecanis- 
mos apropiados para vigilar la aplicación de estas disposicio- 
nes”, previa consulta con los empleadores y trabajadores, y 
además “deberá elaborar y poner en práctica programas de 
acción” para eliminar las peores formas de trabajo infantil. 


El artículo 7? proclama que los Estados ratificantes deberán 
“prestar asistencia para librar a los niños de las peores formas 
de trabajo infantil y asegurar su rehabilitación e inserción so- 
cial” y asegurar a estos niños “el acceso a la enseñanza básica 
gratuita o a la formación profesional”. Este artículo agrega la 
necesidad de identificación de los niños particularmente ex- 
puestos y se deberá “tener en cuenta la situación particular de 
las niñas”. 


La Recomendación N* 190, complementaria del Convenio, 
define los Programas de Acción (parte I) que se harán en con- 
sulta con “las organizaciones gubernamentales competentes”, 
“las organizaciones de empleadores y de trabajadores”, toman- 
do en cuenta la “opinión de los niños directamente afectados” y 
las de sus familias, así como de “otros grupos interesados en la 
consecución de los fines del Convenio”. 


La Recomendación N* 190 define el Trabajo Peligroso (parte 
II) como “los trabajos en que el niño queda expuesto a abusos 
de orden físico, psicológico o sexual; los trabajos que se reali- 
zan bajo tierra, bajo el agua, en alturas peligrosas o en espa- 
cios cerrados; los trabajos que se realizan con maquinaria o 
herramientas peligrosas o que conllevan cargas pesadas; los 
trabajos realizados en un medio insalubre en el que los niños 
están expuestos, por ejemplo, a sustancias peligrosas, a tempe- 
raturas o niveles de ruido o de vibraciones que sean perjudicia- 
les para la salud; y los trabajos que implican condiciones difí- 
ciles, como los horarios prolongados o nocturnos, o los traba- 
jos que retienen al niño en los locales del empleador”. 


La Recomendación, si bien no crea obligaciones jurídicas 
como el Convenio, señala pautas para orientar las medidas 
nacionales que deberían tomarse y donde el pronunciamiento 
legislativo se hace imprescindible. 


En nuestro país se crea el “Comité Nacional de Erradica- 
ción del Trabajo Infantil? creado con la finalidad de asesora- 
miento en relación con los organismos e instancias internacio- 
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nales y regionales vinculados con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. El 8 de setiembre de 1999 se reúne el grupo 
tripartito el cual se pronunció en forma unánime a favor de la 
ratificación del Convenio. 


Por lo anteriormente expuesto y conscientes del consenso 
nacional existente en relación al tema del Convenio, es que 
recomendamos su aprobación. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 2000.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

(Se lee:) 

“Artículo 1”.- Ratifícase el Convenio Internacional 
del Trabajo N* 182 sobre las peores formas de trabajo 
infantil, adoptado por la Conferencia Internacional del 
Trabajo en la 87* reunión celebrada en Ginebra en junio 
de 1999.” 

- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 2*. 


6 de Marzo de 2001 


(Se lee:) 


“Artículo 2".- Facúltase al Poder Ejecutivo a regla- 
mentar la presente ley.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, por 
ser igual al considerado) 


30) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agotado el orden del día, se le- 
vanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 18 y 42 minutos, presidiendo el 
señor Luis Hierro López y estando presentes los señores Se- 
nadores Abelenda, Arismendi, Bonilla, Cid, Correa Freitas, 
de Boismenu, Fau, Gargano, Goiriena, Korzeniak, Mujica, 
Núñez, Pereyra, Riesgo, Rubio y Sanabria). 
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